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INTRODUCCIÓN: ALGUNOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES  

El derecho administrativo1 es la rama del derecho público que regula la organización, fun-
cionamiento y actividades de la Administración Pública como complejo orgánico del Estado, el 
ejercicio de la función administrativa, y las relaciones del Estado con los ciudadanos. Como dere-
cho del Estado y de los ciudadanos es, por tanto, una rama del derecho público que encuentra en la 
Constitución su fundamento detallado. 

Por eso se habla en el mundo contemporáneo, de la constitucionalización del derecho admi-
nistrativo, lo que ha ocurrido precisamente en la etapa de desarrollo y consolidación del derecho 
público y, por ende, del derecho constitucional y del derecho administrativo, que se inició con la 
elaboración de la Constitución de 1947, de muy corta vigencia2, y luego del interregno autoritario, 

                                           

1  Las obras generales sobre derecho administrativo que se han publicado en Venezuela, son las siguientes: J.M. Her-
nández Ron, Tratado elemental de derecho administrativo, Editorial Las Novedades, C.A., Caracas, 1942; Tomás 
Polanco, Derecho Administrativo Especial, Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1958; 
Cesar Tinoco R., Nociones de Derecho Administrativo y Administración Pública, Editorial Arte, Caracas 1958; An-
tonio Moles Caubet, Lecciones de Derecho Administrativo (1ª edición 1960), Editorial Mohingo, Caracas 1975, pp. 
15-72; Eloy Lares Martínez, Manual de Derecho Administrativo. (1ª edición; 1964), Facultad de Ciencias jurídicas y 
Políticas, Universidad Central de Venezuela, 12ª edición, Caracas, 2001; Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones 
fundamentales del derecho administrativo y la jurisprudencia venezolana, Facultad de Derecho, Universidad Cen-
tral de Venezuela, Caracas 1964; Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo I, Facultad de Ciencias Ju-
rídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1975; Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administra-
tivo, 2 Vols., Universidad Externado de Colombia, Bogotá 2005; Armando Rodríguez García y Gustavo Urdaneta 
Troconis, Derecho Administrativo I (Guía de Estudio), Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Cen-
tral de Venezuela, Caracas, 1982; Armando Rodríguez García y Gustavo Urdaneta Troconis, Derecho Administrati-
vo II, Universidad Nacional Abierta, Caracas, 1983; José Peña Solís, Lineamientos del Derecho Administrativo (Vo-
lumen I: La organización administrativa venezolana; Volumen II: El Derecho Administrativo y sus fuentes), Facul-
tad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1997; José Peña Solís, Manual de 
Derecho Administrativo. Adaptado a la Constitución de 1999. Volumen Primero. TSJ, Caracas, 2000; Antonio Iz-
quierdo Torres, Derecho Administrativo Especial. Caracas, 1997 

2   Véase Allan R. Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Cara-
cas, 1997, pp. 991 y ss. 



 2 

con la redacción y entrada en vigencia de la Constitución de 23 de enero de 19613, bajo cuyo manto 
normativo se produjo, además, tanto el proceso de democratización del país como de la conforma-
ción del Estado social y democrático de derecho.4  

Fue precisamente durante las casi cuatro décadas de aplicación de este texto fundamental de 
1961, el que más tiempo de vigencia ha tenido en toda la historia constitucional venezolana, cuando 
se configuraron los principios fundamentales del derecho público que condicionan tanto al derecho 
constitucional como al derecho administrativo contemporáneos, y que fueron recogidos por la 
Constitución de 30 de diciembre de 19995.  

Entre esos principios fundamentales, que se conforman como bases constitucionales del de-
recho administrativo construidos paulatinamente por la doctrina y la jurisprudencia durante las 
décadas de vigencia de la Constitución de 1961, en esta Introducción, nos queremos referir a los 
siguientes:6 en primer lugar, el principio de la supremacía constitucional y de la aplicación directa 
de la Constitución; en segundo lugar, el principio de la formación del derecho por grados y de la 
jerarquía de los actos estatales; en tercer lugar, el principio de legalidad; en cuarto lugar, el prin-
cipio de la múltiple personalidad del Estado; y en quinto lugar, el principio de la separación de 
poderes, del carácter inter orgánico de las funciones del Estado y del carácter inter funcional de los 
actos estatales. 

1. El principio de la supremacía constitucional y de la aplicación directa de la Constitución 

El primero de los principios del derecho público en general, y por supuesto del derecho ad-
ministrativo, es el de la supremacía constitucional regulado en forma expresa en el artículo 7 de la 
Constitución, que precisa que “La Constitución es la norma suprema y el fundamento el ordena-
miento jurídico”, a la cual quedan sujetos “todas las personas y los órganos que ejercen el Poder 
Público”; constituyendo, además, como uno de los deberes constitucionales de los ciudadanos y 
funcionarios, el “cumplir y acatar” la Constitución (Art. 131). 

Por supuesto, para que una Constitución sea efectivamente la ley suprema de una sociedad, 
debe ser producto de ella misma, del acuerdo, pacto o consenso de sus componentes y no de impo-
siciones de un grupo sobre otros. Las Constituciones impuestas por un grupo al resto de los inte-
grantes de la sociedad, generalmente tienen no sólo una precaria supremacía, sino una duración 
limitada a la permanencia en el poder del grupo que la impuso. 

Siendo la Constitución la norma suprema, la misma, por una parte tiene aplicabilidad inme-

                                           

3  Véase Allan R. Brewer-Carías, La Constitución y sus Enmiendas, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1991; 
Allan R. Brewer-Carías, Evolución histórica del Estado, Tomo I de Instituciones Políticas y Constitucionales, Uni-
versidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal, 1996, pp. 391 y ss. 

4  Véase Allan R. Brewer-Carías, Cambio Político y Reforma del Estado en Venezuela. Contribución al estudio del 
Estado Democrático y Social de Derecho, Editorial Tecnos, Madrid, 1975. 

5  La Constitución de 1999 fue aprobada mediante referendo el 15-12-1999 y publicada en Gaceta Oficial Nº 36.660 
de 30-12-1999. Posteriormente fue publicada con correcciones en Gaceta Oficial Nº 5.453 Extraordinario de fecha 
24-03-2000. Véase Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999. Derecho Constitucional Venezolano, Edito-
rial Jurídica Venezolana, 2 Tomos, Caracas, 2004. En 2009 se aprobó la Enmienda Constitucional No. 1. Véase en 
Gaceta Oficial No. 5.908 Extra. de 19-02-2009. 

6  Véase Allan R. Brewer-Carías, Principios fundamentales del derecho público (constitucional y administrativo), 
Editorial Jurídica venezolana, Caracas 2005.   
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diata en el orden interno, y no admite que puede haber una norma superior a ella, salvo en relación 
con el régimen de los derechos humanos. Esto implica que la Constitución debe considerarse como 
una norma obligatoria, con fuerza coactiva inmediata y por sí misma7, que crea derechos y obliga-
ciones directamente ejercibles y exigibles. Esto tiene particular importancia precisamente en mate-
ria de derecho administrativo, cuyas normas en gran parte son reguladoras del ejercicio de los dere-
chos fundamentales, pues implica que aún en ausencia de leyes reglamentarias, tales derechos pue-
den ejercerse, quedando proscritas las llamadas normas constitucionales programáticas8.  

Respecto de estas, por otra parte, ya la antigua Corte Suprema de Justicia había modificado 
su antigua jurisprudencia que admitía las normas programáticas,9 estableciendo que dichas normas 
no cabían en el orden constitucional, lo que por supuesto ratifica expresamente en el artículo 22 de 
la Constitución al disponer que la falta de ley reglamentaria de los derechos humanos no menosca-
ba el ejercicio de los mismos; es decir, que para poder ejercerse los derechos constitucionales no se 
requiere de ley preexistente, bastando con la norma constitucional o de los respectivos tratados, 
pactos o convenios internacionales. Sobre ello, sin embargo, la Sala Constitucional se ha reservado, 
sin fundamento constitucional alguno, la potestad de resolver sobre la aplicabilidad inmediata de 
las normas constitucionales relativas a derechos humanos cuando no exista ley reglamentaria, con-
trariando el sentido de la previsión constitucional.10 Pero en general sobre el carácter normativo de 
la Constitución y el tema de las “normas programáticas”, la Sala Político Administrativa del Tribu-
nal Supremo, ha afirmado que “la Constitución no puede consagrar cláusulas programáticas de las 
cuales pueden emerger derechos posteriores a la acción legislativa, ni tampoco depender de la pro-
gramada actividad gubernativa sujeta siempre a la interacción de ingresos y gastos, y a la supuesta 
programación presupuestaria”11.  

Ahora bien, en particular, en cuanto a los preceptos orgánicos de la Constitución, es decir, a 
las normas relativas a los órganos que ejercen el Poder Público y sus competencias, el tema de la 
aplicación inmediata del texto fundamental es esencial. En efecto, la Constitución entre otras, cum-
ple una función organizadora de la cual se desprenden, a su vez, tres principios básicos acerca del 

                                           

7 Véase Allan R. Brewer-Carías, Evolución histórica del Estado, Tomo I de Instituciones Políticas y Constitucionales, Uni-
versidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal, 1996, pp. 501 a 505. La Sala 
Constitucónal en tal sentido ha indicado en sentencia No 2073 de 04-08-2003 ha señalado que “La aplicación inme-
diata de la Constitución, con el fin de que ella tenga vigencia inmediata y otorgue la cobertura constitucional, aun 
antes que se dicten las leyes que desarrollen los preceptos constitucionales, ha sido doctrina de esta Sala contenida 
en fallos de 20 de enero de 2000, 30 de junio de 2000 y 22 de agosto de 2001 (casos: Emery Mata, Dilia Parra y 
Asodeviprilara)”, en Revista de Derecho Público, Nº 83-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2003, p. 214. 
Véase además, sentencia de la misma sala Constitucional No. 1387 de 21-11-2000, en Revista de Derecho Público, 
Nº 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p. 286 

8  Véase José Rafael Mendoza Mendoza, “Normas programáticas u operativas”, en Libro Homenaje a Rafael Caldera: 
Estudios sobre la Constitución, Tomo I, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezue-
la, Caracas, 1979, pp. 151-166. 

9  Véase las referencias en Allan R. Brewer-Carías, Evolución histórica del Estado. Tomo I de Instituciones Políticas y 
Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal 1996, pp. 
501-505. 

10  Véase sentencia Nº 332 de 14-03-2001 (Caso: INSACA vs. Ministerio de Sanidad y Asistencia Social), en Revista de 
Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, p. 492. 

11   Sentencia No. 885 -5-10-2000, (Caso: José Rojas y otros vs. Instituto Nacional de Hipódromos), en Revista de 
Derecho Público, Nº 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p. 106. Véase también sentencia de la Sala 
Constitucional Nº 51 de 19-05-2000, Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2000, pp. 139-141  
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modo como se relacionan los órganos titulares de los Poderes Públicos:  

En primer lugar, el principio de competencia, el cual actúa como un instrumento ordenador 
del ejercicio del poder una vez que éste es legitimado; seguidamente, el principio de separa-
ción de poderes, conforme al cual la Constitución le asigna a diversas instituciones la opera-
ción de determinadas funciones públicas en torno a un ámbito objetivo más o menos especí-
fico; y tercero: el principio de legalidad, elemento esencial del Estado de Derecho y del sis-
tema democrático. Dichos principios, en tanto fundamentales del Estado de Derecho, exigen 
la distribución de funciones entre diversos órganos y la actuación de éstos con referencia a 
normas prefijadas, ya sea como un modo de interdicción de la arbitrariedad o como meca-
nismos de eficiencia en el cumplimiento de los cometidos del Estado; pero, al mismo tiempo, 
y a través de su correcta aplicación y de su recto desempeño, garantizan los objetivos de uni-
dad política y convivencia pacífica.12  

Este principio de la aplicabilidad inmediata de la Constitución tiene un particular interés para 
el derecho administrativo, en el sentido de que en ausencia de ley reglamentaria, la competencia de 
los órganos del Estado o el régimen de ejercicio de los derechos fundamentales es el que está esta-
blecido en la Constitución13, no pudiendo la Administración, dado el principio de la reserva legal, 
suplir la ausencia de la ley reguladora. En particular, por supuesto, respecto de los derechos consti-
tucionales, la aplicación inmediata de las normas constitucionales contentivas de garantías de los 
mismos ha sido criterio general sostenido por la jurisprudencia14. 

La consecuencia de la consagración expresa del principio de la supremacía constitucional es, 
por una parte, la previsión en el propio texto constitucional, de todo un sistema para la protección y 
garantía de esa supremacía constitucional frente a las leyes a través del control de su constituciona-
lidad, lo cual, sin duda, constituye uno de los pilares fundamentales del constitucionalismo con-
temporáneo y del Estado de Derecho. Entre ellos está por una parte, la previsión del control difuso 
y concentrado de la constitucionalidad de las leyes; y por la otra, la obligación de todos los jueces 
de asegurar la integridad de la Constitución (Art. 334).  

Ahora bien, en materia de derechos humanos, el principio de la supremacía constitucional 
cede ante las normas de los tratados, pactos y convenciones internacionales relativos a derechos 
humanos, suscritos y ratificados por Venezuela, los que no sólo tienen también jerarquía constitu-
cional, sino que incluso prevalecen en el orden interno (constitucional o legal), conforme lo esta-
blece el artículo 23 de la propia Constitución, “en la medida en que contengan normas sobre su 
goce y ejercicio más favorables a las establecidas en esta Constitución y en las leyes de la Repúbli-
ca”, siendo además “de aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órganos del Poder 

                                           

12  Véase sentencia Nº 23 de 22-01-20031 (Caso: Interpretación del artículo 71 de la Constitución), en Revista de 
Derecho Público, Nº 93-06, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2003, p.530 

13   Ha dicho la Sala Constitucional: “Es un hecho bastante generalizado que los derechos fundamentales y la normativa 
que se refiere a la creación de órganos de los poderes públicos y su habilitación, en la mayoría de las Constituciones vi-
gentes en distintos países, son considerados de aplicación inmediata y directa”, en sentencia No. 2748 de 20-12-2001, en 
Revista de Derecho Público, Nº 85-88 Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, pp. 390 

14  Véase sentencia de la Sala Constitucional Nº 609 de 25-3-2002 (Caso: Universidad Yacambú vs. Juzgado Segundo 
de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Lara) en Revista 
de Derecho Público, Nº 89-92 Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002, p. 147 
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Público.” Así se ha decidido, por ejemplo, en relación con previsiones de la Convención Interame-
ricana sobre Derechos Humanos, a las cuales se ha dado carácter prevalente en relación con la le-
gislación procesal;15 aun cuando la tendencia jurisprudencial de la Sala Constitucional haya sido 
restrictiva, al punto de  haberse reservado dicha sala, la competencia ara declarar tal prevalencia, 
despojando a los jueces de su potestad.16 

2. El principio de la formación del derecho por grados 

El segundo principio fundamental del derecho público es el principio de la jerarquía de las 
normas o de la formación del derecho por grados, de particular interés para el derecho administrati-
vo, dado que la actividad de la Administración que por esencia regula, es siempre una actividad de 
carácter sub-legal, es decir, de ejecución directa e inmediata de la legislación y sólo de ejecución 
indirecta y mediata de la Constitución. 

En efecto, en todos los ordenamientos jurídicos modernos siempre se encuentra una distin-
ción entre, las normas que integran la Constitución en sí misma, como derecho positivo superior; y 
las normas que son sancionadas por una autoridad con poderes derivados de la Constitución. En 
otras palabras, particularmente en aquellos sistemas con Constituciones escritas, siempre puede 
establecerse una distinción entre la norma constitucional y legislación ordinaria; y luego, entre la 
legislación y las normas dictadas en ejecución de la misma; pudiendo decirse que las normas que 
integran el ordenamiento jurídico siempre se organizan deliberada o espontáneamente en forma 
jerárquica, de manera que existen normas en un nivel superior que siempre prevalecen sobre otras 
normas de nivel inferior.  

De ello deriva, como se ha dicho, el segundo principio fundamental del derecho público en la 
Constitución de 1999: el de la formación del derecho por grados, que tiene su origen en la teoría de 
Hans Kelsen sobre el orden jurídico como sistema de normas de derecho, el cual constituye una 
unidad con la multitud de normas que lo integran porque está estructurado en forma jerarquizada. 
Ello permite determinar la relación jerárquica que existe entre el conjunto normas o de reglas de 
derecho que forman el ordenamiento, de manera que cada norma del mismo normalmente deriva de 
otra determina la forma en que es creada, y esta cadena de derivaciones tiene su vértice precisa-
mente en un Grundnorm o Constitución, que constituye la última razón que justifica la existencia 
de todas las normas del sistema.17 

Esta “Teoría de la pirámide jurídica,” como el mismo Kelsen la denominó,18 o de la forma-
ción escalonada del sistema jurídico,19 con la Constitución en la cúspide, fue desarrollada particu-

                                           

15  Véase sentencia de la Sala Político Administrativa Nº 802 de 13-4-2000 (Caso: C.A., Electricidad del Centro (ELE-
CENTRO) y Compañía Anónima de Electricidad de los Andes (CADELA) vs. Precompetencia), en Revista de Dere-
cho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 270 y ss. 

16  Véase sentencia de la Sala Constitucional Nº 1942 de 15-07-2003, Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 2003, pp. 137. 

17  Véase H. Kelsen, Teoría General del Derecho y del Estado, Universidad Nacional Autónoma de México, Imprenta 
Universitaria, México, D.F., 1958, p. 146; H. Kelsen, General theory of Law and State, trans. Wedberg, rep. 1901, 
pp. 110 y ss.; H. Kelsen, Teoría pura del Derecho, Buenos Aires, 1981, p. 13   

18  Véase H. Kelsen, Teoría General del Estado, trad. Luis Legaz Lacambra, Editora Nacional, México, 1954, p. 325. 
19   Véase Robert Walter, La doctrina del Derecho de Hans Kelsen, Universidad Externado de Colombia, Bogotá 1999, 

pp. 55 y ss.; Juan Carlos Upegui Mejía, “La teoría del escalonamiento normativo y la creación de normas constitu-
cionales. Un análisis aplicado al caso colombiano” en Luis Villar Borda (comp.), Hans Kelsen 1881-1973, Univer-
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larmente en el campo del derecho administrativo por Adolf Merkl,20 de la misma llamada “Escuela 
de Viena,” particularmente en relación con las funciones del Estado, de manera que la función ad-
ministrativa siempre es de carácter sub legal, es decir, de ejecución directa de la legislación y sólo 
indirecta de la Constitución. La teoría, en todo caso, proporciona un buen método de orden lógico 
para construir un sistema contentivo de los diversos niveles normativos del ordenamiento jurídico 
de cualquier Estado contemporáneo. También suministra una explicación lógica para determinar la 
validez formal de cada uno de esos niveles normativos. 

En efecto, el derecho positivo de cualquier Estado consiste no sólo en las leyes como actos 
formales emanados del Parlamento, sino también en otros actos normativos, como los decretos 
leyes, los reglamentos y los principios generales del derecho. Todos estos preceptos que hacen que 
el ordenamiento jurídico se aplique en un momento determinado, no sólo tienen orígenes diferentes 
sino también diferentes jerarquías o grados distintos, de manera que no se pueden considerar como 
normas coordinadas situadas en yuxtaposición21. Al contrario, todo ordenamiento jurídico tiene una 
estructura jerarquizada con sus normas distribuidas en diferentes niveles, más o menos una sobre la 
otra. Dentro de esta jerarquía, necesariamente debe haber una conexión formal entre las normas, 
pues a pesar de sus orígenes y características diferentes, están orgánicamente relacionadas. 

En consecuencia, el ordenamiento jurídico no puede ser interpretado como un mero agregado 
de componentes inorgánicos y desordenados, o simplemente como una mera yuxtaposición causal 
de normas. Al contrario, para poder comprender a cabalidad el ordenamiento jurídico de un Estado, 
todos esos componentes deben organizarse en forma jerárquica, de manera que formen un sistema 
jurídico con diferentes tipos de normas unificadas y relacionadas. En otras palabras, deben respon-
der a un orden sistemático, con relaciones de dependencia entre las diferentes partes, partiendo de 
la existencia de una base común de validez, con la forma de ley fundamental y superior (Constitu-
ción), de manera que la creación de una norma legal siempre se basa en otra norma legal.  

Por ejemplo, la sanción de leyes ordinarias o actos del Parlamento están regulados por la 
Constitución;22 y la potestad para reglamentar las leyes y la forma en que debe hacerse, está regula-
da por las leyes formales. En cuanto a las decisiones judiciales y a las actuaciones de los tribunales, 
las mismas están sujetas a normas legales establecidas en leyes formales y en reglamentos. Asi-
mismo, los actos administrativos están sometidos a las leyes ordinarias, y a los reglamentos; y así 
sucesivamente. 

Con este método, en consecuencia, en el análisis global del ordenamiento jurídico se puede 
establecer una distinción entre aquéllos actos de Estado que se dictan en ejecución directa e inme-

                                                                       

sidad Externado de Colombia, Bogotá 2004, pp. 175 y ss. 

20  Véase Adolfo Merkl, Teoría General del Derecho Administrativo, Madrid, 1935, pp. 7-62. Véase también H. Kel-
sen, “La garantie jurisdictionnelle de la Constitution (La Justice constitutionnelle)”, Revue du Droit Public et de la 
Science Politique en France et a l’étranger, París, 1928, pp. 197-257. 

21  H. Kelsen, Teoría pura…, cit., p. 147. 
22   Por ejemplo, la Sala Político Administrativa, en sentencia No 733 de 30-03-2000 al referirse a las “leyes en sentido 

formal, es decir, aquellos actos generales y abstractos sancionados por un cuerpo legislativo”, entiende, “si se toma 
en cuenta la estructura jerárquica del ordenamiento jurídico” que “las disposiciones de carácter legal se encuentran 
inmediatamente después del texto Constitucional”, en  Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas, 2000, p. 216 
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diata de la Constitución, es decir, que son dictados directamente en ejercicio de poderes constitu-
cionales,23 y aquéllos cuya ejecución no está directamente relacionada con la Constitución y que se 
dictan en ejercicio directo de poderes establecidos en normas de derecho inferiores a la Constitu-
ción.  Estos son actos de ejecución directa e inmediata de la legislación y de ejecución indirecta y 
mediata de la Constitución.  

Este principio de la formación del derecho por grados es uno de los principios fundamentales 
del derecho público que adopta la Constitución de 1999; conforme a la cual todas las actuaciones 
del Estado derivan de la ejecución de la Constitución como norma suprema “cúspide del ordena-
miento jurídico,”24 en forma escalonada y sucesiva, configurándose entonces dos tipos de activida-
des estatales: aquéllas que se realizan en ejecución directa e inmediata de la Constitución; y aque-
llas que son de ejecución directa e inmediata de la Legislación y, por tanto, de ejecución indirecta y 
mediata de la Constitución.25  

En efecto, partiendo de la consideración de Constitución como norma suprema y como fun-
damento del ordenamiento jurídico, como lo declara incluso su artículo 7, hay actividades que rea-
lizan determinados órganos del Estado en cumplimiento de atribuciones establecidas directa y ex-
clusivamente en la Constitución, sin que exista o pueda existir otro acto estatal de ejecución directa 
e inmediata de la Constitución, como las leyes, que las regulen y que se interpongan entre la Cons-
titución y la actividad. Por ejemplo, la actividad legislativa de la Asamblea Nacional o la actividad 
de gobierno del Presidente de la República. Además, hay otras actividades de los órganos del Esta-
do que se realizan en cumplimiento de atribuciones establecidas no sólo en la Constitución sino 
básicamente en las leyes, donde por principio existe o puede y debe existir un cuerpo legislativo 
que las regule. Por ejemplo, la actividad judicial y, precisamente, la actividad administrativa.  

El primer grupo de actividades, es decir, las realizadas en ejecución directa e inmediata de la 
Constitución, precisamente por ello sólo están y pueden estar sometidas a lo que dispone el texto 
fundamental, no teniendo competencia el Legislador para regularlas mediante leyes,26 siendo au 
resultado, básicamente, los actos legislativos (leyes y los interna corporis), los decretos leyes y los 
actos de gobierno. En cambio, las actividades realizadas en ejecución directa e inmediata de la le-
gislación e indirecta y mediata de la Constitución, precisamente por ello, además de estar sometidas 

                                           

23  Nos correspondió proponer en la Comisión Constitucional de la Asamblea Nacional Constituyente en septiembre de 
1999, la incorporación al artículo 336,2 de la Constitución de 1999 de la expresión actos “dictados en ejecución di-
recta e inmediata de esta Constitución” a los efectos de precisar las competencias del Tribunal Supremo de Justicia 
en materia del control concentrado de la constitucionalidad.  

24   Véase sentencia de la Sala Constitucional No. 833 de 25-5-2001, en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Edito-
rial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, p. 373 

25  Véase sobre el sistema jerarquizado o graduado del orden jurídico en el orden constitucional venezolano Allan R. 
Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo I, Ediciones de la Facultad de Derecho, Caracas, 1975, pp. 373 y ss.; 
Evolución Histórica del Estado, Tomo VI de Instituciones Políticas y Constitucionales, Universidad Católica del 
Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, San Cristóbal, 1996, pp. 107-117. 

26   Por ello la Sala Constitucional en sentencia No. 6 de 27-1-2000 se refiere a que “dichas actuaciones tienen una 
relación directa con la Constitución que es el cuerpo normativo de más alta jerarquía dentro del ordenamiento jurídi-
co en un Estado de Derecho contemporáneo”, en Revista de Derecho Público, No 81, Editorial Jurídica venezolana, 
Caracas 2000, pp. 212, 215. Dichos actos, por tanto, ha dicho la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo 
en sentencia de 14-09-1993 “desde el punto de vista de su rango, son equiparables a la ley”; citada en sentencia de la 
misma Sala No. 954 de 27-4-2000, en Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
200o, pp.556 y ss. 
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al texto fundamental (como toda actividad estatal), están sometidas a las regulaciones establecidas, 
además de en la Constitución, en las leyes y en las otras fuentes del derecho.  

Estas actividades que se realizan en ejecución directa e inmediata de la Constitución, por 
otra parte, sólo están sometidas al control de constitucionalidad a cargo de la Jurisdicción Constitu-
cional que corresponde a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo (Arts. 334, 336,2 y 4); en 
cambio, las actividades que se realizan en ejecución directa de la legislación e indirecta de la Cons-
titución, están sometidas al control de constitucionalidad y de legalidad que corresponden a las 
otras Jurisdicciones del Poder Judicial, tanto a las ordinarias, como sucede con las apelaciones y la 
Casación en lo que concierne a la actividad judicial; como a la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa y a la Jurisdicción Contencioso-Electoral (Arts. 259, 297) cuando se trata de activi-
dades administrativas.27  

Las actividades administrativas, por tanto y por esencia, constituyen actividades estatales que 
se realizan siempre en ejecución directa e inmediata de la legislación y por tanto, en ejecución indi-
recta y mediata de la Constitución; y precisamente por ello es que son esencialmente de carácter 
sub-legal, aún cuando en un momento dado no se haya dictado la legislación correspondiente que 
las regule en concreto. Por ello, los actos dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitu-
ción, es decir, de rango legal conforme a la teoría de la formación escalonada del orden jurídico, 
están sometidos al control de constitucionalidad por parte de la Sala Constitucional (Jurisdicción 
Constitucional), ya que no son actos en cuya emisión el órgano respectivo pueda estar condiciona-
do por ley alguna.28 En cambio, los de carácter sublegal están sometidos no sólo a la Constitución 
sino a la ley, el reglamento y las otras fuentes del derecho, y por eso es que su control corresponde 
a la Jurisdicción contencioso administrativa y en su caso, a la Jurisdicción contencioso electoral. 

De lo anterior resulta que toda actividad administrativa que interesa al derecho administrati-
vo es, ante todo, desde el punto de vista formal, una actividad que siempre es de carácter sub-legal, 
es decir, de ejecución directa e inmediata de la legislación (así las leyes reglamentarias correspon-
dientes no se hayan dictado) y de ejecución indirecta y mediata de la Constitución. Por supuesto, 
también las actividades judiciales son siempre de carácter sub-legal, siendo la diferencia entre una 
y otra de carácter orgánico, en el sentido que las actividades judiciales siempre las realizan órganos 
autónomos e independientes en ejecución de la función jurisdiccional, como lo son los órganos que 
ejercen el Poder Judicial. En consecuencia, y en particular para el derecho administrativo, los actos 
administrativos dictados en ejercicio de las diversas funciones del Estado, son actos que por esen-

                                           

27  Como lo ha señalado la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia Nº 1268 de 06-
07-2004 al referirse a los actos dictados por la Dirección Ejecutiva de la Magistratura del propio Tribunal 
Supremo: “por cuanto no se trata, el que fue impugnado, de un acto del Poder Público que hubiere sido dic-
tado en ejecución directa de la Constitución, sino en ejercicio de función administrativa y, por ende, de ran-
go sub-legal, no es la jurisdicción constitucional que ejerce esta Sala la que tiene competencia para su con-
trol. Por el contrario, y de conformidad con el artículo 259 de la Constitución, corresponde a la jurisdicción 
contencioso-administrativa el conocimiento de la demanda de nulidad que en su contra se formuló y así se 
decide”. Véase en Revista de Derecho Público, Nº 99-100, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, p. 
230. 

28   Véase lo expuesto por la Sala Constitucional en el sentido de que de todos los actos dictados en ejecución directa e 
inmediata de la Constitución pertenecen a la jurisdicción constitucional, en sentencia No. 357 de 11-5-2000 en Re-
vista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p. 447 
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cia tienen rango sub-legal,29 por lo que, no hay ni puede haber actos administrativos que se dicten 
en ejecución directa e inmediata de la Constitución. 

3.  El principio de la legalidad  

Siguiendo la configuración que había establecido la Constitución de 196130, la Constitución 
de 1999 formalmente declaró al Estado venezolano como un Estado de derecho (además de demo-
crático y social y de justicia) (Art. 2), lo que implica, ante todo, la necesaria sumisión de todas las 
actuaciones de los órganos del Estado al ordenamiento jurídico preestablecido,31 compuesto no sólo 
por la Constitución y las leyes, sino por el conjunto de reglamentos y normas dictados por las auto-
ridades competentes. De ello deriva el tercer principio fundamental del derecho público que es el 
principio de la legalidad vinculado al sistema de fuentes del derecho. 

Este principio, en relación con los órganos de la Administración Pública adquiere importan-
cia fundamental para el derecho administrativo, y le impone siempre a los órganos que la integran 
la obligación de actuar con arreglo a lo establecido en la ley y en las otras normas jurídicas que 
regulan su actividad;32 y no sólo las establecidas por los órganos del Estado, sino las que establez-
can los tratados internacionales, particularmente en materia de derechos humanos que como se ha 
dicho tienen rango constitucional e, incluso, supra constitucional; y las que emanen de órganos 
supranacionales, como habían sido las normas de la Comunidad Andina de Naciones hasta 2006, 
hasta cuando Venezuela fue Miembro de la misma. 

Como lo ha puntualizado la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en senten-
cia Nº 85 de 24-01-2002 (Caso: Deudores hipotecarios vs. Superintendencia de Bancos): 

El poder se ejerce únicamente a través de normas jurídicas, por lo que la ley regula toda la 
actividad Estatal y en particular la de la administración; y parte de la esencia del concepto 
consiste en el control judicial de la legalidad desde lo que se va a considerar la norma su-
prema: la Constitución la cual encabeza una jerarquía normativa, garantizada por la separa-
ción de poderes. Tal concepción está recogida en la vigente Constitución, donde toda la acti-
vidad Estatal está regida por la ley: leyes que emanan del Poder Legislativo y otros Poderes, 
y reglamentos que dicta el Poder Ejecutivo, sin que estos últimos puedan contradecir la letra 

                                           

29   La Sala Constitucional en sentencia No 266 de 25-4-2000 ha considerado que los actos administrativos como actos 
de  carácter sublegal son los “actos, normativos o no, dictados en ejecución directa de una ley y en función adminis-
trativa”, en  Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 569   

30   Véase en general Allan R. Brewer-Carías, Cambio político y reforma del Estado en Venezuela. Contribución al 
estudio del Estado Democrático y Social de Derecho, Editorial Tecnos, Madrid 1975. 

31  Véase Antonio Moles Caubet, “Estado y derecho (configuración jurídica del Estado)”, en Studia Jurídica, N° 1, 
Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1957, pp. 257-340. 

32. Véase Antonio Moles Caubet, “El principio de la legalidad y sus implicaciones”, en Revista de la Facultad de Dere-
cho, N° 50, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1972, pp. 67-100 y N° 51 Universidad Central de Venezue-
la, Caracas, 1972, pp. 85-124; trabajos que luego fueron publicados como El principio de legalidad y sus implica-
ciones, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Derecho, Publicaciones del Instituto de Derecho Público, 
Caracas, 1974. Véase además, Antonio Moles Caubet, “Implicaciones del principio de legalidad”, en Archivo de De-
recho Público y Ciencias de la Administración, Vol. II, Instituto de Derecho Público, Facultad de Derecho, Univer-
sidad Central de Venezuela, Caracas, 1970-71, pp. 137-174; Eloy Lares Martínez, “El principio de la legalidad apli-
cada a la Administración” (Discurso de incorporación como Individuo de Número), en Boletín de la Academia de 
Ciencias Políticas y Sociales, N° 35 Año XXXI, Caracas, abril-noviembre 1967, pp. 45-92; Henrique Meier, “El 
principio de la legalidad administrativa y la Administración Pública”, en Revista de Derecho Público Nº 5, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas enero-marzo 1981, pp. 45-56.  
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o el espíritu de la ley; mientras que la constitucionalidad es controlada judicialmente median-
te el control difuso o el control concentrado de la Constitución33.  

Por ello, este tercer principio fundamental del derecho público en la Constitución de 1999, es 
el de la sumisión de todos los órganos del Estado al derecho o a la legalidad, integrada ésta tanto 
por la norma suprema que es la Constitución (Art. 7), como por todas las demás fuentes del orde-
namiento jurídico y que se aplican a los diversos órganos del Estado, conforme al principio antes 
referido de la formación del derecho por grados.  

En tal sentido, el artículo 137 de la Constitución recoge la clásica formula de nuestro consti-
tucionalismo, al establecer que “la Constitución y las leyes definen las atribuciones de los órganos 
que ejercen el Poder Público, a las cuales deben sujetarse las actividades que realicen”; y el artículo 
141, al precisar los principios que en particular rigen la Administración Pública, establece que sus 
órganos deben actuar “con sometimiento pleno a la ley y al derecho”. 

Por tanto, conforme a este principio de sumisión del Estado a la ley y al derecho, es decir, al 
principio de legalidad, todas las actividades de los órganos del Estado y de sus autoridades y fun-
cionarios, deben realizarse conforme a la ley y dentro de los límites establecidos por la misma.  

Pero por supuesto, “legalidad,” en el derecho constitucional contemporáneo, no es sólo la 
sumisión a la “ley formal” como acto sancionado por el Parlamento, como sucedía en el Siglo XIX 
con respecto a las acciones administrativas y como consecuencia del principio de la supremacía de 
la ley, sino que quiere decir sumisión al ordenamiento jurídico, incluyendo a la Constitución y a 
otras fuentes de derecho, incluyendo “las normas generales y abstractas, previamente establecidas, 
sean o no de origen legislativo, e inclusive provenientes de esa misma autoridad.”34 

Es evidente que el principio de legalidad, por su ámbito, desempeña un papel mucho más 
importante en el segundo nivel de ejecución del ordenamiento jurídico, es decir, en aquellos actos 
del Estado dictados en ejecución directa e inmediata de la legislación, y en ejecución indirecta y 
mediata de la Constitución, que es el ámbito propio del derecho administrativo. Aquí, el principio 
de legalidad se ha desarrollado en el pleno sentido de la palabra, particularmente con referencia a la 
Administración Pública, dando origen al control judicial de la legalidad de los actos administrati-
vos (Jurisdicción contencioso-administrativa y Jurisdicción contencioso-electoral) y, por consi-
guiente, al propio derecho administrativo. Sobre ello, la Sala Político Administrativa del Tribunal 
Supremo en sentencia No. 1724 de 27 de julio de 2000 ha señalado: 

En virtud de ello, el principio en referencia, por lo que respecta al ámbito de la Administra-
ción Pública, se produce a través de la atribución de potestades, que supone la constitución 
del título que habilita su actuación y define los límites del ejercicio del Poder Público, es de-
cir, los órganos administrativos no pueden actuar más allá de los límites fijados por sus po-
testades, y es por eso que constituye un elemento fundamental en la organización administra-
tiva. En efecto, como elemento de organización, es claro que las potestades son atribuidas en 

                                           

33  Véase en Revista de Derecho Público Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002, p. 92. 
34  Véase sentencia No. 488 de 30-3-2004 (Caso: Impugnación de los artículos 11 y 91 numeral 29 de la Ley de la 

Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal). en Revista de Derecho Público Nº 
97-98, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, p. 180. 
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atención al órgano que habrá de ejercerlas y más ampliamente, en función de todo el marco 
de la organización de la Administración. En consecuencia, las potestades no son ni deben ser 
determinadas por el titular de un determinado cargo35. 

La consecuencia de los principios de supremacía constitucional y de legalidad en Venezuela 
ha sido el establecimiento de un sistema jurídico de carácter universal y cerrado en materia de con-
trol judicial, en el sentido que ninguno de los actos estatales puede escapar al control del Tribunal 
Supremo de Justicia y de los demás tribunales que controlan la constitucionalidad (Art. 336) y la 
legalidad de los mismos (Arts. 259, 297). El control judicial de los actos estatales conforme a la 
Constitución, por tanto, además de corresponder a las jurisdicciones ordinarias, en particular co-
rresponde a la Jurisdicción Constitucional, a la Jurisdicción Contencioso Administrativa y a la Ju-
risdicción Contencioso Electoral.  

4.   El principio de la múltiple personalidad jurídica del estado 

El cuarto principio que condiciona al derecho público en la Constitución de 1999, deriva de 
la forma del Estado, como forma federal, consistente en el principio de la distribución vertical o 
territorial del Poder Público, lo que implica el principio de la múltiple personalidad jurídica del 
Estado. Este principio tiene particular importancia para el derecho administrativo pues en un Esta-
do federal como el que deriva de la distribución vertical del Poder Público, incluso podría distin-
guirse un derecho administrativo estadal y municipal. 

En efecto, el artículo 136 de la Constitución de 1999 organiza al Estado con forma federal 
mediante un sistema de “división vertical” del Poder Público en tres estratos o niveles: Nacional, 
Estadal y Municipal,36 atribuyendo su ejercicio a los diversos órganos de las personas político terri-
toriales, a las cuales se asigna competencias exclusivas en los tres niveles, además de las compe-
tencias concurrentes entre ellas. En la Constitución de 1999, incluso se formuló expresamente este 
principio de la distribución territorial del Poder Público,37 al dicha norma que “El Poder Público se 

                                           

35  Véase en  Revista de Derecho Público Nº 83, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, p. 105. Citada también 
en sentencia de la misma Sala Político Administrativa  No. 1560 de 19-7-2001, en Revista de Derecho Público Nº 
85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, p. 50 

36  Sobre la distribución vertical y horizontal del Poder Público, véase sentencia de la Sala Constitucional Nº 355 de 
11-5-2000, Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 342 y ss. 

37  Véase en general, sobre el Poder Público y la forma del Estado, Carlos Luis Carrillo Artiles, “La composición del 
poder público en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela”, Libro Homenaje a Enrique Tejera Pa-
rís, Temas sobre la Constitución de 1999, Centro de Investigaciones Jurídicas (CEIN), Caracas, 2001, pp. 51 a 76; 
C. Kiriadis Ionghi, “Notas sobre la estructura orgánica del Estado venezolano en la Constitución de 1999”, en Te-
mas de Derecho Administrativo: Libro Homenaje a Gonzalo Pérez Luciani, Volumen I, Tribunal Supremo de Justi-
cia-Editorial Torino, Caracas, 2002, pp. 1031-1082; e Hildegard Rondón de Sansó, “Las transformaciones funda-
mentales en la organización y dinámica del Estado derivadas de la Constitución de 1999”, en Temas de Derecho 
Administrativo: Libro Homenaje a Gonzalo Pérez Luciani, Volumen II, Tribunal Supremo de Justicia-Editorial To-
rino, Caracas, 2002, pp. 619-644; Allan R. Brewer-Carías, “La descentralización política en la Constitución de 
1999: Federalismo y Municipalismo (una reforma insuficiente y regresiva)” en Boletín de la Academia de Ciencias 
Políticas y Sociales, Nº 138, Año LXVIII, enero-diciembre 2001, Caracas, 2002, pp. 313-359; y publicado también 
en Provincia. Revista Venezolana de Estudios Territoriales, Nº 7, julio-diciembre 2001, II Etapa, Centro Iberoame-
ricano de Estudios Provinciales y Locales (CIEPROL), Universidad de los Andes, Mérida, 2001, pp. 7-92; Allan R. 
Brewer-Carías, “Consideraciones sobre el régimen de distribución de competencias del Poder Público en la Consti-
tución de 1999” en Fernando Parra Aranguren y Armando Rodríguez García Editores, Estudios de Derecho Admi-
nistrativo. Libro Homenaje a la Universidad Central de Venezuela, Tomo I, Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 
2001, pp. 107-136; Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre el régimen constitucional de la organización y 
funcionamiento de los Poderes Públicos”, en Revista Derecho y Sociedad de la Universidad Monteávila, Nº 2 
(abril), Caracas, 2001, pp. 135-150; Ricardo Combellas, Derecho Constitucional: una introducción al estudio de la 
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distribuye entre el Poder Municipal, el Poder Estadal y el Poder Nacional.” De esta norma se debe 
destacar, por una parte, el concepto de funciones del Estado38 y por la otra, el concepto de fines del 
Estado expresamente definidos en el artículo 3° de la Constitución. Ambos conceptos originan dos 
principios fundamentales del derecho público en la Constitución con particular importancia para el 
derecho administrativo: el de las funciones del Estado y el del Estado social y democrático de derecho 
y de justicia; los cuales se estudian más adelante. 

En el texto constitucional, en todo caso, de acuerdo con el principio de la distribución verti-
cal del Poder, se pueden encontrar disposiciones que se refieren en general al Poder Público, las 
cuales por tanto, rigen respecto de los órganos de los tres niveles territoriales nacional, estadal y 
municipal); y disposiciones específicamente destinadas a cada uno de esos niveles. 

Ahora bien, la consecuencia fundamental del principio de la distribución vertical del poder 
público es que el Estado esta conformado por diversas entidades político-territoriales que actuali-
zan la personalidad jurídica del Estado. El Estado, por tanto, en el ámbito interno no es una persona 
jurídica, sino que esta conformado por varias personas jurídicas estatales. En el único ámbito en el 
cual el Estado es una persona jurídica única, en realidad, es en el ámbito de las relaciones jurídicas 
internacionales. Tal como lo ha resumido la Sala Constitucional en sentencia No. 285 de 4 de mar-
zo de 2004: 

en Venezuela existe una división político-territorial a tres niveles –República, Estados y Mu-
nicipios-, y los entes de cada uno de ellos gozan de personalidad jurídica (la República, que 
es una sola; 23 Estados y 335 Municipios). Aparte de esa triple personificación, el Derecho 
Político conoce dos términos adicionales de suma relevancia: Estado y Nación. 

El Estado, al menos entre nosotros, es visto como la personificación de la República a efec-
tos internacionales (en el entendido de que sólo la República tiene poder para las relaciones 
exteriores) e incluso como la forma de englobar el conjunto de personas públicas a ciertos 
efectos nacionales…39   

Por tanto, en el ámbito interno, el “Estado” como tal no es una persona jurídica, sino un con-
junto de personas jurídicas que son las personas jurídicas estatales, y cuyo embrión surge del sis-
tema constitucional de distribución vertical o territorial del Poder Público, como “Estado federal 
descentralizado” (Art. 4), el cual como se ha dicho, da origen a la República, a los estados y a los 
municipios. En consecuencia, tratándose de un Estado con forma federal, el “Estado” está básica-
mente conformado por un conjunto de personas jurídicas que conforman la organización política en 
el territorio como son la República, los estados y los municipios, y por otras personas jurídicas 

                                                                       

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela,  Mc Graw Hill, Caracas, 2001, pp. 121 y ss; Cecilia Sosa 
Gómez, “La organización política del Estado venezolano: el Poder Público Nacional”, en Revista de Derecho Públi-
co, Nº 82 (abril-junio), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 71-83; María V. Espina Molina y Ornella 
Bernabei Zaccaro, “Nueva estructura del Estado venezolano”, en Comentarios a la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela”, Vadell Hermanos, Editores, Caracas, 2000, pp. 65-116; César A. Loaiza Moyetones, 
“Los órganos del Estado”, en Derecho Constitucional. General y Particular. Actualizado con la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela del 24-03-2000, Tomo I, Universidad Santa María, Caracas, pp. 151-175. 

38 Véase Allan R. Brewer-Carías, El Poder Público: Nacional, Estadal y Municipal, Tomo II de Instituciones Políticas 
y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal, 1996, 
pp. 111 y ss. 

39  Caso: Interpretación del artículo 304 y otros de la Constitución, en Revista de Derecho Público, Nº 97-98, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, p. 278. 
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estatales producto de la descentralización política y funcional. 

Estas personas jurídicas estatales, como sujetos de derecho cuyos órganos conforman la Ad-
ministración Pública, son las que constituyen objeto de regulación por parte del derecho adminis-
trativo porque en definitiva, son las que establecen las relaciones jurídico-administrativas con los 
otros sujetos de derecho y los administrados.  En tal ámbito, en la Constitución se establecen dos 
clasificaciones respecto de las personas jurídicas. La primera, que distingue entre las personas 
jurídicas estadales, que forman parte de la organización general del Estado en sus tres niveles terri-
toriales o, si se quiere, del sector público; y las personas jurídicas no estatales, que no forman parte 
del Estado o del sector público; y la segunda, que distingue según la forma jurídica que adoptan las 
personas jurídicas, entre personas jurídicas de derecho público, como por ejemplo, los institutos 
autónomos; y personas jurídicas de derecho privado, como las sociedades anónimas del Estado 
(empresas del Estado, o empresas públicas conforme las denominan los artículos 189,1 y 184,4, 
respectivamente, de la Constitución). 

5. El principio de la separación orgánica de poderes, el carácter inter-orgánico de las funcio-

nes del eSTADO, y el carácter interfuncional de los actos estatales 

A.  La separación orgánica de poderes 

El quinto principio del derecho público, esencial para el derecho administrativo, es el de la 
división horizontal o separación orgánica de poderes,40 que origina órganos independientes y autó-
nomos entre sí que ejercen las diversas ramas del Poder Público que en la Constitución de 1999 
formalmente son cinco: Legislativa, Ejecutiva, Judicial, Ciudadana y Electoral. Ello origina cinco 
complejos orgánicos diferenciados y separados del Estado, y que a nivel nacional son: respectiva-
mente, la Asamblea Nacional; el Presidente, sus Ministros y el resto de los órganos del denominado 
“Ejecutivo Nacional”; el Tribunal Supremo de Justicia y los demás tribunales de la República, así 
como la Dirección Ejecutiva de la Magistratura y los otros órganos de gobierno y administración 
del Poder Judicial; el Ministerio Público o Fiscalía General de la República, la Contraloría General 
de la República y la Defensoría del Pueblo; y el Consejo Nacional Electoral, sus Comisiones y 
Juntas. Estos cinco conjuntos orgánicos se encuentran separados, son autónomos e independientes 
entre sí, y cada uno de ellos tiene sus competencias constitucionales y legales específicas.41  

Ahora bien, conforme a lo establecido en el artículo 136 de la Constitución, “cada una de las 
ramas del Poder Público tiene sus funciones propias, pero los órganos a los que incumbe su ejerci-
cio colaborarán entre sí en la realización de los fines del Estado”; lo que significa que la asignación 
de funciones propias a los órganos que ejercen los Poderes Públicos, no implica que cada uno de 

                                           

40  Véase en general, Manuel García Pelayo, “La división de poderes y la Constitución Venezolana de 1961”, en Libro 
Homenaje a Rafael Caldera: Estudios sobre la Constitución, Tomo III, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, 
Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1979, pp. 1403 y 1420; Hildegard Rondón de Sansó, “La separación de 
los poderes en Venezuela”, en Libro Homenaje a Rafael Caldera: Estudios sobre la Constitución, Tomo III, Facul-
tad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1979, pp. 1369-1403. 

41  Véase, en relación con la Constitución de 1999, Hildegard Rondón de Sansó “Las transformaciones fundamentales 
en la organización y dinámica del Estado derivadas de la Constitución de 1999”, en Temas de Derecho Administra-
tivo - Libro Homenaje a Gonzalo Pérez Luciani, Volumen II. Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2002, pp. 619-
643; Jorge C. Kiriakidis Longhi “Notas sobre la estructura orgánica del Estado venezolano en la Constitución de 
1999”, en Temas de Derecho Administrativo - Libro Homenaje a Gonzalo Pérez Luciani, Volumen I. Tribunal Su-
premo de Justicia, Caracas, 2002, pp. 1031-1082. 
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los órganos del Estado siempre tenga el ejercicio exclusivo de alguna función estatal específica.42 
Tal como recientemente lo ha reconocido la Sala Constitucional en sentencia Nº 3098 del 13 de 
diciembre de 2004 (Caso: Nulidad de  artículos de la Ley Orgánica de la Justicia de Paz), el prin-
cipio de separación de poderes “no implica, ni mucho menos, una división rígida de órganos y fun-
ciones,” admitiéndose por el principio de colaboración, hasta cierto punto, la existencia de: 

“una confusión funcional entre ellos, es decir, que cada una de las ramas del Poder Público 
puede ejercer excepcionalmente competencias que, por su naturaleza, corresponderían, en 
principio, a las otras y de allí que la Administración Pública cuente con potestades normati-
vas (Vgr. la potestad reglamentaria) y jurisdiccionales (Vgr. resolución de conflictos entre 
particulares) y los órganos deliberantes y judiciales cumplan ciertas funciones típicamente 
administrativas (Vgr. la organización interna de sus dependencias y la potestad disciplinaria 
respecto de sus funcionarios, entre otras).43  

Por tanto, todos los órganos del Estado, en una u otra forma ejercen todas las funciones del 
Estado, lo que responde al principio del ejercicio inter orgánico de las funciones del Estado, el cual 
también tiene especial importancia para el derecho administrativo, pues permite identificar a la 
función administrativa y su ejercicio por los diversos órganos del Estado. 

Es decir, tal como la antigua Corte Suprema de Justicia lo había señalado, la división de la 
potestad estatal (el Poder Público) en ramas y la distribución de su ejercicio entre diversos órganos, 
no coincide exactamente con la “separación” de las funciones estatales44. Por tanto, el hecho de que 
exista una separación orgánica “de poderes” no implica que cada uno de los órganos que lo ejercen 
tenga necesariamente el ejercicio exclusivo de ciertas funciones, pues paralelamente a las “funcio-
nes propias” de cada órgano del Estado, éstos ejercen funciones que por su naturaleza son similares 
a las que ejercen otros órganos estatales.45 En otras palabras, paralelamente a sus funciones propias, 
realizan funciones distintas a aquellas que les corresponden por su naturaleza.46 

En la expresión constitucional, por “función” ha de entenderse la acción que desarrollan los 
órganos estatales o la actividad que desempeñan como tarea que les es inherente, en el sentido que 
sólo en ejercicio del Poder Público pueden cumplirse; o en términos de la Sala Político Administra-
tiva del Tribunal Supremo, “de funciones ‘esenciales’ que el Estado, por medio de sus distintos 
poderes públicos, está obligado a satisfacer tanto por imperativo constitucional, como legal.”47 De 

                                           

42   Véase Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo I, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1975, 
pp. 373 y ss. 

43  Sentencia Nº 3098 de la Sala Constitucional (Caso: nulidad artículos Ley Orgánica de la Justicia de Paz) de 13-12-
2004, en Gaceta Oficial Nº 38.120 de 02-02-2005 y en Revista de Derecho Público, Nº 99-100, (julio-diciembre, 
2004), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, pp. 139 y ss. 

44   Véase por ejemplo, sentencia de la antigua Corte Federal (CF) de 19-6-53, en Gaceta Forense) N° 1, 1953, p. 77; y 
sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa de 18-7-63, en Gaceta Forense, 
N° 41, 1963, pp. 116 y 117; de 27-5-68, en Gaceta Forense N° 60, 1969, pp. 115 y ss.; y de 9-7-69, en Gaceta Fo-
rense N° 65, 1969, pp. 70 y ss 

45  Véase la sentencia de la antigua Corte Federal  de 19-6-53, en Gaceta Forense N° 1, 1953, p. 77; y la sentencia de la 
antigua Corte Federal y de Casación en Sala Político-Administrativa de 18-7-63, en Gaceta Forense N° 41, 1963, p. 
116. 

46  Véase sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa de 18-7-63, en Gaceta Forense N° 
41, 1963, pp. 116 y 117.  

47   Véase la sentencia No. 1286 de 06-06-2000, en Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, 
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ahí que la función es toda actividad de la propia esencia y naturaleza de los órganos estatales y, por 
tanto, indelegable, salvo que exista una autorización constitucional. Entonces, las diversas funcio-
nes del Estado son sólo las diversas formas a través de las cuales se manifiesta la actividad esta-
tal;48 y ellas no están atribuidas en forma exclusiva a los órganos del Estado.49  

B.  Las diversas funciones del Estado 

En el mundo contemporáneo estas funciones como tareas inherentes a los órganos del Estado 
pueden reducirse a las siguientes cinco funciones: función normativa, función política, función 
administrativa, función jurisdiccional y función de control; a las cuales se pueden reconducir todas 
las actividades del Estado.  

Estas funciones, realizadas en ejercicio del Poder Público por los órganos estatales, sin em-
bargo, como se dijo, no están encomendadas con carácter exclusivo a diferentes órganos, sino que 
se ejercen por varios de los órganos estatales. Como lo ha precisado la Sala Constitucional del Tri-
bunal Supremo, “los distintos poderes del Estado pueden dictar actos que rebasan o escapan de su 
función natural, verbigracia, la facultad del Poder del Ejecutivo de reglamentar leyes, o en el caso 
específico del Poder Judicial, la facultad del Juez de imponer multas, o destituir funcionarios, los 
cuales constituyen actos distintos a su función, cual es la de emitir actos o decisiones judiciales.”50 

En efecto, la función normativa en el Estado contemporáneo es aquella actividad estatal que 
se manifiesta en la creación, modificación o extinción de normas jurídicas de validez general51. La 
función normativa del Estado, en esta forma, si bien se atribuye como función propia al órgano que 
ejerce el Poder Legislativo, es decir, a la Asamblea Nacional, a los Consejos legislativos y a los 
Concejos Municipales, se realiza también por otros órganos del Poder Público.52 

                                                                       

Caracas 2000, p. 148 

48  Véase Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y la Jurisprudencia 
Venezolana., Universidad Central de Venezuela,  Caracas, 1964, p. 105. Véase en general, sobre las funciones del 
Estado: María E. Soto Hernández y Fabiola del Valle Tavares Duarte “Funciones del Estado en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela de 1999”, en Estudios de Derecho Público-Libro Homenaje a Humberto J. La 
Roche, Volumen II. Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2001, pp. 414-457; Gonzalo Pérez Luciani, “Funciones 
del Estado y actividades de la Administración”, Revista de Derecho Público, Nº 13, enero-marzo, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 1983, pp. 21-30. 

49  El carácter flexible, no rígido ni absoluto, del principio en su aplicación en Venezuela, ha sido destacado repetida-
mente por la jurisprudencia de la Corte Suprema. En particular, véase sentencias de la Corte Federal y de Casación 
en Sala Político Administrativa de 23-2-50 en Gaceta Forense, N° 4, 1950, pp. 84 a 39; de la Corte Federal y de Ca-
sación en Corte Plena de 26-5-51 en Gaceta Forense, N° 8, 1952, p. 114; y sentencias de la Corte Suprema de Justi-
cia en Sala Político Administrativa de 18-7-63 en Gaceta Forense, N° 41, 1963, pp. 117-118; de 27-5-68 en Gaceta 
Forense, N° 60, 1969, pp. 115 a 118; de 22-4-69 en Gaceta Forense, Nº 64, 1969, pp. 5 a 15; de 9-7-69, en Gaceta 
Forense, N° 65, 1969, pp. 70 a 74; y de 1-6-72, en Gaceta Oficial N° 1.523, extraordinario, de 1-6-72, p. 9. Véase 
además, Allan-R. Brewer-Carías, “Algunas bases del Derecho Público en la jurisprudencia Venezolana”, en Revista 
de la Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, N° 27, Caracas, 1963, pp. 143 y 144. Las referencias 
jurisprudenciales pueden también consultarse en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia de la Corte Suprema 
(1930-1973) y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo I, (El ordenamiento constitucional y funcional del Esta-
do), Caracas, 1975, pp. 147 y ss. 

50  Véase sentencia No. 21 de 23-01-2002 en Revista de Derecho Público, Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2002, p. 203 

51  Véase la sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa de 18-7-63, en Gaceta 
Forense, N° 41, 1963, p. 116. 

52   Véase sentencia No. 713 de 30-03-2000, en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2000, p. 191 
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En el nivel nacional, ante todo, la potestad de dictar leyes corresponde esencialmente a la 
Asamblea Nacional actuando como cuerpo legislador (Art. 203); otros órganos que ejercen el Poder 
Público también realizan esta función creadora de normas jurídicas,53 como cuando reglamenta las 
leyes (Art. 236,10); incluso en algunos casos con rango y valor de ley, lo que ocurre cuando se 
produce una delegación legislativa y se habilita al Presidente para dictar decretos leyes (Art. 
236,8). Igualmente, el Tribunal Supremo de Justicia ejerce la función normativa cuando dicta los 
reglamentos necesarios a los efectos de asegurar la dirección y gobierno del Poder Judicial (Art. 
267);54 al igual que los órganos del Poder Ciudadano cuando dictan los reglamentos establecidos en 
las leyes reguladoras de su actividad,55 y el Consejo Nacional Electoral cuando reglamenta las leyes 
electorales (Art. 293,1).56  

Por tanto, la función normativa, como actividad privativa e inherente del Estado mediante la 
cual sus órganos pueden crear, modificar o extinguir con carácter general las normas del ordena-
miento jurídico, se ejerce por los cinco grupos de órganos estatales en ejercicio del Poder Público. 
Dicha función normativa, por tanto, si bien es una “función propia” de la Asamblea Nacional, no es 
una función privativa y exclusiva de ella, pues los otros órganos estatales también la ejercen. Sin 
embargo, lo que sí es función privativa y exclusiva de la Asamblea Nacional es el ejercicio de esa 
función normativa en una forma determinada: como cuerpo legislador y mediante la emisión de los 
actos estatales denominados “leyes” y de los interna corporis (Reglamento Interior y de Debates), 
que además, son actos dictados ejerciendo atribuciones establecidas directamente en la Constitu-
ción sin condicionamiento legal alguno. Los otros órganos estatales que ejercen la función norma-
tiva, en cambio, si bien realizan una función creadora dentro del ordenamiento jurídico, a excep-
ción de los decretos leyes habilitados (dictados por el Presidente de la República una vez que se ha 
dictado la ley habilitante), lo hacen a través de actos administrativos de efectos generales (como los 
Reglamentos), y siempre bajo el condicionamiento de las leyes y nunca en ejecución directa e in-
mediata sólo de una norma constitucional.  

Pero aparte de la función normativa, en el Estado contemporáneo ha ido delineándose otra 
función primordial, distinta de la función administrativa, por medio de la cual el Presidente de la 
República ejerce sus actividades como jefe del Estado y jefe del Gobierno de la República57, diri-
giendo la acción de gobierno (Arts. 226; 236,2). A través de esta función política, el Presidente de 
la República puede adoptar decisiones en virtud de atribuciones que le son conferidas directamente 
por la Constitución, en general sin condicionamiento legal alguno, de orden político, las cuales, por 
tanto, exceden de la administración normal de los asuntos del Estado. Ello ocurre, por ejemplo, 

                                           

53   Véase la sentencia de la Sala Constitucional No. 1447 de 03-06-2003 (Caso: Impugnación del artículo 22 de la Ley 
Orgánica Del Trabajo), en Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003, p. 
192 

54  Véase por ejemplo, Art. 6, párrafo 1,10,12, Gaceta Oficial Nº 37.942 de 19-05-2004. Véase, Laura Louza Scogna-
miglio “La potestad reglamentaria del Poder Judicial”, en Ensayos de Derecho Administrativo-Libro Homenaje a 
Nectario Andrade Labarca, Volumen II, Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2004, pp. 9-45. 

55  Artículos 3; 14,2; y 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República; Artículos 29; 20; 34; 36; 40; 
43; 46 y 51 de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo en Gaceta Oficial, Nº 37.995 de 05-08-2004. 

56  Además, artículos 32 y 29 de la Ley Orgánica del Poder Electoral en Gaceta Oficial Nº 37.573 de 19-11-2002. 
57  Aun cuando en algunos casos podría no haber coincidencia, podría decirse que, en general, el Presidente de la Re-

pública ejerce sus atribuciones de jefe del Estado en ejercicio de la función política, y de jefe del Ejecutivo Nacio-
nal, en ejercicio de la función administrativa.  
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cuando dirige las relaciones exteriores, convoca a sesiones extraordinarias a la Asamblea Nacional 
y cuando la disuelve (Arts. 236,4,9,20). También puede considerarse que ejerce la función política, 
cuando decreta los estados de excepción y restringe garantías constitucionales, incluso, en este 
caso, a pesar de que la Constitución dispuso que una Ley Orgánica deba regular la materia (Art. 
338).58 La característica fundamental de esta función política es que está atribuida en la Constitu-
ción directamente al Presidente de la República, es decir, al nivel superior de los órganos que ejer-
cen el Poder Ejecutivo, no pudiendo otros órganos ejecutivos ejercerla.  

Los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo en esta forma, realizan fundamentalmente dos 
funciones propias: la función política y la función administrativa59. La función política, como fun-
ción del Presidente de la República, se ejerce en ejecución directa de atribuciones constitucionales, 
en general sin condicionamiento legal alguno, traduciéndose en actos estatales de rango legal; en 
tanto que la función administrativa se traduce en actos estatales de rango sub-legal60. 

Pero si bien la función política se ejerce con el carácter de función propia por el Presidente 
de la República en ejercicio del Poder Ejecutivo, ello tampoco se realiza con carácter excluyente, 
ya que la Asamblea Nacional en ejercicio del Poder Legislativo también realiza la función política, 
sea a través de actos parlamentarios sin forma de ley61, sea mediante leyes62. En estos casos, lo que 
es exclusivo de uno u otros órganos es la forma de su ejecución en los casos autorizados por la 
Constitución: la función política mediante decretos ejecutivos (actos de gobierno), se realiza en 
forma exclusiva por el Presidente de la República; y mediante leyes o actos parlamentarios sin for-
ma de ley, por la Asamblea nacional.  

Además de la función normativa y de la función política, los órganos estatales realizan la 
función jurisdiccional, es decir, conocen, deciden o resuelven controversias entre dos o más preten-
siones, es decir, controversias en las cuales una parte esgrime pretensiones frente a otra. La Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo ha dicho que: 

                                           

58  Véase la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción (Ley Nº 32), Gaceta Oficial Nº 37.261 de 15-08-2001. 
59  La distinción entre “gobierno y administración” es comúnmente empleada por la Constitución. , por ejemplo, en los 

artículos, 6, 18, 160, 169, 171, 174, 178, 185, 187, 236, 239, 251, 267. En tal sentido, al referirse a los órganos del 
Poder Ejecutivo de los Estados en la Constitución de 1961, la antigua Corte Suprema señaló lo siguiente: “El artícu-
lo 21 de la Constitución atribuye al Gobernador del Estado, el gobierno y la administración de la Entidad, como Jefe 
del Ejecutivo del Estado y Agente del Ejecutivo Nacional o en su respectiva circunscripción. En esta forma, el Poder 
Ejecutivo Estadal realiza funciones de gobierno, como poder político y funciones que atienden a otra actividad dis-
tinta, como poder administrador”. Véase sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa 
de 30-6-66, en Gaceta Forense, N° 52, 1968, p. 231. Cfr., sobre la distinción entre función administrativa y función 
política como actividades que se realizan en ejercicio del Poder Ejecutivo , el voto salvado a la sentencia de la Corte 
Suprema de Justicia en Corte Plena de 29-4-65, Imprenta Nacional, 165, pp. 53 y ss.; y Doctrina de la Procuraduría 
General de la República (Doctrina PGR), 1963, Caracas, 1964, pp. 179 y 180. 

60  Sobre la distinción entre los actos del Poder Ejecutivo dictados en ejecución directa de la Constitución o en ejecu-
ción directa de la ley, véase sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa de 13-2-68, en 
Gaceta Forense, N° 59, 1969, p. 85. En todo caso, una cosa es atribuir a la función política rango legal y otra es 
atribuirle “naturaleza legislativa”. El decreto de restricción de garantías constitucionales, por ejemplo, tiene rango 
legal, por cuanto puede “restringir” temporalmente la vigencia de una ley, lo que implica que la modifique ni la de-
rogue. Si la derogara, el acto tendría “naturaleza legislativa”. Sobre esta confusión, véase Doctrina PGR, 1971, Ca-
racas, 1972, p. 189. 

61  Por ejemplo, cuando autoriza al Presidente de la República para salir del territorio nacional. Art. 187,17 de la Cons-
titución; o cuando reserva al Estado determinadas industrias o servicios, Art. 302. 

62  La ley que decreta una amnistía, por ejemplo. Art. 186,5 de la Constitución. 
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La función jurisdiccional, en contraste con las funciones legislativa y ejecutiva, tiene por objeto 
el declarar la voluntad de la ley respecto a una determinada controversia jurídica, la cual tiene naci-
miento en la inconformidad de un sujeto que, considerándose asistido por un derecho subjetivo conte-
nido en un precepto o norma jurídica, denuncia la conducta de otro sujeto como lesiva de su particular 
situación jurídica.63 

 El ejercicio de la función jurisdiccional se ha atribuido como función propia al Tribunal Su-
premo de Justicia y a los tribunales de la República, pero aquí también ello no implica una atribu-
ción exclusiva y excluyente, sino que, al contrario, otros órganos estatales pueden ejercer la fun-
ción jurisdiccional. En efecto, los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo,64 realizan funciones ju-
risdiccionales cuando las autoridades administrativas deciden controversias entre partes, dentro de 
los límites de su competencia.65 En tales casos dictan actos administrativos, impropiamente deno-
minados por la jurisprudencia, como “actos cuasi jurisdiccionales”66 o como “actos cuasi judicia-
les.”67 En estos casos, como lo ha precisado la Sala Constitucional, “se trata de situaciones en las 
que la autoridad administrativa administra justicia, decidiendo una controversia inter partes en forma 
similar a como lo hace la autoridad judicial.”68 

Por tanto, la función jurisdiccional como actividad privativa e inherente del Estado mediante 
la cual sus órganos deciden controversias y declaran el derecho aplicable en un caso concreto, se 
ejerce por diversos órganos estatales en ejercicio del Poder Público: por el Tribunal Supremo de 
Justicia y los Tribunales de la República, en ejercicio del Poder Judicial; y por los órganos admi-
nistrativos en ejercicio del Poder Ejecutivo Nacional.  

La función jurisdiccional, por tanto, si bien es una “función propia” de los órganos judicia-

                                           

63   Véase sentencia de la sala Constitucional No. 35 de 18-02-2000 (Caso: Juan G. Medina O. vs. Juzgado de Primera 
Instancia Agraria de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas) en Revista de Derecho Públi-
co, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p.100. Véase igualmente la sentencia de la misma Sala 
Constitucional No. 2673 de 14-12-2001 (Caso: DHL Fletes Aéreos, C.A. y otras vs. Sala Político-Administrativa del 
Tribunal Supremo de Justicia) en Revista de Derecho Público, Nº 85-86, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2001, p. 314 

64  Véase  sentencias de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa de 18-7-63, en Gaceta Forense, 
Nº 41, 1963, pp. 116 y 117; de 27-5-68, en Gaceta Forense, N° 60, 1969, pp. 115 y 118; y de 9-7-69, en Gaceta 
Forense, N° 65, 1969, pp. 70 y ss. 

65  Cuando la Administración decide, por ejemplo, la oposición a una solicitud de registro de marca de fábrica, confor-
me a la Ley de Propiedad Industrial, Gaceta Oficial Nº 25.227 de 10-12-1956; cuando decide la oposición a una so-
licitud de otorgamiento de una concesión de explotación forestal, conforme a la Ley Forestal, de Suelos y Aguas 
(Art. 6), en Gaceta Oficial Nº 997, Extr., de 8-1-66; o cuando la Superintendencia de Protección y Promoción a la 
Libre Competencia decide un conflicto entre empresas competidoras, conforme a la Ley de Promoción y Protección 
a la Libre Competencia, Gaceta Oficial Nº 34.880 de 13-01-1992. 

66  Véase por ejemplo, sentencia  de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia No. 2855 de 20-11-2002 
(Caso: Impugnación de varios artículos del Decreto con Fuerza de Ley de Tierras y Desarrollo Agrario), en Revista 
de Derecho Público, Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002, p. 330. 

67   Véase las sentencias de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 30-03-2000 (Caso: Pedro J. Valente y 
otra vs. República-Dirección de Inquilinato), en Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 2000, p. 203; No. 1062 de 03-08-2000, en Revista de Derecho Público, Nº 83, Editorial Jurídica Venezo-
lana, Caracas, 2000, p. 235; y en el caso Pedro José Valente y Rafaella Valente vs. Juzgado Superior Cuarto en lo 
Civil y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Capital, expediente n° 99-21995, en 
Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2003, p  414. 

68   Véase No. 1318 de 2 de agosto de 2001 (Caso: Nicolás J. Alcalá R. vs. Juzgado Primero de Primera Instancia del 
Tránsito y del Trabajo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar), en Revista de De-
recho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, p.254 



 19 

les, no es una función privativa y exclusiva de ellos, pues otros órganos estatales también la ejer-
cen. Es decir, el “ejercicio de la jurisdicción [no está] supeditada a la jurisdicción ejercida por el 
poder judicial.”69 Sin embargo, lo que sí es una función privativa y exclusiva de los tribunales es el 
ejercicio de la función jurisdiccional a través de un proceso (Art. 257) en una forma determinada: 
con fuerza de verdad legal, mediante actos denominados sentencias. Los demás órganos del Estado 
que realizan funciones jurisdiccionales lo hacen a través de actos administrativos condicionados 
por la legislación. 

Además de la función normativa, de la función política y de la función jurisdiccional, los ór-
ganos del Estado también ejercen la función de control, cuando vigilan, supervisan, fiscalizan y 
velan por la regularidad del ejercicio de otras actividades estatales o de las actividades de los admi-
nistrados y particulares. El ejercicio de esta función de control se ha atribuido como función propia 
a los órganos que ejercen el Poder Ciudadano, pero en este caso, ello tampoco implica una atribu-
ción exclusiva y excluyente, sino que al contrario, los otros órganos estatales pueden ejercer la 
función jurisdiccional.70 

En efecto, la Asamblea Nacional, en ejercicio del Poder Legislativo ejerce la función de con-
trol sobre el gobierno y la Administración Pública Nacional y los funcionaros ejecutivos (Art. 
187,3; 222);71 el Presidente de la República como Jefe del Ejecutivo Nacional ejerce las funciones 
de control jerárquico en relación con los órganos de la Administración Pública (Art. 226), y los 
órganos que ejercen el Poder Ejecutivo ejercen facultades contraloras sobre las actividades de la 
propia Administración72 y además, controlan las actividades de los particulares, de acuerdo a la 
regulación legal de las mismas; el Consejo Nacional Electoral, en ejercicio del Poder Electoral, 
ejerce el control de las actividades de los órganos subordinados (Art. 293); de las elecciones y de 
las organizaciones con fines políticos (Art. 293); y el Tribunal Supremo de Justicia ejerce las fun-
ción de control de constitucionalidad y legalidad de los actos del Estado (Art. 259; 336).  

Por tanto, la función de control como actividad privativa e inherente del Estado mediante la 
cual sus órganos supervisan, vigilan y controlan las actividades de otros órganos del Estado o de los 

                                           

69  Es el caso de la función jurisdiccional ejercida por los jueces de paz, que no están integrados en el Poder Judicial, 
sino en la administración municipal. La sala Constitucional, por ello ha señalado que “No puede considerarse que 
esta forma (la alternativa) de ejercicio de la jurisdicción, esté supeditada a la jurisdicción ejercida por el poder judi-
cial, por lo que a pesar de su naturaleza jurisdiccional, estos Tribunales actúan fuera del poder judicial, sin que ello 
signifique que este último poder no pueda conocer de las apelaciones de sus fallos, cuando ello sea posible, o de los 
amparos contra sus sentencias… tanto es parte de la actividad jurisdiccional, pero no por ello pertenece al poder ju-
dicial, que representa otra cara de la jurisdicción, la cual atiende a una organización piramidal en cuya cúspide se 
encuentra el Tribunal Supremo de Justicia, y donde impera un régimen disciplinario y organizativo del cual carece, 
por ahora, la justicia alternativa”. Véase sentencia de 05-10-2000 (Caso: Héctor Luis Quintero), citada en sentencia 
Nº 3098 de la Sala Constitucional (Caso: Nulidad artículos Ley Orgánica de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, en 
Gaceta Oficial Nº 38.120 de 02-02-2005 y en Revista de Derecho Público, Nº 99-100, (julio-diciembre, 2004), Edi-
torial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, pp. 139 y ss. 

70  Sobre la actividad electoral, como típica función administrativa, o más precisamente como “función de control”, se 
pronunció la Sala Constitucional en su sentencia Nº 3098 (Caso: Nulidad artículos Ley Orgánica de la Justicia de 
Paz) de 13-12-2004. Véase en Gaceta Oficial Nº 38.120 de 02-02-2005 y en Revista de Derecho Público, Nº 99-
100, (julio-diciembre, 2004), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, pp. 139 y ss. 

71  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Aspectos del control político sobre la Administración Pública”, Revista de Control 
Fiscal, Nº 101 (abril-junio), XXII (1981), Contraloría General de la República, Caracas, pp. 107-130. 

72  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa No. 1553 de 29-11-2000 (Caso: Instituto de 
Previsión, Capacitación y Desarrollo Humano (INPRECADES) y otro vs. Consejo Nacional de Universidades), en Re-
vista de Derecho Público, Nº 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p. 123. 
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administrados, se ejerce por diversos órganos estatales en ejercicio del Poder Público: por la Con-
traloría General de la República, el Ministerio Público o la Defensoría del Pueblo, en ejercicio del 
Poder Ciudadano; por la Asamblea Nacional, en ejercicio del Poder legislativo; por el Tribunal 
Supremo de Justicia y los Tribunales de la República, en ejercicio del Poder Judicial; y por los 
órganos administrativos en ejercicio del Poder Ejecutivo Nacional y del Poder Electoral. La fun-
ción de control, por tanto, si bien es una “función propia” de los órganos que ejercen el Poder Ciu-
dadano, no es una función privativa y exclusiva de ellos, pues todos los otros órganos estatales 
también la ejercen. 

Por último, aparte de la función creadora de normas jurídicas de efectos generales (función 
normativa), de la función de conducción y ordenación política del Estado (función política o de 
conducción del gobierno), de la función de resolución de controversias entre partes declarando el 
derecho aplicable en casos concretos (función jurisdiccional), y de la función de vigilancia o fisca-
lización de actividades estatales y de los particulares (función de control), el Estado ejerce la fun-
ción administrativa, como gestor del interés público, a través de la cual las personas jurídicas esta-
tales entran en relación con los particulares, como sujetos de derecho.73 De allí la distinción entre la 
función de crear el derecho (normativa), de aplicar el derecho imparcialmente (jurisdiccional), y de 
actuar en relaciones jurídicas como sujeto de derecho, al gestionar el interés público (administrati-
va).74 

En las dos primeras, el Estado, al crear el derecho o al aplicarlo, es un tercero en las relacio-
nes jurídicas que surjan; en la última, en cambio, el Estado es parte de la relación jurídica que se 
establece entre la Administración y los particulares,75 como sujeto de derecho gestor del interés 
público. De allí que la personalidad jurídica del Estado, se concretice en el orden interno, básica-
mente cuando sus órganos ejercen la función administrativa. 

Ahora bien, al igual que lo que sucede con la función normativa, política, jurisdiccional y de 
control, la función administrativa tampoco está atribuida con carácter de exclusividad a alguno de 
los órganos del Poder Público. Por ello, si bien la función administrativa puede considerarse como 
función propia de los órganos ejecutivos y electorales, concretizada básicamente a través de actos 

                                           

73  Véase, Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales..., cit., p. 115. Si el Estado legisla, tal como lo 
señala Santi Romano, “no entra en relaciones de las cuales él, como legislador, sea parte: las relaciones que la ley es-
tablece o de cualquier modo contempla se desenvuelven después entre sujetos diversos del Estado o bien con el 
mismo Estado, pero no en su aspecto de legislador sino en otros aspectos mediante órganos diversos de los del Po-
der Legislativo”. Véase, “Prime Pagine di un Manuale de Diritto Amministrativo”, en Scritti Minori, Milano 1950, 
p. 363, cit., por J. M. Boquera Oliver, Derecho Administrativo, Vol. I, Madrid, 1972, p. 59. “Cuando el Estado juz-
ga -señala J. González Pérez-, no es parte interesada en una relación jurídica; no es sujeto de derecho que trata de 
realizar sus peculiares intereses con arreglo al Derecho... cuando el Estado juzga satisface las pretensiones que una 
parte esgrime frente a otra; incide como tercero en una relación jurídica, decidiendo la pretensión ante él deducida 
con arreglo al ordenamiento jurídico”, en Derecho Procesal Administrativo, Madrid, 1966, Tomo II, p. 37. 

74  En este sentido, antigua la Corte Suprema ha señalado al referirse a la función administrativa, que en ella el Estado 
“no realiza una función creadora dentro del ordenamiento jurídico, que es la función legislativa, ni conoce ni decide 
acerca de las pretensiones que una parte esgrime frente a otra, que es la función judicial; sino que es sujeto de dere-
cho, titular de intereses, agente propio de la función administrativa…”. Véase sentencias de la Sala Político Admi-
nistrativa, de la antigua Corte Suprema de Justicia de 18-7-63, en Gaceta Forense, N° 41, Caracas 1963, pp. 116 y 
ss., de 27-5-68, en Gaceta Forense, N° 60, Caracas 1969, pp. 115 y ss.; de 9-7-69 en Gaceta Forense, Nº 65, Cara-
cas 1969, pp. 70 y ss. En estas sentencias, sin embargo, como veremos, la Corte confunde la función estatal con el 
acto estatal. 

75  Véase sentencia de la Sala Político Administrativa, de la antigua Corte Suprema de Justicia de 13-3-67, en Gaceta 
Forense Nº 55, Caracas 1968, p. 107. 
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administrativos, ello no significa que la ejerzan con carácter exclusivo y excluyente. Al contrario, 
todos los otros órganos del Estado también ejercen la función administrativa, como por ejemplo, la 
Asamblea Nacional, al autorizar diversos actos de los órganos ejecutivos o al dictar actos relativos 
a su personal o servicios administrativos, realizan la función administrativa.76 Por su parte, los ór-
ganos que ejercen el Poder Judicial o el Poder Ciudadano realizan la función administrativa, al 
dictar actos concernientes a la administración del personal o de los servicios de los órganos, o al 
imponer sanciones.77  

En esta forma, la función administrativa, como actividad privativa e inherente del Estado 
mediante la cual sus órganos, en ejercicio del Poder Público, entran en relaciones jurídicas con los 
administrados, se puede realizar por los órganos administrativos, en ejercicio del Poder Ejecutivo 
Nacional y del Poder Electoral; por la Asamblea Nacional, en ejercicio del Poder Legislativo; y por 
los tribunales de la República, en ejercicio del Poder Judicial. La función administrativa, por tanto, 
si bien es una “función propia” de los órganos ejecutivos y electorales, no es una función privativa 
y exclusiva de ellos, pues los otros órganos estatales también la ejercen dentro del ámbito de sus 
respectivas competencias constitucionales y legales. El acto administrativo, como concreción típica 
pero no única del ejercicio de la función administrativa, puede emanar de todos los órganos estata-
les en ejercicio del Poder Público, teniendo en todo taso carácter sub-legal. 

De todo lo anterior resulta, por tanto que el concepto de funciones del Estado es distinto al 
de poderes del Estado. El Poder Público, sus ramas o distribuciones, constituye en sí mismo una 
situación jurídica constitucional individualizada, propia y exclusiva de los órganos del Estado, me-
diante cuyo ejercicio éstos realizan las funciones que le son propias. Las funciones del Estado, por 
su parte, constituyen las actividades propias e inherentes al Estado.78 La noción de Poder es enton-
ces previa a la de función: ésta se manifiesta como una actividad estatal específica realizada en 
ejercicio del Poder Público (de una de sus ramas o distribuciones), por lo que no puede existir una 
función estatal sino cuando se realiza en ejercicio del Poder Público, es decir, de la potestad gené-
rica de obrar que tiene constitucionalmente el Estado. Poder y función son, por tanto, distintos ele-
mentos en la actividad del Estado: el Poder Público como situación jurídico-constitucional, tiene su 
fuente en la propia Constitución y existe la posibilidad de ejercerlo desde el momento en que está 
establecido en ella; la función estatal, en cambio, presupone siempre el ejercicio del Poder Público 
por un órgano del Estado, y sólo cuando hay ejercicio concreto del Poder Público es que se realiza 
una función estatal. 

De lo anteriormente expuesto resulta, por tanto, que a nivel de cada una de las cinco ramas 
del Poder Público nacional (o de las dos ramas de los poderes públicos estadales y municipales), si 

                                           

76  Véase sentencia de la Sala Político Administrativa, de la antigua Corte Suprema de Justicia de 18-7-63, en Gaceta 
Forense, Nº 41, Caracas 1963, pp. 116 y 117; y de 27-5-68, en Gaceta Forense,  Nº 60, Caracas 1969, p. 115. 

77  Idem. Véase además, sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 0-06-2000 (Caso: Julio 
Rico A. vs. Juzgado Vigésimo Segundo de Primera Instancia en lo Penal y de Salvaguarda del Patrimonio Público 
de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda), en Revista de Derecho Público, Nº 82, Edi-
torial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 286 y 415. Véase Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre la 
impugnación de los actos de registro en la vía contencioso-administrativa” en libro Homenaje a Joaquín Sánchez 
Coviza, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1975. 

78  Cfr., Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y la jurisprudencia 
venezolana, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1964, pp. 105 y ss. 
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bien existe una diferenciación orgánica con la asignación de funciones propias a cada uno de los 
órganos, el ejercicio de las mismas por dichos órganos, en general no es exclusiva ni excluyente. 
En otras palabras, existen órganos legislativos nacionales, estadales y municipales79; órganos ejecu-
tivos nacionales, estadales y municipales; órganos de control nacionales, estadales y municipales; y 
órganos judiciales y electorales exclusivamente nacionales; pero las funciones normativas, política, 
administrativas, jurisdiccionales y de control del Estado no coinciden exactamente con aquella divi-
sión  o separación orgánica. 

De allí que como principio general de la aplicación del principio de la separación de poderes 
en el régimen constitucional venezolano, puede afirmarse que la “división del Poder” no coincide 
exactamente con la “separación de funciones.”80 Por ello, no sólo en múltiples oportunidades los 
órganos del Estado, además de sus “funciones propias” ejercen funciones que por su naturaleza 
deberían corresponder a otros órganos, sino que también en múltiples oportunidades la Constitu-
ción permite y admite la intervención o interferencia de unos órganos en las funciones propias de 
otros. Estos dos aspectos de la situación de la separación de poderes en Venezuela, requieren, in-
dudablemente, un tratamiento separado. 

C. El principio del carácter inter-funcional de los actos estatales 

De lo anteriormente expuesto sobre el principio del carácter inter-orgánico del ejercicio de 
las funciones estatales, resulta como se ha dicho, que la separación orgánica de poderes no coincide 
con la distribución de funciones.  Pero, en el ordenamiento jurídico venezolano, el ejercicio de una 
función del Estado por determinado órgano del mismo, tampoco conduce necesariamente a la emi-
sión de determinados actos estatales, es decir, tampoco hay coincidencia entre las funciones del 
Estado y los actos jurídicos que emanan de la voluntad estatal.81 Ello conlleva a otro principio del 
derecho administrativo venezolano que es el del carácter inter-funcional de los actos estatales, de 

                                           

79  Véase por ejemplo, sentencia de la Sala Político Administrativa, de la antigua Corte Suprema de Justicia de 14-3-62 
en Gaceta Forense, N° 35, Caracas 1962, pp. 177 y ss. 

80  En tal sentido, expresamente se pronunció la antigua Corte Suprema en varias oportunidades. Véase, por ejemplo, la 
Sentencia de la antigua Corte Federal  de 19-6-53 en Gaceta Forense, N° 1, Caracas 1953, p. 77; Sentencia de la 
Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa de 18-7-63 en Gaceta Forense, N° 41, 1963 pp. 116 y 
117; Sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa de 27-5-63 en Gaceta Forense, N° 
60, 1969, pp. 115 y ss.; y Sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa de 9-7-69 en 
Gaceta Forense, N° 65, 1969, pp. 70 y ss. No tiene sentido, por tanto, el intento que se ha hecho en la Ley Orgánica 
del Poder Municipal de 2005 por identificar determinadas “funciones” con los órganos municipales: la “función eje-
cutiva”, desarrollada por el alcalde a quien corresponde el gobierno y la administración; la “función deliberante” que 
corresponde al Concejo, integrado por Concejales; la “función de control fiscal” que corresponde a la Contraloría 
Municipal; y la “función de planificación”, que es ejercida en corresponsabilidad con el Consejo Local de Planifica-
ción Pública (Art. 45). Aparte de que en esta enumeración no siempre se trata de “funciones” del Estado, la coinci-
dencia legal es imposible. Véase en Gaceta Oficial Nº 38.204 del 08-06-2005. 

81  La distinción entre funciones del Estado que la doctrina ha realizado, muchas veces se confunde al querer identificar 
un tipo de acto jurídico estatal con la función ejercida por el Estado. Nosotros mismos hemos incurrido en esta con-
fusión, en Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y la jurisprudencia 
venezolana, Caracas, 1964, pp. 108 y ss. En igual confusión incurrió la jurisprudencia de la Corte Suprema. Véase 
sentencias de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa de 18-7-63, en Gaceta Forense, N° 41, 
1963, pp. 116 y ss.; de 27-5-68, en Gaceta Forense, N° 60, 1969, pp. 115 y ss.; y de 9-7-69, en Gaceta Forense, N° 
65, 1969, pp. 70 y ss. Asimismo, en Venezuela, a pesar de su atento de “distinguir” actividad de función, Gonzalo 
Pérez Luciani incurre en igual confusión al afirmar que “la actividad que tomada globalmente sea relevante jurídi-
camente se puede decir que es una función”, en “Actos administrativos que en Venezuela escapan al Recurso Contencio-
so-Administrativo”, Revista de la Facultad de Derecho, Universidad Católica Andrés Bello, Nº 6, Caracas, 1967-
1968, p. 196. 



 23 

particular importancia en virtud de que, precisamente, los actos administrativos, como los otros 
actos estatales se dictan en ejercicio de varias funciones estatales.82 

En efecto, tal como hemos señalado, la Asamblea Nacional en ejercicio del Poder Legislativo 
puede ejercer funciones normativas, políticas, jurisdiccionales, de control y administrativas, pero 
los actos que emanan de la misma al ejercer dichas funciones no son necesariamente ni uniformes 
ni correlativos. Cuando la Asamblea Nacional ejerce la función normativa, es decir, crea normas 
jurídicas de carácter general actuando como cuerpo legislador, dicta leyes (Art. 203), pero cuando 
lo hace en otra forma distinta, por ejemplo, al dictar sus reglamentos internos, ello lo hace a través 
de actos parlamentarios sin forma de ley (Art. 187,19). Ambos son actos legislativos, pero de dis-
tinto valor normativo. Cuando la Asamblea Nacional ejerce la función política, es decir, intervienen 
en la formulación de las políticas nacionales, lo hacen a través de leyes (Art. 303) o a través de 
actos parlamentarios sin forma de ley (Art. 187,10). Cuando la Asamblea Nacional ejerce sus fun-
ciones de control del gobierno y la Administración Pública también dicta actos parlamentarios sin 
forma de ley (Art. 187,3). Por último, en cuanto al ejercicio de la función administrativa por la 
Asamblea Nacional, ella puede concretizarse en leyes (187,9),83 en actos parlamentarios sin forma 
de ley (Art. 187,12) o en actos administrativos (Art. 187,22). 

Por su parte, cuando los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo, particularmente el Presiden-
te de la República, realizan la función normativa, ésta se concretiza en decretos-leyes y reglamen-
tos (actos administrativos de efectos generales) (Art. 236,10; 266,5). 

En el caso de los decretos-leyes84, estos pueden ser decretos leyes delegados dictados en vir-
tud de una habilitación legislativa (Art. 203; 236,8), decretos leyes de organización ministerial 
(Art. 236,20)85 y decretos leyes de estados de excepción (Art. 236,7), los cuales tienen rango y 
valor de ley. Pero el Presidente de la República también realiza la función política, al dictar actos 

                                           

82  Véase Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo I, Universidad central de Venezuela, Caracas, 1975, 
pp. 391 y ss.; y “El problema de la definición del acto administrativo en Libro Homenaje al Doctor Eloy Lares Mar-
tínez, Tomo I, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1984, pp. 25-
78.  

83  En el pasado, por ejemplo, eran las leyes aprobatorias de contratos estatales conforme al artículo 126 de la Constitu-
ción de 1961.  

84  Véase en general, sobre los decretos leyes, Antonio Moles Caubet, Dogmática de los Decretos-Leyes, Lección inau-
gural Curso 1974, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Derecho, Centro de Estudios para Graduados Ca-
racas, 1974; Eloisa Avellaneda Sisto, “Los Decretos Leyes”, Revista de Control Fiscal, Nº 105, abril-junio, XXIII 
(1982), Contraloría General de la República, Caracas, 1982, pp. 55-116; Eloísa Avellaneda Sisto, “Los decretos del 
Presidente de la República”, Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica Andrés Bello, Nº 48 (di-
ciembre), Caracas, 1993, pp. 345-387;  Eloísa Avellaneda Sisto “El régimen de los Decretos-Leyes, con especial re-
ferencia a la Constitución de 1999”, en Estudios de Derecho Administrativo–Libro Homenaje a la Universidad Cen-
tral de Venezuela, Volumen I. Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2001, pp. 69-105; José Peña Solís “Análisis 
crítico de la doctrina de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia sobre las leyes orgánicas y los de-
cretos leyes orgánicos”, en Ensayos de Derecho Administrativo-Libro Homenaje a Nectario Andrade Labarca, Vo-
lumen II. Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2004, pp. 375-414; y Allan R. Brewer-Carías, “Los actos ejecuti-
vos en la Constitución venezolana y su control judicial “en Reflexiones sobre el constitucionalismo en América, Co-
lección Cuadernos de la Cátedra Fundacional Doctor Charles Brewer Maucó “Historia del Derecho en Venezuela”, 
Universidad Católica Andrés Bello, Nº 2, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, pp. 187-241.  

85  Véase sobre estos decretos, Daniel Leza Betz, “La organización y funcionamiento de la administración pública 
nacional y las nuevas competencias normativas del Presidente de la República previstas en la Constitución de 1999: 
al traste con la reserva legal formal ordinaria en el Derecho Constitucional venezolano”, Revista de Derecho Públi-
co, Nº 82 (abril-junio), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 19-55; Gerardo Rupérez Caníbal, “La 
flexibilización de la reserva legal organizativa en el ámbito de la administración pública nacional”, Revista de Dere-
cho, Nº 8,  Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2003, pp. 435-452. 
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de gobierno, que son actos emanados en ejecución directa e inmediata de la Constitución (Art. 
236,2,4,5,6,19,21), y se caracterizan frente a los actos administrativos, en que tienen el mismo ran-
go que las leyes.86 Los actos administrativos en cambio, siempre tienen rango sublegal, es decir, se 
dictan por los órganos ejecutivos en ejecución de atribuciones directamente establecidas en la legis-
lación, y sólo en ejecución indirecta y mediata de la Constitución.87 Pero además, en los casos de 
ejercicio de la función jurisdiccional, de la función de control y de la función administrativa, los 
órganos ejecutivos dictan, por ejemplo, actos administrativos (Art. 259; 266,5). 

En cuanto a los órganos que ejercen el Poder judicial, cuando por ejemplo el Tribunal Su-
premo de Justicia ejerce la función normativa, dicta reglamentos (actos administrativos de efectos 
generales), cuando ejerce la función administrativa y la función de control sobre la administración 
y gobierno del Poder Judicial (Art. 267), dictan actos administrativos; y cuando ejerce la función 
jurisdiccional, dictan actos judiciales (sentencias) (Art. 266, 336); y los primeros están sometidos 
al control de los órganos de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Como lo ha dicho la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia Nº 1268 de 6 de julio de 2004 (Caso: 
Yolanda Mercedes Martínez del Moral vs. Comisión Judicial de la Sala Plena del Tribunal Supre-

mo de Justicia), respecto de un acto administrativo dictado por un órgano del propio Tribunal Su-
premo en ejercicio de funciones de administración y gobierno del Poder Judicial: 

En consecuencia, por cuanto no se trata, el que fue impugnado, de un acto del Poder Público 
que hubiere sido dictado en ejecución directa de la Constitución, sino en ejercicio de función 
administrativa y, por ende, de rango sublegal, no es la jurisdicción constitucional que ejerce 
esta Sala la que tiene competencia para su control. Por el contrario, y de conformidad con el 
artículo 259 de la Constitución, corresponde a la jurisdicción contencioso-administrativa el 
conocimiento de la demanda de nulidad que en su contra se formuló y así se decide88.  

El acto judicial, por su parte, se distingue del acto administrativo, si bien no mediante el cri-
terio formal de su graduación en el ordenamiento jurídico ya que ambos son dictados en ejecución 
directa e inmediata de la legislación y en ejecución indirecta y mediata de la Constitución, sí con 
base al criterio orgánico y a otro criterio formal. Desde el punto de vista orgánico, el acto judicial 
está reservado a los tribunales, con carácter de exclusividad, ya que sólo éstos pueden dictar sen-
tencias; y desde el punto de vista formal, la declaración de lo que es derecho en un caso concreto 
que realizan los órganos judiciales, se hace mediante un acto que tiene fuerza de verdad legal, que 
sólo las sentencias poseen. 

Por su parte, cuando los órganos que ejercen el Poder Ciudadano realizan la función de con-
trol (Art. 274; 281; 289), la función normativa y la función administrativa, la misma se concreta en 
actos administrativos de efectos generales (reglamentos) o de efectos particulares (Art. 259; 

                                           

86  Véase Juan D. Alfonso Paradisi, “Los actos de gobierno”, Revista de Derecho Público, Nº 52, octubre-diciembre, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1992, pp. 5-23; Pablo Marín Adrián, “Actos de gobierno y la sentencia de la 
Corte Suprema de Justicia del 11 de marzo de 1993”, Revista de Derecho Público, Nº 65-66 (enero-junio), Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 1996, pp. 497-519. 

87  En este sentido es que podría decirse que la actividad administrativa se reduce a ejecución de la ley. 
88  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 99-100, (julio-diciembre, 2004), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 

2004, pp. 229 y ss. 
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266,5). Igualmente, cuando los órganos que ejercen el Poder Electoral realizan la función normati-
va (Art. 293,1), dictan actos administrativos de efectos generales (reglamentos) (Art. 293,1); y 
cuando realizan la función administrativa (Art. 293,3) y de control (Art. 293,9), la misma se con-
creta en actos administrativos  (Art. 259; 266,5). 

En esta forma, el ejercicio de la función normativa se puede manifestar, variablemente, a tra-
vés de leyes, actos parlamentarios sin forma de ley, decretos-leyes y reglamentos (actos administra-
tivos de efectos generales); el ejercicio de la función política, a través de actos de gobierno, leyes y 
actos parlamentarios sin forma de ley; el ejercicio de la función jurisdiccional, a través de actos 
parlamentarios sin forma de ley, actos administrativos y sentencias; el ejercicio de la función de 
control, a través de leyes, actos parlamentarios sin forma de ley, actos administrativos y sentencias; 
y el ejercicio de la función administrativa, a través de leyes, actos parlamentarios sin forma de ley y 
actos administrativos. En cuanto a los actos administrativos, éstos pueden emanar de la Asamblea 
Nacional, actuando en función administrativa y en función de control; de los tribunales, actuando 
en función normativa, en función de control y en función administrativa; de los órganos que ejercen 
el Poder Ejecutivo (Administración Pública Central) cuando actúan en función normativa, en fun-
ción jurisdiccional, en función de control y en función administrativa; de los órganos que ejercen el 
Poder Ciudadano actuando en función normativa, en función de control y en función administrati-
va; y de los órganos que ejercen el Poder Electoral actuando también en función normativa, en fun-
ción de control y en función administrativa. 

Los actos administrativos en esta forma, y contrariamente a lo que sucede con las leyes, con 
los actos parlamentarios sin forma de ley, con los decretos-leyes, con los actos de gobierno y con 
las sentencias judiciales, no están reservados a determinados órganos del Estado, sino que pueden 
ser dictados por todos ellos y no sólo en ejercicio de la función administrativa, sino de todas las 
otras funciones del Estado. 

I.  MODELO REGULATIVO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, BASE CONSTI-
TUCIONAL. CONCEPTO DE DERECHO ADMINISTRATIVO Y FUENTES 

La regulación fundamental sobre la Administración Pública en Venezuela está en la propia 
Constitución de 199989, en la cual, en el Capítulo I relativo a “De las disposiciones generales”, del 
Título IV sobre “El Poder Público” de la Constitución, se incorporó una Sección Segunda relativa 
específicamente a “De la Administración Pública”, con tres artículos: el 141, que establece los 
principios de la Administración Pública; el 142, sobre la creación de entidades descentralizadas; y 
el 143, que consagra el derecho a la información administrativa y de acceso a los documentos ofi-
ciales. Dichas normas, por supuesto, se aplican a todo el universo de órganos que conforman la 
Administración Pública, y no sólo a los que ejercen el Poder Ejecutivo.  

                                           

89  La Constitución de 1999 originalmente publicada  en Gaceta Oficial Nº 36.860 de 30 de diciembre de 1999 y 
republicada en la Gaceta Oficial Nº 5.453 Extraordinaria del 24 de marzo de 2000; fue objeto de una Enmienda 
Constitucional No. 1 en 2009 publicada en Gaceta Oficial Nº 5.908 Extra. de 19-02-2009. Véase sobre el régimen 
constitucional relativo a la Administración Pública en la Constitución, Allan R. Brewer-Carías, La Constitución 
de 1999. Derecho Constitucional Venezolano, Tomo I, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2004, pp. 276 y ss.  
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1. La connotación orgánica de la Administración 

En efecto, en Venezuela, conforme a la forma federal que siempre ha tenido el Estado, con-
forman la Administración Pública, ante todo, los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo de las 
personas jurídicas estatales que integran la Federación, en sus tres niveles territoriales que son la 
República, los Estados y los Municipios. Estos órganos son los que en general se identifican en el 
lenguaje jurídico común como “el Poder Ejecutivo,” que comprende a la Presidencia de la Repúbli-
ca y a los Ministerios a nivel nacional (Ejecutivo Nacional), a las Gobernaciones de los Estados en 
el nivel estadal (Ejecutivo Estadal) y a las Alcaldías (Ejecutivo Municipal) en el nivel municipal. 
Esos grupos de órganos conforman lo que se denomina en general, la “Administración Central,” 
todos los cuales, sin embargo, de acuerdo con la Ley Orgánica de la Administración Pública de 
2008, “en el ejercicio de sus funciones, los mismos deberán sujetarse a los lineamientos dictados 
conforme a la planificación centralizada.” 90 

Pero también integran la Administración Pública, las entidades descentralizadas funcional-
mente de cada una de las mencionadas personas estatales político-territoriales, que actúan siempre 
adscritas y bajo el control de tutela de los órganos ejecutivos de las mismas, sea que hayan sido 
constituidas mediante ley con forma jurídica de derecho público, como por ejemplo, los institutos 
autónomos; o con forma jurídica de derecho privado, como por ejemplo las empresas o fundaciones 
del Estado. Estas entidades conforman lo que en general se denomina la “Administración Pública 
Descentralizada”.  

Pero una descripción como la anterior de la Administración Pública en sentido orgánico, sin 
duda, en Venezuela sería insuficiente, pues hay otros órganos de las personas jurídicas estatales 
político-territoriales que pueden considerarse como parte de la Administración Pública, y sin em-
bargo no ejercen el Poder Ejecutivo. En consecuencia, si bien todos los órganos del Estado que 
ejercen el Poder Ejecutivo están integrados en la Administración Pública; sin embargo, no todos los 
órganos que conforman la Administración Pública ejercen el Poder Ejecutivo del Estado, pues hay 
órganos de la Administración Pública que no dependen jerárquicamente del Presidente de la Repú-
blica, de los Gobernadores ni de los Alcaldes, y que ejercen otros Poderes Públicos distintos del 
Poder Ejecutivo.  

Concentrándonos en el nivel nacional del Estado, es decir, en la República, conforme a la 
penta división del Poder Público establecida en la Constitución (art. 136), el mismo a nivel nacio-
nal se divide en cinco ramas que son las tres clásicas de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judi-
cial, a los cuales se agregaron los Poderes Ciudadano y Electoral, a cargo todos, de órganos estata-
les autónomos e independientes entre sí.  Por ello, además de aquéllos órganos que ejercen el Poder 
Ejecutivo, los órganos estatales que ejercen el Poder Ciudadano (el Ministerio Público o Fiscalía 
General de la República, la Contraloría General de la República y la Defensoría del Pueblo) 91 y los 

                                           

90  Esta Ley Orgánica, inicialmente sancionada en 2001, ha sido objeto de múltiples reformas, la última de las cuales 
en 2008 (Decreto Ley N° 6.217, Gaceta Oficial N° 5.890 Extra. de 31-7-2008.). Véase en general sobre el régi-
men legal de la Administración Pública, Allan R. Brewer-Carías, Rafael J. Chavero Gazik y Jesús María Alvarado 
Andrade, Ley Orgánica de la Administración Pública. Decreto Ley No. 6217 de 15-07-2008, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 2008.  

91  Regulados en general en la Ley Orgánica del Poder Ciudadano (Gaceta Oficial Nº 37.310 de 25-10-2001).), y en 
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que ejercen el Poder Electoral (el Consejo Nacional Electoral y sus Juntas y Comisiones), 92  si bien 
son autónomos e independientes del Poder Ejecutivo Nacional y de los otros Poderes Públicos, sin 
embargo, también son órganos que forman parte de la Administración Pública de la República, aún 
cuando no sean parte de la “Administración Central.”  

Igualmente, también conforman a la Administración Pública de la República, los órganos de 
administración y gobierno del Poder Judicial que a partir de la Constitución de 1999 (al eliminarse 
en antiguo Consejo de la Judicatura) son dependientes del Tribunal Supremo de Justicia, en parti-
cular, la Dirección Ejecutiva de la Magistratura y sus diversas dependencias. 93   

Ahora bien, para regular específicamente a la Administración Pública Central de la Repúbli-
ca (que ejerce el Poder Ejecutivo Nacional) y a la Administración Pública Descentralizada Nacio-
nal, en 2001 se dictó la Ley Orgánica de la Administración Pública, cuyas normas, se decía, tam-
bién eran aplicaban supletoriamente, a las Administraciones Públicas estadales y municipales, y “a 
los demás órganos del Poder Público” (art. 1) distintos al Poder Ejecutivo. Sin embargo, como mues-
tra del proceso de centralización que se ha desarrollado en el país desde 2000, la reforma de la Ley 
Orgánica de 2008 estableció directamente que sus normas “serán aplicables a la Administración Pú-
blica, incluidos los estados, distritos metropolitanos y municipios, quienes deberán desarrollar su 
contenido dentro del ámbito de sus respectivas competencias.” (art. 2); disponiendo que sus normas 
de aplican “supletoriamente a los demás órganos y entes del Poder Público” distintos a los del Po-
der Ejecutivo.   

Ahora bien, respecto de todo este complejo orgánico del Estado, que es la Administración 
Pública, la Constitución dispone que “está al servicio de los ciudadanos” (art. 141); lo que se reite-
ra en el artículo 5º de la Ley Orgánica. En la Ley de 2001 en lugar de “ciudadanos,” se había utili-
zado la palabra “particulares” pus en la Constitución “ciudadano” responde al concepto más res-
tringido de ciudadanía relativo a los titulares de derechos políticos (art. 39); la cual en la reforma 
de 2008 se sustituyó por la palabra “personas,” agregando que en su actuación, la Administración 
Pública está dirigida a la atención de los requerimientos de las personas y la satisfacción de sus 
necesidades,” brindando especial atención a las de carácter social” (art. 5). 

Por su parte, el artículo 3 de la Ley Orgánica agrega que el “principal objetivo” de la organi-
zación y funcionamiento de la Administración Pública,  es hacer efectivos los principios, valores y 
normas consagrados en la Constitución y, en especial, garantizar a todas las personas, el goce y 
ejercicio de los derechos humanos;” lo que conforme se indica en el artículo 19 de la Constitución, 
implica “garantizar a todas las personas, conforme al principio de progresividad y sin discriminación 

                                                                       

particular en la Ley Orgánica del Ministerio Público (Gaceta Oficial N° 38.647 de 19-03-2007), Ley Orgánica de 
la Defensoría del Pueblo (Gaceta Oficial n° 37.995 de 5-8-2004) y Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal (Gaceta Oficial Nº 37.347 de 17-12-2001) Véase en general, 
sobre el régimen legal del Poder Ciudadano, Allan R. Brewer-Carías et al., Ley Orgánica del Poder Ciudada-
no.(Ley Orgánica del Poder Ciudadano, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, Ley Orgánica del Ministerio 

Público, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas  2005. 

92  Regulados en la Ley Orgánica del Poder Electoral (Gaceta Oficial Nº 37.573 de 19-11-2002). 

93  Regulada en la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (Gaceta Oficial Nº 39.483 de 9-8-2010. Véase en 
general en Allan R. Brewer-Carías y Víctor Herández Mendible, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2010.  
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alguna, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de los derechos humanos.” Por 
ello, el artículo 5 de la Ley Orgánica también precisa que la Administración Pública debe asegurar a 
todas las personas la efectividad de sus derechos cuando se relacionen con ella; y además, debe 
tener entre sus objetivos, la continua mejora de los procedimientos, servicios y prestaciones públi-
cas, de acuerdo con las políticas que se dicten. 

2. La connotación material de la Administración 

Pero adicionalmente a la connotación orgánica, en el derecho administrativo venezolano, la 
expresión Administración Pública también tiene un sentido material, al identificarse el concepto 
también con unas actividades estatales realizadas con vistas a satisfacer el interés general del pro-
pio Estado o de la sociedad, generalmente por los órganos que la integran. 

Estas actividades se caracterizan, ante todo, conforme al sistema de formación del derecho 
por grados que adopta la Constitución, porque son siempre de carácter sub-legal, pues se trata de 
actividades realizadas en ejecución directa e inmediata de la legislación y sólo indirecta y mediata 
de la Constitución.  

Esta actividad administrativa, por otra parte, no sólo la cumplen los órganos de la Adminis-
tración Pública en sentido orgánico antes identificados (órganos de las personas jurídicas estatales 
que ejercen el Poder Ejecutivo, el gobierno y administración del Poder Judicial, el Poder Ciudada-
no y el Poder Electoral); sino también, otros órganos del Estado como los que ejercen el Poder 
Legislativo (la Asamblea Nacional, los Consejos Legislativos de los Estados y los Concejos Muni-
cipales), o el Poder Judicial (el Tribunal Supremo de Justicia y demás Tribunales de la República) 
cuando ejercen la función administrativa (por ejemplo, administran su cuerpo de funcionarios o 
entran en relación con los particulares) o la función normativa de carácter sub-legal emitiendo, por 
ejemplo, actos reglamentarios. La actividad administrativa como objeto del derecho administrativo, 
por ello, está también esencialmente vinculada al ejercicio de las diversas funciones del Estado 
(normativa, de gobierno, administrativa, jurisdiccional y de control). 

Además, la actividad administrativa que interesa al derecho administrativo muchas veces se 
realiza por particulares o por personas jurídicas de derecho privado, incluso, de carácter no estatal, 
pero que en virtud de la expresa previsión de ley ejercen prerrogativas del Poder Público. Así suce-
de, por ejemplo, con ciertos actos de las Universidades privadas o de las Federaciones deportivas, 
como serían los actos sancionatorios, en los casos regulados respectivamente en la Ley de Univer-
sidades o en la Ley del Deporte, y que son considerados como actos administrativos94. 

Finalmente, no toda la actividad que realizan algunos órganos que configuran la Administra-
ción Pública del Estado, como por ejemplo, la que realiza el Presidente de la República, constituye 
actividad administrativa, sino, como se ha dicho, sólo las actividades que sean de carácter sub-
legal. El Jefe del Ejecutivo Nacional y otros órganos del Estado, en efecto, además de realizar acti-
vidades en ejecución directa e inmediata de la legislación e indirecta y mediata de la Constitución, 
ejercen actividades que son formal y sustancialmente distintas de la anterior, realizadas en ejecu-

                                           

94  Véase Allan R. Brewer-Carías, Estado de Derecho y Control Judicial, Instituto Nacional de Administración Pú-
blica, Alcalá de Henares, Madrid 1987, pp. 498 y ss. 
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ción directa e inmediata de la Constitución como son las actividades de gobierno.95 De ello, resul-
tan los actos de gobierno que si bien interesan al derecho administrativo, no se pueden considerar 
como formando parte de la actividad administrativa.96 

3.  Administración Pública, derecho administrativo, personalidad jurídica 

Por otra parte debe indicarse que si bien la Administración Pública, tanto en su connotación 
orgánica como en su sentido material, constituye el objeto por excelencia del derecho administrati-
vo, no todo el derecho que regula a la Administración Pública, es decir, a los órganos estatales que 
la conforman o a las actividades administrativas, es derecho administrativo. En otros términos, en 
el mundo del derecho no existen sujetos de derecho o actividades respecto de los cuales pueda de-
cirse que exclusivamente se rigen por una sola rama del derecho. Así como no se puede decir que 
las sociedades anónimas sean sujetos de derecho que sólo se regulan por el Código de Comercio, 
pues también están sometidas al Código Civil, al Código Penal y a todas las leyes de derecho admi-
nistrativo que por ejemplo regulan diversos sectores de la economía (bancos, seguros, mercado de 
capitales, etc.); en igual sentido, los órganos de la Administración Pública, además de estar someti-
dos al derecho administrativo, también están sometidos al derecho civil y al derecho mercantil, por 
ejemplo. 

Por lo demás, esos sujetos de derecho o personas jurídicas estatales que interesan al derecho 
administrativo, no tienen una configuración uniforme, pues pueden tener la forma de las personas 
jurídicas de derecho público o la forma jurídica de las personas jurídicas de derecho privado. Por 
ello, a los órganos de la Administración Pública, si bien regidos por el derecho administrativo, sin 
embargo, en una forma u otra siempre se les interaplica de manera variable, tanto un régimen de 
derecho público como un régimen de derecho privado97. El derecho administrativo, por supuesto, 
tiene siempre una preponderancia en esta interaplicación, pero el mismo no comprende la totalidad 
de las normas que se aplican a los órganos de la Administración Pública del Estado ni a la actividad 
administrativa del mismo. En otras palabras, la Administración Pública se rige por el derecho ad-
ministrativo, aun cuando en forma no exclusiva ni excluyente. 

                                           

95  Véase Allan R. Brewer-Carías, La justicia constitucional, Tomo VI de Instituciones Políticas y Constitucionales, 
Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal 1996, pp. 199-226; y  
“Comentarios sobre la doctrina del acto de gobierno, del acto político, del acto de Estado y de las cuestiones polí-
ticas como motivo de inmunidad jurisdiccional de los Estados en sus Tribunales nacionales», en Revista de Dere-
cho Público, Nº 26, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, abril-junio 1986, pp. 65-68. 

96  Sobre el sistema jerarquizado o graduado del orden jurídico, creación de la denominada Escuela Vienesa, véase 
Hans Kelsen,  Teoría Pura del Derecho, Buenos Aires 1981, p. 135 y ss; Adolf Merlk, Teoría General del Dere-
cho Administrativo, Madrid 1935, pp. 7-62. Sobre dicho sistema en el constitucionalismo venezolano, véase Allan 
R. Brewer-Carías, Evolución Histórica del Estado, Tomo VI de Instituciones Políticas y Constitucionales, Univer-
sidad Católica del Táchira, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal 1996, pp. 107-117.  Véase 
igualmente en Allan R. Brewer-Carías, Principios Fundamentales del Derecho Público (Constitucional y Admi-
nistrativo), Editorial Jurídica Venezolana. Caracas, 2005. 

97 Véase Allan R. Brewer-Carías, “La interaplicación del Derecho Público y del Derecho Privado a la Administra-
ción Pública y el proceso de huida y recuperación del Derecho Administrativo” en Las formas de la actividad 
administrativa. II Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer-Carías, Caracas, 

1996, Fundación Estudios de Derecho Administrativo (FUNEDA), Caracas, 1996, pp. 23 a 73. 
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4.  Encuadramiento del derecho administrativo y sus fuentes 

En todo caso, de lo anterior resulta que, por supuesto, la definición de la Administración Pú-
blica como objeto del derecho administrativo sigue siendo esencial para la definición de esta rama 
del derecho, la cual consideramos que tiene que estar basada en la descripción de dicho objeto. Por 
ello, bien podría señalarse que el derecho administrativo es aquella rama del derecho público que 
regula los sujetos de derecho o personas jurídicas que conforman al Estado; la Administración Pú-
blica como complejo orgánico de esas personas jurídicas estatales, su organización y funcionamien-
to; el ejercicio de la función administrativa dentro de las funciones del Estado; la actividad admi-
nistrativa, siempre de carácter sublegal realizadas por los órganos de las personas jurídicas estatales 
en ejercicio de las funciones normativas, jurisdiccional o administrativas, o la realizada por los 
particulares a quienes la ley ha autorizado para ello, su régimen y control; y las relaciones jurídicas 
que se establecen entre las personas jurídicas estatales o las que desarrollan la actividad administra-
tivas, y los administrados, que moldea las formas de la actividad administrativa.  

Con una definición como esta, por supuesto, no cabe hacer intento alguno de adoptar un cri-
terio único para definir el derecho administrativo98. No se trata por tanto, ni de una definición orgá-
nica, ni de una definición material, ni de una definición formal, pues no existe un criterio clave 
absoluto para definir el derecho administrativo ni su objeto: la Administración Pública. La defini-
ción debe elaborarse con la mezcla de los diversos criterios, lo que además responde al contenido 
heterogéneo y mutable de la actividad administrativa del Estado. 

En cuanto a la jerarquía de las fuentes del derecho aplicable a la Administración, la Ley Or-
gánica de la Administración Pública expresa formalmente el principio de legalidad vinculándolo a 
la competencia, así: 

Artículo 4º. La Administración Pública se organiza y actúa de conformidad con el principio 
de legalidad, por el cual la asignación, distribución y ejercicio de sus competencias se sujeta 
a lo establecido en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, las leyes y los 
actos administrativos de carácter normativo dictados formal y previamente conforme a la ley, 
en garantía y protección de las libertades públicas que consagra el régimen democrático, par-
ticipativo y protagónico 

Se destaca de esta norma, como se dijo, tanto la indicación formal de la jerarquía de las fuen-
tes del derecho: 1) la Constitución, 2) las leyes y 3) los actos administrativos normativos; como la 
referencia al principio teleológico de la sumisión a la ley, cuyo fin es la garantía y protección de las 
libertades públicas propias del régimen democrático. Las fuentes del derecho, además, para ser 
tales, deben haberse dictado formal y previamente a la actividad que se regule, lo que implica la 
proscripción de la retroactividad de la ley.  

                                           

98  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El concepto de derecho administrativo en Venezuela” en Revista de Administra-
ción Pública, N° 100-102, Vol. I, Madrid, enero-diciembre 1983, pp. 685-704, y en Estudios de Derecho Admi-
nistrativo, Universidad Colegio Mayor Nuestra Señora del Rosario, Bogotá, 1986, pp. 7-24. Con el título “Bases 
constitucionales del Derecho Administrativo en Venezuela” en Revista de Derecho Público, N° 16, Editorial Jurí-
dica Venezolana, Caracas, octubre-diciembre 1983, pp. 5-20; y El Derecho Público en Venezuela y Colombia, 
Archivo de Derecho Público y Ciencias de la Administración, Vol. VII, 1984-1985, Instituto de Derecho Público, 
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2.  La organización administrativa nacional, estadal y municipal  

A. Administración y federación 

Como se ha dicho, dada la forma federal del Estado en Venezuela, que conforme al artículo 4 
de la Constitución se lo define como un “Estado federal descentralizado,” hay tres niveles funda-
mentales de órganos que integran la Administración Pública y que ejercen el Poder Ejecutivo, por 
lo que se puede distinguir una Administración Pública Nacional cuyo Jefe es el Presidente de la 
República; una Administración Pública Estadal,99 cuyos Jefes, en cada uno de los 23 Estados de la 
Federación, son los Gobernadores; y una Administración Pública Municipal cuyos Jefes, en cada 
uno de los 338 Municipios del país, son los Alcaldes. Todos esos funcionarios son electos mediante 
sufragio universal, directo y secreto. 

Como se dijo, la Constitución y la Ley Orgánica de la Administración Pública contienen 
principios que se aplican a la Administración Pública de todos los niveles territoriales; y en cuanto 
a las regulaciones específicas, las mismas se encuentran establecidas en las leyes nacional y estada-
les y en las Ordenanzas municipales que se dicten por los respectivos órganos titulares de la potes-
tad organizativa. Estos son los que de acuerdo con el artículo 15 de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública pueden crear, modificar y suprimir dichos órganos.  

Por tanto, la titularidad de la potestad organizativa sólo puede ser asignada por la Constitu-
ción o la ley.100 

B. Potestad organizativa, reserva legal y delegación legislativa 

En cuanto a la Constitución, esta atribuye a la Asamblea Nacional potestad organizativa res-
pecto de la Administración Pública Nacional (art. 187,9), así como respecto de otros órganos del 
Poder Público Nacional como los del Poder Ciudadano (arts. 273, 290); y los del Poder Electoral 
(art. 292). 

La Asamblea Nacional también tiene atribuida la titularidad de la potestad organizativa en 
materia de organización de los Municipios y demás entidades locales, con la obligación de estable-
cer diferentes regímenes para dicha organización  (art. 169). 

La Constitución, por otra parte, en relación con la Administración Pública Nacional, estable-
ció la reserva legal sólo en relación con la creación de los institutos autónomos (art. 142); pero en 
cuanto a la organización de la Administración Pública Nacional centralizada, asignó la potestad 
organizativa al Presidente de la República, en Consejo de Ministros, “dentro de los principios y 
lineamientos” señalados en la Ley Orgánica (art. 236,20). 

En efecto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 236.20 de la Constitución, correspon-

                                                                       

Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1986, pp. 215-231.  

99  La palabra ”estadal” es un venezolanismo jurídico, y se usa para identificar lo que concierne a los Estados. 

100 Véase Allan R. Brewer-Carías, Principios del Régimen Jurídico de la Organización Administrativa Venezolana, 
cit., pp. 21 y ss. 



 32 

de al Presidente de la República en Consejo de Ministros, fijar el número, organización y compe-
tencia de los ministerios y otros organismos de la Administración Pública Nacional, así como tam-
bién la organización y funcionamiento del Consejo de Ministros, dentro de los principios y linea-
mientos que señale la correspondiente ley orgánica. 

Se varió, en esta forma, de manera sustancial, el sistema de la Constitución de 1961, que se-
guía la tradición constitucional iniciada desde el siglo XIX, y que rigidizaba la organización minis-
terial que sólo la ley podía determinar (art. 193). 

En desarrollo de esta potestad organizativa de rango constitucional atribuida al Presidente de 
la República en Consejo de Ministros, el artículo 58 de la Ley Orgánica le atribuye la facultad para 
fijar, mediante decreto, “el número, denominación, competencia y organización de los ministerios y 
otros órganos de la Administración Pública Nacional, con base en parámetros de adaptabilidad de 
las estructuras administrativas a las políticas públicas que desarrolla el Poder Ejecutivo Nacional y 
en los principios de organización y funcionamiento establecidos en la presente ley”. 

Conforme a esta atribución, el Presidente de la República ha dictado numerosos decretos, 
sobre organización y funcionamiento de la Administración Pública Central, donde se regulan los 
Ministerios y se enumeran sus competencias. En dichos decreto se han establecido, además, la es-
tructura organizativa básica de cada Ministerio, integrada por el Despacho del Ministro y los Des-
pachos de los Viceministros; estando estos últimos integrados en orden jerárquico descendente así: 
Direcciones Generales, Direcciones de línea y Divisiones (arts. 16 y 17). 

Cada Ministerio, en todo caso, debe estar regulado internamente por un Reglamento Orgáni-
co dictado también por el Presidente en Consejo de Ministros, “previa propuesta del respectivo Mi-
nistro” (art. 18), en el cual se debe determinar la estructura y las funciones de los Viceministros y de 
las demás dependencias que integran cada Ministerio (art. 17). 

Uno de los principios fundamentales de la organización administrativa es que los órganos de 
la Administración Pública debe estar jerárquicamente ordenados y relacionados de conformidad 
con la distribución vertical de atribuciones en niveles organizativos; estando los órganos de inferior 
jerarquía, sometidos a la dirección, supervisión y control de los órganos superiores de la Adminis-
tración Pública con competencia en la materia respectiva (art. 28). 

 

C. Organización de la Administración Pública Nacional 

Como se dijo, la Ley Orgánica de la Administración Pública, básicamente regula la organi-
zación de la Administración Pública Nacional ejecutiva (art. 2), estableciendo en sus normas, la 
clasificación clásica general de la misma que distingue la Administración Pública Central del Poder 
Nacional (Título III) y de la Administración Pública Nacional Descentralizada funcionalmente 
(Capítulo II, Título IV).  Para ello, la ley Orgánica distingue, entre los órganos y los entes. Así, 
conforme aql artículo 15 de la misma, se entiende como “órganos, las unidades administrativas de 
la República, de los estados, de los distritos metropolitanos y de los municipios a los que se les 
atribuyan funciones que tengan efectos jurídicos, o cuya actuación tenga carácter regulatorio;  y se 
entiende que tiene “el carácter de ente, toda organización administrativa descentralizada funcio-
nalmente con personalidad jurídica propia; sujeta al control, evaluación y seguimiento de sus ac-
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tuaciones por parte de sus órganos rectores, de adscripción y de la Comisión Central de Planifica-
ción.”  

A esta distinción clásica, se agregó en la reforma de la ley Orgánica de 2008, formalizando 
una práctica desordenada de organización, una nueva organización en la Administración Pública 
nacional denominada “misiones”, la cual se define como “aquellas creadas con la finalidad de satis-
facer las necesidades fundamentales y urgentes de la población” (art. 15), y las cuales se han esta-
blecido con las más variadas formas jurídicas, sin orden ni concierto, excluidas en muchos casos de 
la aplicación de las normas de la ley que en general se dirigen a los órganos y entes.101  

a. Administración Central 

En cuanto a la organización de la Administración Pública Nacional Central, el artículo 45 de 
la LOAP distingue dos tipos de órganos superiores de la misma: los órganos superiores de direc-
ción y los órganos superiores de consulta, los cuales ejercen el Poder Ejecutivo en los términos del 
artículo 225 de la Constitución. 

La Ley Orgánica enumera como órganos superiores de dirección de la Administración Públi-
ca Central a los siguientes: el Presidente de la República, el Vicepresidente Ejecutivo, el Consejo 
de Ministros, los Ministros y los Viceministros. En cuanto a los órganos superiores de consulta de 
la Administración Pública Central, el artículo 45 de la LOAP enumera los siguientes: la Procuradu-
ría General de la República, el Consejo de Estado, el Consejo de Defensa de la Nación, los gabine-
tes sectoriales y los gabinetes ministeriales, los cuales también ejercen el Poder Ejecutivo (art. 225 
C). 

b. Administración descentralizada 

Además de los principios relativos a la organización de la Administración Pública central 
nacional, la LOAP establece el régimen general de la organización de la administración pública 
descentralizada tanto nacional, como estadal y municipal; mediante la creación de personas jurídi-
cas (entes) a las cuales se transfiere la titularidad de determinadas competencias y la responsabilidad 
de ejecutarlas (arts. 29 y 32 LOAP). Conforme a lo indicado en el artículo 29 de la LOAP, esta 
descentralización funcional puede realizarse mediante la creación de personas jurídicas con forma 
de derecho público o con forma de derecho privado.102 En cuanto a los entes descentralizados fun-
cionalmente con forma de derecho público, dice la misma norma, están conformados por aquellas 
“personas jurídicas creadas y regidas por normas de derecho público y que podrán tener atribuido 
el ejercicio de potestades públicas;” y en cuanto a los entes descentralizados funcionalmente con 
forma de derecho privado, están conformados por “las personas jurídicas constituidas de acuerdo a 
las normas del derecho privado y podrán adoptar o no la forma empresarial de acuerdo a los fines y 

                                           

101  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El sentido de la reforma de la Ley Orgánica de la Administración Pública”, Revista 
de Derecho Público. Estudios sobre los decretos leyes 2008, No. 115, (julio-septiembre 2008), Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2008, pp. 155-162. 

102 Véase Allan R. Brewer-Carías, Principios del Régimen Jurídico de la Organización Administrativa… cit., pp. 115 
y ss. 
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objetivos para los cuales fueron creados y en atención a si la fuente fundamental de sus recursos 
proviene de su propia actividad o de los aportes públicos, respectivamente.”  

Entre las primeras, a las cuales como se indicó, se puede atribuir el ejercicio de potestades 
públicas, está la figura de los institutos públicos (que tradicionalmente se habían denominado como 
“institutos autónomos,” término que la Constitución conservó, art. 142), los cuales se definen en el 
artículo 95 de la LOAP, como las “personas jurídicas de derecho público de naturaleza fundacio-
nal,” creadas por ley nacional, estadal u ordenanza municipal, dotadas de patrimonio propio, con 
las competencias determinadas en estas.103 La reforma de la Ley Orgánica de 2008, eliminó la tra-
dicional indicación de que el patrimonio de estos entes descentralizados también era “independien-
te de la República, de los estados, de los distritos metropolitanos y de los municipios, según sea el 
caso.” 

Sin embargo, las formas jurídicas de derecho público estatales no se agotan en los institutos 
públicos, los cuales sin embargo son los únicos que regula la Ley Orgánica, pues también los esta-
blecimientos públicos corporativos, como las universidades nacionales y los Colegios profesionales 
y aquellas personas jurídicas de derecho público específicas, como el Banco Central de Venezuela 
(art. 318, Constitución), son formas jurídicas de derecho público estatales para la descentralización 
funcional. 

La creación de los institutos públicos sólo puede realizarse mediante ley, conforme lo esta-
blece el artículo 142 de la Constitución, a cuyo efecto, el artículo 97 de la LOAP dispone lo que la 
ley nacional, estadal u ordenanza que cree un instituto autónomo debe contener. 

En cuanto a las formas jurídicas de derecho privado de la Administración Pública descentra-
lizada funcionalmente, la LOAP regula detalladamente a empresas del Estado, a las fundaciones del 
Estado y a las asociaciones y sociedades civiles del Estado (arts. 102-116). En particular, en cuanto 
a las empresas del Estado en el artículo 102 de la LOAP, en lo que sin duda fue un error o dislate, 
pues sería contradictorio con lo previsto en el artículo 29, las definió como “personas jurídicas de 
derecho público constituidas de acuerdo a las normas de derecho privado”(sic) sin indicar que se 
tratan de sociedades mercantiles,  en las cuales la República, los estados, los distritos metropolita-
nos y los municipios, o alguno de los entes descentralizados funcionalmente regulados en la Ley 
Orgánica, solos o conjuntamente, tengan una participación mayor al 50% del capital social.104 La 
Ley Orgánica, en consecuencia autoriza a las personas jurídicas político territoriales para constituir 
estas empresas, se presume como “sociedades anónimas” incluso “con un único accionista,” al 
hacer mención a “derechos societarios” y a la titularidad de “acciones”  (art. 105).  

A los efectos del control de tutela y de gestión,  las entidades descentralizadas nacionales 
deben estar adscritas a los órganos de la administración pública central nacional, es decir, básica-
mente a los ministerios respectivos (Arts. 117-118 LOAP). 

D.  La “Administración Pública” del Estado Comunal paralela a la del Estado Constitu-

                                           

103 Véase Jesús Caballero Ortiz, Los Institutos Autónomos, Caracas 1985.  

104 Véase Allan R. Brewer-Carías, Régimen de las Empresas Públicas en Venezuela, Caracas 1981. 
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cional 

Debe destacarse, por otra parte, la creación en 2010 de una “Administración Pública” parale-
la a la que se regula en la Ley Orgánica de la Administración Pública, establecida no sólo fuera de 
su ámbito normativo sino del ámbito regulatorio de la propia Constitución donde se regula al Esta-
do Constitucional cuyos órganos ejercen el Poder Público en la antes señalada penta división del 
Poder; y es la que conforma la “Administración Pública del Estado Comunal,” conformada por una 
serie de órganos que ejercen un “Poder Popular.” Ello se ha establecido en un conjunto de las Leyes 
Orgánicas dictadas en diciembre de 2010, referidas al Poder Popular, a las Comunas, al Sistema Eco-
nómico Comunal, a la Planificación Pública y Comunal y a la Contraloría Social,105  que completaron 
la normativa iniciada con las Leyes Orgánicas de los Consejos Comunales106 y del Consejo Federal de 
Gobierno,107 la reforma de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal,108 y las reformas de las Le-
yes de los Consejos Estadales de Planificación y Coordinación de Políticas Públicas, y de los Con-
sejos Locales de Planificación Pública.109  

Mediante ese conjunto normativo, se ha creado una Administración Pública de un “Estado 
Comunal,” denominado también como “socialista,” conformado por las Comunas y los Consejos 
Comunales, que se han establecido en paralelo a los Municipios y demás entidades locales, con 
funcionarios que no son electos mediante sufragio, y dispuestos para progresivamente vaciar a es-
tos últimos de competencias y recursos. Otros órganos y entidades creadas han sido las diversas 
organizaciones socio productivas de un Sistema Económico Comunal, al margen no sólo del dere-
cho mercantil, sino al derecho de las empresas públicas.110 

III.  EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

La actividad administrativa, ejercida o no por los órganos de las personas jurídicas estatales 
que conforman la Administración Pública, en todo caso, conforme al principio de legalidad, debe 
ejercerse por los órganos competentes, ciñéndose a lo establecido en la Constitución y en las leyes, 
y en particular, conforme al procedimiento legalmente establecido. Las actuaciones realizadas por 
órganos incompetentes, o sin observancia del procedimiento legalmente prescrito, por tanto, consti-
tuyen vías de hecho y vician los actos dictados de nulidad absoluta.    

El principio de la legalidad, además, se erige en la Constitución como un principio en el cual 
se fundamenta la Administración Pública, definiéndoselo como “el sometimiento pleno a la ley y al 

                                           

105  Todas publicadas en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21-12-2010  

106   Inicialmente sancionada en 2006, fue reformada en 2009. Véase Ley Orgánica de los Consejos Comunales 
(Gaceta Oficial Nº 39.335 de 28-12-2009) 

107  Véase en Gaceta Oficial Nº 5.963 Extra. de 22-02-2010 

108  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.015 Extra. de 28-12-2010 

109  Ambas publicadas en Gaceta Oficial Nº 6.017 Extra. de 30-12-2010 

110  Véase Allan R. Brewer-Carías, Claudia Nikken, Luis A. Herrera Orellana, Jesús María Alvarado Andrade, José 
Ignacio Hernández y Adriana Vigilanza, Leyes Orgánicas sobre el Poder Popular y el Estado Comunal (Los Con-
sejos Comunales, Las Comunas, La Sociedad Socialista Y El Sistema Económico Comunal), Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2011. 
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derecho” (art. 141), y además, destacándose como una de las misiones fundamentales de los órga-
nos del Poder Ciudadano, el velar por “la aplicación del principio de la legalidad en toda la activi-
dad administrativa del Estado” (art. 274). 

Ahora bien, uno de los principales signos formales del afianzamiento del principio de la lega-
lidad, ha sido precisamente el sometimiento de la actuación de la Administración Pública a normas 
procedimientales que aseguren a los administrados un trato justo, basado en la buena fe y en la 
confianza legítima, mediante la previsión de un procedimiento formalmente regulado, en el cual se 
garantice el derecho a la defensa y, en general, el debido procedimiento administrativo. A tal efec-
to, Venezuela no ha escapado a la tendencia general que se puede observar en América Latina111 
siguiendo el modelo español de 1958,112 de la codificación del procedimiento administrativo; 
habiéndose sancionado en 1982, la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos,113 cuyas dis-
posiciones se han complementado, además, con las de la propia Ley Orgánica de La Administra-
ción Pública antes mencionada y de la Ley de Simplificación de Trámites Administrativos de 
1999.114 Estas últimas dictadas para racionalizar las tramitaciones que realizan los particulares ante 
la Administración Pública; mejorar su eficiencia, pertinencia y utilidad, a fin de lograr mayor cele-
ridad y funcionalidad en las mismas; reducir los gastos operativos; obtener ahorros presupuestarios; 
cubrir insuficiencias de carácter fiscal y mejorar las relaciones de la Administración Pública con 
los ciudadanos.  

Por otra parte, en cuanto a los principios del procedimiento administrativo, debe destacarse 
que es el artículo 141 de la Constitución el que dispone que la Administración Pública se funda-
menta en “los principios de honestidad, participación, celeridad, eficacia, eficiencia, transparencia, 
rendición de cuentas y responsabilidad en el ejercicio de la función pública, con sometimiento ple-
no a la ley y al derecho”; principios que repite el artículo 12 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública al precisar que la actividad de la Administración Pública se desarrollará con base en 
“los principios de economía, celeridad, simplicidad administrativa, eficacia, objetividad, imparcia-
lidad, honestidad, transparencia, buena fe y confianza”. Asimismo, dispone la Ley que dicha acti-
vidad se debe efectuar dentro de parámetros de racionalidad técnica y jurídica, lo que ya se confi-
gura como un límite a la discrecionalidad.  

Tales principios, con anterioridad también se habían definido en la Ley Orgánica de Proce-
dimientos Administrativos de 1982, en cuyo artículo 30 se enumeran los de “economía, eficacia, 
celeridad e imparcialidad”. Este conjunto de principios expresados formalmente en la Constitución 
y las leyes, sin duda, constituyen un arsenal de instrumentos para la protección de los administra-
dos frente a la Administración Pública que , sin duda, alimenta el ámbito del control que los órga-

                                           

111  Véase Allan R. Brewer-Carías, Principios del procedimiento Administrativo en América Latina, Universidad del 
Rosario, Editorial Legis, Bogotá, 2003. 

112  Véase Allan R. Brewer-Carías, Principios del Procedimiento Administrativo, Editorial Civitas, Madrid, 1990. 

113  Véase la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos en Gaceta Oficial Nº 2818 Extraordinaria de 1-7-81. 
Véase además, en Allan R. Brewer-Carías et al., Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, Editorial Jurí-
dica Venezolana, 12 edición, Caracas 2001, pp. 175 y ss.; y Allan R. Brewer-Carías, El derecho administrativo y 
la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1982. 

114 Véase Gaceta Oficial Nº 36.845 de 7-12-99. Véase además en Allan R. Brewer-Carías et al., Ley Orgánica de 
Procedimiento Administrativos, cit., pp. 199 y ss.  
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nos de la jurisdicción contencioso administrativa puedan ejercer sobre la actividad administrativa. 

Con la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, por tanto, se consolidó la formali-
zación o juridificación del derecho administrativo, al positivizarse lo que anteriormente había veni-
do construyendo la jurisprudencia, con gran esfuerzo y lentamente, sobre la base de identificar 
principios generales de la disciplina.115 En esa forma, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 
Orgánica se hizo más seguro la posibilidad del control judicial efectivo de la actividad de la Admi-
nistración Pública, habiéndose erigido dicha Ley en la fuente del derecho administrativo formal 
más importante, con base en la cual la jurisprudencia ha continuado enriqueciendo nuestra discipli-
na, como fuente complementaria o accesoria. 

La Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, siguiendo la orientación de las leyes 
similares de América Latina, establece una regulación detallada de los actos administrativos, esta-
bleciendo el proceso de su formación, los requisitos de validez, de carácter formal y de orden sus-
tantivo, en particular, la competencia y la motivación de los mismos, su expresión formal expresa o 
tácita (silencio administrativo), el principio de su irrevocabilidad cuando creen o declaren derechos 
a favor de particulares, los vicios de nulidad que pueden afectarlos, y que sin embargo permiten su 
revisión en cualquier momento, aún de oficio, y los recursos para su reconsideración o su revisión  
jerárquica.   

IV.  EL ACTO ADMINISTRATIVO, SU EJECUCIÓN, PRINCIPIO DE AUTOTUTELA, 
LOS RECURSOS EN VÍA ADMINISTRATIVA.  

Como se ha dicho, una de las regulaciones medulares de la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos, por supuesto, y siguiendo la orientación de todas las leyes similares dictadas en 
América Latina conforme al modelo de la Ley española de 1958, es la relativa a los actos adminis-
trativos, su formación, sus efectos, su ejecución y su control interno mediante los recursos adminis-
trativos.116 En esta materia, las principales regulaciones de la Ley Orgánica se refieren a la previ-
sión de un lapso para la adopción de las decisiones, lo que permite poder accionar contra la caren-
cia administrativa; la regulación de los trámites procedimentales, garantizándose el derecho a la 
defensa (acceso al expediente; pruebas; notificaciones; recursos); los vicios de nulidad absoluta de 
los actos administrativos (vicios de orden público o de pleno derecho), como la incompetencia ma-
nifiesta, la ausencia absoluta y total de procedimiento, o los vicios en el objeto; y las regulaciones 
sobre la ejecución forzosa de los actos administrativos, mediante multas. En Venezuela, salvo median-
te dichas multas pecuniarias, la Administración Pública no puede sin embargo afectar el patrimonio 
de los administrados, sino acudiendo a la vía judicial.  

Pero al igual que en la generalidad de los países iberoamericanos, el tema medular respecto 
de los actos administrativos, por supuesto, y particularmente a los efectos de asegurar su control 
judicial por los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa, es el de su definición, o más 
propiamente, el de su caracterización particularmente entre los diversos actos estatales. 

                                           

115  Véase por ejemplo, Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del derecho administrativo y la 
Jurisprudencia venezolanas, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1964. 

116  Véase Allan R. Brewer-Carías, El derecho administrativo y la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1982, pp. 133. y ss. 
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Conforme al antes mencionado principio que tiene rango constitucional en Venezuela, de la 
formación del derecho por grados partiendo de la Constitución, puede decirse que toda la actividad 
administrativa es, ante todo, desde el punto de vista formal, una actividad que siempre es de carác-
ter sublegal, es decir, de ejecución directa e inmediata de la legislación (así las leyes reglamentarias 
correspondientes no se hayan dictado) y de ejecución indirecta y mediata de la Constitución. Por 
supuesto, también las actividades judiciales son siempre de carácter sublegal, siendo la diferencia 
entre una y otra de carácter orgánico, en el sentido que las actividades judiciales siempre las reali-
zan órganos autónomos e independientes en ejecución de la función jurisdiccional, como lo son los 
órganos que ejercen el Poder Judicial.  

Ahora bien, conforme a lo anteriormente expuesto, tanto desde el punto de vista formal como 
orgánico, esas actividades administrativas pueden distinguirse de las otras actividades estatales, en 
particular de las legislativas, de gobierno y judiciales.  

En efecto, la actividad legislativa está conformada por los actos legislativos, que son las le-
yes (arts. 187,1 y 203) y los actos parlamentarios sin forma de ley (actos privativos e interna cor-
poris) (art. 187). Las leyes, incluso, son formalmente definidas en la Constitución, como los actos 
sancionados por la Asamblea Nacional como cuerpo legislador (Art. 203). También pueden consi-
derarse como actos legislativos los decretos leyes o decretos con fuerza de ley, dictados por el Pre-
sidente de la República previa autorización por una ley habilitante (arts. 203; 236, 8). Todos estos 
actos legislativos son actos de ejecución directa e inmediata de la Constitución, incluso en los casos 
de los decretos ley; y su definición es tanto orgánica como formal: orgánica, pues se definen según 
el órgano que los dicta; y formal, por la graduación que tienen en el ordenamiento jurídico, de ser 
actos dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitución o de rango de ley. Todos estos 
actos estatales están sometidos al control judicial constitucional que corresponde a la Jurisdicción 
Constitucional (Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia). 

Los actos del gobierno, por su parte, como se dijo, son los actos dictados por el Presidente de 
la República en ejercicio sólo de atribuciones constitucionales, y que por ello, no pueden estar re-
gulados o limitados por la Asamblea Nacional mediante leyes. Es el caso, por ejemplo, del nom-
bramiento del Vicepresidente Ejecutivo, de la concesión de indultos, de la convocatoria de la 
Asamblea Nacional a sesiones extraordinarias, y de la disolución de la Asamblea Nacional (Art. 
236,3,9,19,21). Los actos de gobierno también son actos de ejecución directa e inmediata de la 
Constitución, y su definición es tanto orgánica como formal: orgánica, pues se definen según el 
órgano que los dicta; y formal, por la graduación que tienen en el ordenamiento jurídico, de ser 
actos dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitución. Por ello están sometidos al control 
judicial constitucional por parte de la Jurisdicción Constitucional (Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia). 

Los actos judiciales y más propiamente, las sentencias, también se definen por el elemento 
orgánico y el formal: son actos que sólo pueden emanar de los Tribunales, y tienen unos efectos 
precisos de verdad legal definidos en el ordenamiento y derivados del valor de cosa juzgada. Se 
trata, siempre, de actos de carácter sublegal, es decir, dictados en ejecución directa e inmediata de 
la ley e indirecta y mediata de la Constitución, correspondiendo su control a los propios tribunales, 
incluyendo el control de casación ante las Salas de Casación del Tribunal Supremo de Justicia. 
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En la definición de los actos legislativos, de gobierno y judiciales, por lo tanto, hay una iden-
tificación entre órgano y acto, además de criterios formales derivados de la formación del derecho 
por grados, y no necesariamente se definen según criterios materiales o derivados de la función que 
se ejerce al dictarlos. Por ejemplo, los actos legislativos pueden no tener contenido normativo; y 
pueden haberse dictado en ejercicio de funciones administrativas o de gobierno; y los actos de go-
bierno, pueden en cambio tener contenido normativo. 

En cambio, en la definición de la actividad administrativa y, en particular, de los actos admi-
nistrativos, los criterios anteriores no se pueden aplicar en forma lineal, pues estos no se pueden 
identificar ni orgánica ni funcionalmente: son dictados por los cinco grupos de órganos estatales 
que ejercen el Poder Público, y se pueden dictar en ejercicio de todas las funciones estatales. Así, 
tan acto administrativo es un reglamento dictado por cualquier órgano de la Administración Pública 
o por los Tribunales en ejercicio de la función normativa, como un acto de ejecución presupuestaria 
o de personal dictado por los órganos de la Administración Pública, los Tribunales o la Asamblea 
Nacional en ejercicio de la función administrativa; o un acto dictado por los órganos de la Adminis-
tración Pública en ejercicio de la función jurisdiccional, al decidir una solicitud o un recurso admi-
nistrativo. 

La definición del acto administrativo, por tanto, en contraste con los otros actos estatales, re-
quiere de una mezcla de criterios, dado el carácter heterogéneo de los mismos:117 Se emplea el cri-
terio orgánico, al identificar como actos administrativos los actos emanados de la Administración 
Pública como complejo orgánico en ejercicio de las funciones normativa, jurisdiccional o adminis-
trativa del Estado. Se utiliza el criterio material, al identificar como actos administrativos los actos 
dictados por los Tribunales en ejercicio de las funciones administrativa y normativa, los actos dic-
tados por la Asamblea Nacional en ejercicio de funciones administrativas, e incluso, los dictados 
por entidades privadas autorizadas por ley en ejercicio de funciones normativas y administrativas; y 
en todo caso, conforme al criterio formal, siempre que se trate de actos de carácter sub-legal, es de-
cir, dictados en ejecución directa e inmediata de la legislación e indirecta y mediata de la Constitu-
ción, razón por la cual están sometidos al control judicial por parte de la jurisdicción Contencioso 
Administrativa (Art. 259, Constitución). 

En todo caso, respecto de los actos administrativos, rige el principio de la autotutela, en el 
sentido de que la Administración Pública puede revisar sus propios actos, corregir errores materia-
les e incluso revocarlos, siempre que no hayan creado o declarado derechos a favor de particulares. 
Los vicios de nulidad absoluta de los actos administrativos, taxativamente enumerados en la Ley 
Orgánica de Procedimientos Administrativos (Art. 19.: por ejemplo, incompetencia manifiesta, 
ausencia absoluta de procedimiento, vicio en el objeto), sin embargo, conforme a la propia ley Or-
gánica (Art. 83), pueden motivar su revisión en cualquier tiempo, incluso de oficio, siempre garan-
tizándose el debido procedimiento administrativo.  

Además, los administrados pueden requerir el control de la legalidad y de la oportunidad de 
los mismos ante la propia Administración Pública mediante el ejercicio de los recursos administra-

                                           

117  Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, “El problema de la definición del derecho administrativo” en Libro 
Homenaje al profesor Eloy Lares Martínez, Tomo I, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1984, pp. 25-78. 
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tivos tradicionales, es decir, del recurso jerárquico (o de apelación ante el superior jerárquico), del 
recurso de reconsideración (que se ejerce ante la misma autoridad que dictó el acto) y del recurso 
de revisión (ante el superior jerárquico por hechos sobrevenidos) regulados todos en la Ley Orgáni-
ca de Procedimientos Administrativos. Estos recursos administrativos permiten a los interesados 
exigir el control de la legalidad de los actos dentro de la propia Administración, además de que les 
permite exigir un control y revisión de la oportunidad de los actos cuestionados. Es decir, en el 
ámbito administrativo puede decirse que además de la garantía de la legalidad, existe la garantía del 
control de la oportunidad o inoportunidad de una actuación administrativa. 

Por último, en relación con los actos administrativos, además de aquéllos con efectos parti-
culares, están los que tienen efectos generales, es decir, contenido normativo. Entre estos últimos, 
están los Reglamentos que en Venezuela son actos administrativos. 

En relación con los reglamentos rige, por supuesto, el principio de la reserva legal estableci-
do en la Constitución, como consecuencia del cual, el artículo 87 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública dispone que los reglamentos no pueden regular materias objeto de reserva de ley, 
ni infringir normas con dicho rango. Además, sin perjuicio de su función de desarrollo o colabora-
ción con respecto a la ley, los reglamentos no pueden tipificar delitos, faltas o infracciones admi-
nistrativas, establecer penas o sanciones, así como tributos, cánones u otras cargas o prestaciones 
personales o patrimoniales de carácter público. 

Además, conforme al artículo 88 de la LOAP, la elaboración de los reglamentos de leyes de-
be ajustarse obligatoriamente al siguiente procedimiento:  

1. La iniciación del procedimiento de elaboración de un reglamento se debe llevar a cabo 
por el ministerio competente según la materia, mediante la elaboración del correspondiente proyec-
to, al que se debe acompañar un informe técnico y un informe sobre su impacto o incidencia presu-
puestaria.  

2. A lo largo del proceso de elaboración se debe recabar, además de los informes, los dic-
támenes correspondientes y cuantos estudios y consultas se estimen convenientes para garantizar la 
eficacia y la legalidad del texto.  

3. Elaborado el texto se debe someter a consulta pública para garantizar el derecho de par-
ticipación de las personas, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 138 y siguientes de la 
propia Ley Orgánica. Durante el proceso de consulta las personas, directamente o a través de las 
comunidades organizadas, pueden presentar propuestas y formular opiniones sobre la gestión de los 
órganos y entes de la Administración Pública, así como participar en la elaboración de los instru-
mentos de contenido normativo (art. 138).  

4. Aprobado el reglamento por el Presidente de la República en Consejo de Ministros, en-
trará en vigencia con su publicación en la Gaceta Oficial de la República, salvo que el mismo dis-
ponga otra cosa. 

Lo importante de este régimen de consulta pública, es que la ley orgánica es que conforme al 
artículo 140 de la misma ley Orgánica, se prohíbe a los órganos o entes públicos aprobar normas o 
remitir a otra instancia proyectos normativos que no sean sometidos a consulta pública, sancionán-
dose como nulas de nulidad absoluta, las normas que sean aprobadas por los órganos o entes públi-
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cos o propuestas por éstos a otras instancias sin que hayan sido consultadas según el procedimiento 
establecido (Art. 140). 

V.  LOS CONTRATOS DEL ESTADO. 

1.  Los contratos de interés público 

En materia de contratos del Estado, en la Constitución de 1999, como en tantas otras mate-
rias, puede decirse que se consolidó un importante proceso de constitucionalización del derecho 
administrativo de los contratos públicos.118 En dicho texto, en efecto, en relación con los contratos 
públicos o contratos de la Administración, se regulan los contratos celebrados por las personas 
jurídicas estatales; denominándolos como “contratos de interés público,” expresión equivalente en 
general a la de contratos públicos, del Estado o estatales.119 

En efecto, en la sección cuarta relativa a “De los contratos de interés público” del Capítulo I 
“Disposiciones fundamentales” del Título IV “Del Poder Público” de la Constitución, se regula el 
régimen de los mismos, de manera que la denominación genérica comprende tres especies de con-
tratos, de acuerdo con el sistema constitucional de distribución vertical del Poder Público: contratos 
de interés público nacional, contratos de interés público estadal y contratos de interés público mu-
nicipal (art. 150), los cuales son los suscritos, respectivamente, por los tres órdenes de personas 
jurídicas estatales mencionadas (la República, los Estados y los Municipios), las cuales, en general, 
ejercen el Poder Público en sus tres niveles territoriales, respectivamente. 

En consecuencia, todos los contratos tanto de interés nacional, como de interés estadal o mu-
nicipal, son, por supuesto, contratos de “interés público” (artículo 150, 151) en el mismo sentido 
que la noción de Poder Público (Título IV de la Constitución) comprende al Poder Nacional, a los 
Poderes de los Estados y al Poder Municipal.120 

En consecuencia un contrato de interés público nacional, es aquél que interesa al ámbito na-
cional (en contraposición al ámbito estadal o municipal), porque ha sido celebrado por una persona 
jurídica estatal nacional, de derecho público (la República o un instituto público) o de derecho pri-
vado (empresa del Estado). Por tanto, no serán contratos de interés público nacional aquéllos que 
son de interés público estadal o municipal, celebrados por personas jurídicas estatales de los Esta-
dos o de los Municipios, incluyendo los institutos públicos y empresas del Estado de esas entidades 
político-territoriales.121 

                                           

118  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Algunos aspectos del proceso de constitucionalización del Derecho administrati-
vo en Venezuela”, en V Jornadas internacionales de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer Carías, Los 
requisitos y vicios de los actos administrativos, FUNEDA, Caracas, 2000, pp. 21 a 37. 

119 . Véase Allan R. Brewer-Carías, Contratos Administrativos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1992, pp. 28 y 
ss. 

120  Véase Allan R. Brewer-Carías, El Poder Público: Nacional, Estadal y Municipal, Tomo II, Instituciones Políticas 
y Constitucionales, Universidad católica del Táchira, Editorial Jurídica venezolana, Caracas-San Cristóbal, 1996,  
pp. 11 y ss. 

121 Véase en general, Jesús Caballero Ortiz, “Los contratos administrativos, los contratos de interés público y los 
contratos de interés nacional en la Constitución de 1999”, en Estudios  de Derecho Administrativo: Libro Home-
naje a la Universidad Central de Venezuela, Volumen I, Imprenta Nacional, Caracas, 2001, pp. 139-154; Allan R. 
Brewer-Carías, “Los contratos de interés público nacional y su aprobación legislativa” en Revista de Derecho Pú-
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2.  La superada noción de “contratos administrativos”  

La noción de “contrato administrativo”, en cambio, no tiene rango constitucional en Vene-
zuela y legalmente sólo se había utilizado hasta 2010, en la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 
Justicia a los efectos de atribuir competencia al órgano de mayor jerarquía de la Jurisdicción Con-
tencioso Administrativa (la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo) para conocer de las 
controversias relativas a los mismos. En ausencia de una ley general sobre contratos del Estado o 
sobre contratos administrativos, ello originó en el pasado, por supuesto, una intensa actividad juris-
prudencial y doctrinal tendiente a identificar dichos contratos administrativos, los cuales en defini-
tiva se enmarcaron por su objeto vinculado a la prestación de un servicio público o a las obras pú-
blicas o por la inclusión en los mismos de las llamadas cláusulas exorbitantes del derecho común. 

El problema central, en esta materia para la determinación de qué debía entenderse por con-
trato administrativo, había girado en torno a la distinción entre contratos administrativos y contra-
tos de derecho privado de la Administración; la cual si bien parecía haberse superado definitiva-
mente en Venezuela, fue desde 1976 en la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia 
al haber atribuido expresa y exclusivamente a la Sala Político-Administrativa de la Corte Suprema 
de Justicia (Art. 42, Ord. 14) la competencia referida en materia de “contratos administrativos”.  

A pesar de dicha norma y de su equivalente en la también derogada Ley Orgánica del Tribu-
nal Supremo de Justicia de 2004122 (Art. 5, párrafo 1º,25), sin embargo, estimamos que la distinción 
no tenía sustantividad firme, ya que no había ni puede haber contratos de derecho privado de la 
Administración, regidos exclusivamente por el derecho privado, que excluyan el conocimiento de 
los mismos a la jurisdicción contencioso-administrativa.123 En realidad, todos los contratos que 
celebra la Administración están sometidos en una forma u otra al derecho público y a todos se les 
aplica también el derecho privado, teniendo según su objeto, un régimen preponderante de derecho 
público o de derecho privado;124 por lo que estimábamos que la distinción no tenía fundamento 
alguno, y menos cuando en Venezuela nunca ha habido dualidad de jurisdicciones (judicial y admi-

                                                                       

blico, Nº 11, Caracas, 1982, pp. 40 a 54; Allan R. Brewer-Carías, Contratos Administrativos, Caracas, 1992, pp. 
28 a 36; Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea nacional Constituyente), Tomo II, 
op. cit., p. 173. 

122  Véase Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (Gaceta Oficial Nº 37.042 de 19-05-2004. Véase en gene-
ral en Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 2004. 

123. Véase Allan R.Brewer-Carías, «La evolución del concepto de contrato administrativo» en El Derecho Administra-
tivo en América Latina, Curso Internacional, Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario, Bogotá 1978, pp. 
143-167; Jurisprudencia Argentina, N° 5.076, Buenos Aires, 13-12-1978, pp. 1-12; Libro Homenaje al Profesor 
Antonio Moles Caubet, Tomo I, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Ca-
racas, 1981, pp. 41-69; y Allan R. Brewer-Carías, Estudios de Derecho Administrativo, Bogotá, 1986, pp. 61-90; 
y «Evoluçao do conceito do contrato administrativo» in Revista de Direito Publico Nº 51-52, Sao Paulo, julio-
diciembre 1979, pp. 5-19.  

124. Véase Allan R. Brewer-Carías, Contratos Administrativos, Caracas, 1992, pp. 46 y ss.; y “La interaplicación del 
derecho público y del derecho privado a la Administración Pública y el proceso de huída y recuperación del dere-
cho administrativo” en Las Formas de la Actividad Administrativa. II Jornadas Internacionales de Derecho Ad-
ministrativo Allan Randolph Brewer-Carías, Fundación de Estudios de Derecho Administrativo, Caracas, 1996, 
pp. 59 y ss.  
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nistrativa) que fue lo que en Francia fue el verdadero sustento de la distinción.125  

Así como no puede haber acto unilateral dictado por los funcionarios públicos que no sea un 
acto administrativo, tampoco existen contratos celebrados por la Administración que no estén so-
metidos en alguna forma al derecho público, por lo que la terminología empleada en las ahora de-
rogadas Leyes Orgánicas de la Corte Suprema de 1976 y del Tribunal Supremo de 2004, en reali-
dad, a lo que habían conducido era a confusiones, contradicciones y dilaciones. Por ello pronto, no 
había demanda que se intentase en relación a contratos celebrados por la Administración en la cual 
no se plantease el problema de la competencia: si la demanda se intentaba ante la jurisdicción ordi-
naria, se alegaba la naturaleza administrativa del contrato; en cambio, si se intentaba ante el Tribu-
nal Supremo de Justicia, se alegaba el carácter de derecho privado" del contrato.  

Todo ello y la discusión sobre los contratos administrativos como categoría específica en los 
contratos del Estado puede decirse que desapareció, a eliminarse de la Ley Orgánica del Tribunal 
Supremo de 2010 la noción misma de contrato administrativo y no incluirse la misma en la ley 
Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de ese mismo año126 para la delimitación 
de la competencia judicial; y además, al no haberse empleado la terminología en la Ley sobre Con-
trataciones Públicas de 2008, reformada en 2010.127 Esta, en efecto, habla de contratos del Estado o 
contratos públicos, y en cuanto a la atribución de competencia entre los diversos tribunales de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa para conocer de controversias sobre contratos suscritos 
por entes públicos, la Ley Orgánica de la misma no establece distinción alguna entre contratos ad-
ministrativos y otros que podrían no serlo, de manera que todas las demandas sobre contratos pú-
blicos son del conocimiento de los tribunales de la jurisdicción contencioso administrativas. 

Por otra parte, debe recordarse que en la determinación de cuándo se estaba en presencia de 
un contrato administrativo o no, ello dependía en mucho del interés circunstancial de la Adminis-
tración, pues además de que todo contrato que celebre tienen algún interés público envuelto o se 
celebra vinculado a un servicio público, las llamadas cláusulas exorbitantes del derecho común que 
caracterizan a los contratos administrativos, no necesitan estar expresas en el texto del contrato, 
sino que son inherentes a las potestades de la Administración y se presumen en los contratos estata-
les. Dependía, por tanto, del recurso que hiciera la Administración en un momento dado a estas 
cláusulas (por ejemplo, para rescindir el contrato), para que el contrato se calificara o no de admi-
nistrativo, lo que hacía insegura la distinción. De allí, incluso las dudas y variaciones jurispruden-
ciales, particularmente con relación a contratos municipales de compra-venta de inmuebles munici-
pales, que llevó a la antigua Corte Suprema a considerarlos algunas veces como contratos adminis-
trativos128 y otras veces como contratos de derecho privado.129 

                                           

125. Véase Jesús Caballero Ortíz, “Deben subsistir los contratos administrativos en una futura legislación?”, en El 
Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, Tomo II, 
Instituto de Derecho Público, UCV, Editorial Civitas Ediciones, Madrid, 2003, pp. 1773 y ss. 

126  Véase Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (Gaceta Oficial 39.451 de 22-6-2010) 

127  Véase Ley de Contrataciones Públicas en Gaceta Oficial Nº 39.503 de 6-9-2010. 

128. Sentencia de 11-08-83, Revista de Derecho Público, Nº 16, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1983, p. 164. 

129. Sentencia de 26-06-80, Revista de Derecho Público, Nº 4, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1980, p. 146.  



 44 

3.  El régimen constitucional sobre los contratos públicos 

En todo caso, la Constitución establece un conjunto de regulaciones relativas a todos los con-
tratos del Estado, y que, por supuesto, se aplicaban también a los llamados contratos administrati-
vos.  

En cuanto a las incompatibilidades o prohibiciones, por ejemplo, la Constitución establece 
una prohibición general a los funcionarios públicos, más genéricamente, a quienes estén al servicio 
de los órganos de las personas estatales, de celebrar contrato alguno con ellas (art. 145). Además, el 
artículo 190 de la Constitución prohíbe a los diputados a la Asamblea Nacional ser propietarios, 
administradores o directores de empresas que contraten con personas jurídicas estatales. 

Por otra parte, la Constitución de 1999 regula en algunas normas especificas la posibilidad 
de contratos de interés público inter-gubernamentales o interadministrativos, es decir, celebrados 
ente personas jurídicas estatales. Los primeros serían aquéllos que se celebran entre la República y 
los Estados o Municipios, o entre éstos, y que, por lo general, derivan de los procesos de descentrali-
zación política y, en particular, de transferencia de competencias entre los entes territoriales. 

En efecto, el artículo 157 de la Constitución establece que la Asamblea Nacional, por mayo-
ría de sus integrantes, puede atribuir a los Municipios o a los Estados determinadas materias de la 
competencia nacional, a fin de promover la descentralización. Con fundamento en una norma simi-
lar que estaba en la Constitución de 1961, en 1989 se dictó la Ley Orgánica de Descentralización, 
Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público,130 en la cual se regularon los 
contratos inter-gubernamentales que se debían celebrar entre la República y los Estados, precisa-
mente, para el desarrollo de procesos de transferencia de competencias nacionales hacia los Esta-
dos y de asunción por éstos de las mismas. 

La Constitución de 1999 regula, ahora, además, la posibilidad de que los Estados descentra-
licen y transfieran los servicios y competencias que gestionen a los Municipios, siempre que los 
mismos estén en capacidad de prestarlos, así como la administración de los respectivos recursos 
dentro de las áreas de competencias concurrentes entre ambos niveles territoriales del Poder Públi-
co (art. 165). Ello también puede dar origen a contratos intergubernamentales de orden local para 
materializar las transferencias y regular la gestión de las mismas. 

Además, entre estos contratos de interés público intergubernamentales están los acuerdos de 
mancomunidad municipal, mediante los cuales los Municipios se pueden asociar para la realización 
de una actividad en común (art. 170). También están los contratos de interés público interterritoria-
les, es decir, aquéllos suscritos por los Municipios entre sí o entre la República y los Municipios o 
los Estados y los Municipios para fines de interés público. En tal sentido, el artículo 170 de la 
Constitución establece que los Municipios pueden “acordar entre sí o con los demás entes públicos 
territoriales, la creación de modalidades asociativas inter-gubernamentales para fines de interés 
público relativos a materias de su competencia”. De ello deriva la posibilidad de contratos de inte-

                                           

130  Véase en Gaceta Oficial  Extra. Nº 4.153 de 28-12-1989. Véase además, en Allan R. Brewer-Carías et al, Leyes y 
Reglamentos para la descentralización política de la Federación, Colección Textos Legislativos, N° 11, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 1990. 
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rés público de carácter asociativo, Inter-gubernamentales. 

Debe señalarse, por último, en relación con estos contratos intergubernamentales e interad-
ministrativos, que la Constitución regula la competencia de la jurisdicción contencioso-
administrativa para conocer de controversias derivadas de la ejecución de los mismos, así como las 
controversias administrativas que se susciten entre la República, algún Estado, Municipio u otro 
ente público, cuando la otra parte sea alguna de esas mismas entidades, como las que pueden resul-
tar de un contrato intergubernamental. Estas controversias deben ser resueltas por el Tribunal Su-
premo de Justicia en Sala Político-Administrativa (art. 266,4). La Constitución, además, autoriza al 
legislador para atribuir la competencia jurisdiccional para resolver las controversias administrativas 
cuando se trate de controversias entre Municipios de un mismo Estado, a otros tribunales, por su-
puesto, de la jurisdicción contencioso administrativa (art. 259). 

Otro específico de la constitucionalización del régimen de los contratos estatales se refiere al 
régimen del dominio público y de los servicios públicos, en el sentido de que la propia Constitu-
ción prevé el régimen de concesiones para la explotación de los bienes que sean “recursos naturales 
propiedad de la Nación”, las cuales pueden ser otorgadas con exclusividad o sin ella, por tiempo 
determinado, y asegurando, siempre, la existencia de contraprestaciones o contrapartidas adecuadas 
al interés público” (art. 113). En cuanto a las concesiones mineras, en particular, se dispone en el 
artículo 156,16 de la Constitución que “el Ejecutivo Nacional no podrá otorgar concesiones mine-
ras por tiempo indefinido”131. Todas estas concesiones, por supuesto, son contratos estatales. Por lo 
que se refiere a los servicios públicos, en los casos en los que se los regula de manera de permitir la 
actuación de los particulares sólo mediante concesión, como sucede en los casos de servicios públi-
cos municipales o domiciliarios, rige el mismo principio constitucional antes indicado relativo a las 
concesiones establecido en el artículo 113. 

La Constitución regula, además, otros contratos de interés público estadal y municipal al es-
tablecer los principios para que los Estados y los Municipios descentralicen y transfieran “a las 
comunidades y grupos vecinales organizados” los servicios que éstos gestionen, previa demostra-
ción de su capacidad para prestarlo (art. 184). A tal efecto, los Estados y Municipios deben promo-
ver la transferencia de servicios en materia de salud, educación, vivienda, deporte, cultura, progra-
mas sociales, ambiente, mantenimiento de áreas industriales, mantenimiento y conservación de 
áreas urbanas, prevención y protección vecinal, construcción de obras y prestación de servicios 
públicos. En todos estos casos, para lograr esos objetivos los Estados y Municipios pueden estable-
cer convenios, es decir, celebrar contratos de interés público estadal o municipal con las comunida-
des y grupos vecinales organizados, cuyos contenidos deben estar orientados por los principios de 
interdependencia, coordinación, cooperación y corresponsabilidad (art. 184,1). 

4.  Las cláusulas obligatorias en los contratos públicos 

Por otra parte, siguiendo la orientación de la Constitución de 1961, la Constitución de 1999 
ha establecido la incorporación obligatoria y tácita en todos los contratos de interés público, de una 

                                           

131 . Véase Allan R. Brewer-Carías, “Prologo” sobre “El régimen constitucional aplicable a las concesiones de obras y 
servicios públicos”, en Alfredo Romero Mendoza et al., Régimen Legal de las Concesiones Públicas, Caracas 
2000, pp. 9 a 16. 
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serie de cláusulas, entre las cuales destacan las de inmunidad de jurisdicción y la llamada cláusula 
“Calvo”; y a ciertos de ellos, una cláusula de protección ambiental. Además, regula las cláusulas de 
temporalidad en las concesiones administrativas de explotación de recursos naturales, de servicios 
públicos y de carácter minero. 

En cuanto a la cláusula de inmunidad de jurisdicción, el artículo 151 de la Constitución esta-
blece el principio de la inmunidad relativa en el sentido de que: 

En los contratos de interés público, si no fuere improcedente de acuerdo con la naturaleza de 
los mismos, se considerará incorporada, aun cuando no estuviera expresa, una cláusula según la 
cual las dudas y controversias que puedan suscitarse sobre dichos contratos y que no llegaren a ser 
resueltas amigablemente por las partes contratantes, serán decididas por los Tribunales competen-
tes de la República, de conformidad con sus leyes… 

Se trata, realmente, de una cláusula obligatoria en el sentido de que todo contrato que suscri-
ba una persona jurídica estatal en los tres niveles territoriales del Poder Público e, incluso, en los 
niveles de descentralización funcional, deben contener esta cláusula cuyo objeto es, primero, ase-
gurar que la interpretación, aplicación y ejecución de esos contratos debe someterse a la ley vene-
zolana; y segundo, que las controversias y dudas que de ellos surjan deben también someterse al 
conocimiento de los tribunales venezolanos.132  

En todo caso, en el citado artículo 151 de la Constitución de 1999, el régimen de la inmuni-
dad jurisdiccional previsto se aparta del carácter absoluto tradicional que tenía en el siglo XIX, esta-
blecido originalmente en la Constitución de 1892 (art. 147), y como se ha dicho, encaja dentro de la 
llamada “inmunidad relativa de jurisdicción.”133 Por ello, la norma prescribe que la cláusula debe 
estar presente en todos los contratos de la Administración “si no fuere improcedente de acuerdo 
con la naturaleza de los mismos”, lo que convierte la cláusula en una de inmunidad relativa de ju-
risdicción.134 Esta relatividad de la inmunidad de jurisdicción deriva, en todo caso, de la naturaleza 
de la actividad del Estado o sus entes públicos regulada en el contrato, más que en su finalidad, que 
siempre es pública, admitiéndose la excepción al principio de la inmunidad basada por ejemplo, en 
el carácter comercial de las actividades que realice un Estado, sobre todo en el ámbito de las con-
trataciones internacionales. Con esta cláusula, en particular, encontró fundamento constitucional la 
posibilidad del arbitraje internacional conforme a la Ley de Promoción y Protección de Inversiones 
de 1999,135 a la Ley Orgánica sobre promoción de la inversión privada bajo el régimen de conce-
siones de 1999,136 y con arreglo en los múltiples Tratados Bilaterales de protección de Inversiones 

                                           

132  Véase por ejemploAlfredo Morles H., "La inmunidad de Jurisdicción y las operaciones de Crédito Público" en 
Estudios sobre la Constitución, Libro Homenaje a Rafael Caldera, tomo III, Caracas, 1979, pp. 1.701 y ss 

133  Sobre la inclusión de esta cláusula en la Constitución de 1999, véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constitu-
yente  (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo I, Fundación de Derecho Público, Caracas 1999, 
pp. 209 a 233; y Debate Constituyente  (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo II, Fundación de 
Derecho Público, Caracas 1999, pp. 174 y 175.   

134  Véase Allan R. Brewer-Carías, Contratos Administrativos, cit., pp. 130 a 137. 

135   Véase Ley de Promoción y Protección de Inversiones, Decreto-Ley Nº 356  (Gaceta Oficial Extra. Nº 5.390 de 
22-10-1999) 

136  Véase Ley Orgánica sobre promoción de la inversión privada bajo el régimen de concesiones, en Gaceta Oficial 
Extra. Nº 5.394 de 25-10-1999 
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suscritos por la República, básicamente en el marco del Convenio sobre arreglo de diferencias rela-
tivas a inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados  (CIADI).137 

Por supuesto, para la determinación de la naturaleza de los contratos no se pueden dar fórmu-
las universales. Por ejemplo, se han planteado discusiones sobre la naturaleza de tales contratos en 
materia de empréstitos públicos, tanto en el derecho financiero como en el derecho internacional. 
En todo caso, utilizando la vieja distinción entre actos de autoridad y actos de gestión, nadie podría 
afirmar que un contrato de empréstito público no sea un acto de autoridad ni un contrato de interés 
público. Por ello, dicho criterio no puede utilizarse para determinar la relatividad de la inmunidad 
de jurisdicción, pues la solución al problema no se puede basar en la consideración de si el Estado 
suscribe el contrato haciendo uso de su soberanía o de sus poderes públicos, o si son o no contratos 
de la Administración; sino en la naturaleza de las operaciones. En el caso de los empréstitos, sin 
duda, el juez llamado a conocer de un problema judicial en relación a ellos, debe conocer, en reali-
dad, de cuestiones mercantiles y comerciales. Por eso, y con base en la excepción prevista en la 
Constitución, los contratos de empréstito no contienen las cláusulas de inmunidad de jurisdicción y, 
por tanto, están sometidos en su ejecución, la cual, además, en general, se produce fuera del país, a 
las leyes y tribunales donde se realiza la operación e, incluso, a tribunales arbítrales. 

La segunda cláusula de carácter obligatorio, de rango constitucional regulada en el artículo 
151 de la Constitución, reprodujo exactamente el texto del artículo 127 de la Constitución de 1961, y es 
la llamada cláusula “Calvo,” que implica que en los contratos de interés público también se debe 
considerar incorporada una cláusula que establece que por “ningún motivo” ni causa, la ejecución 
de los mismos “puede dar origen a reclamaciones extranjeras.”138 El origen de esta cláusula se re-
monta a la Constitución de 1893 en la cual, al regularse los contratos de interés público, se señaló 
que los mismos en ningún caso podían ser motivo de reclamaciones internacionales. Esta cláusula 
establece, por tanto, la improcedencia de reclamaciones diplomáticas de Estados extranjeros contra 
el Estado venezolano, actuando aquellos Estados por cuenta de súbditos extranjeros, y parte del 
supuesto de que los extranjeros en el territorio del Estado venezolano se hallan en las mismas con-
diciones que los nacionales, por lo que si tienen alguna reclamación que formular cuando se puedan 
considerar lesionados, deben acudir únicamente a los tribunales nacionales. El objeto de la cláusu-
la, en definitiva, es impedir que las divergencias que puedan surgir entre partes en un contrato esta-
tal, en el cual una parte fuera un ciudadano extranjero, pudieran ser consideradas como de naturale-
za internacional. 

Con relación a las concesiones administrativas, como contratos estatales, también puede 
identificarse en el ordenamiento constitucional venezolano, otra cláusula de carácter obligatorio y 
que tiene su fundamento en el citado artículo 113 de la Constitución, que regula las concesiones 
para la explotación de recursos naturales propiedad de la Nación o para la prestación de servicios 
de naturaleza pública, las cuales sólo pueden otorgarse “por tiempo determinado.” En el mismo 
sentido, el artículo 156,16 de la Constitución prohíbe el otorgamiento de “concesiones mineras por 
tiempo indefinido.” Es evidente, por tanto, de acuerdo con estas normas, la posibilidad de que el 

                                           

137  Véase Ley Aprobatoria del Convenio sobre arreglo de diferencias relativas a inversiones entre Estados y Nacio-
nales de otros Estados (Gaceta Oficial Nº 35.685 de 03-04-1995 

138  Véase Allan R. Brewer-Carías, Contratos Administrativos, cit., pp. 137 y ss. 
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Estado otorgue con carácter de exclusividad, concesiones para la explotación de bienes públicos o 
la prestación de servicios públicos por tiempo limitado. La temporalidad, así, puede considerarse 
como una característica de todas las concesiones por lo que las leyes especiales que las regulan 
prevén, en general, lapsos variables, pero siempre precisos, de duración de las mismas.  

En este sentido, por ejemplo, las concesiones de servicios públicos municipales, de acuerdo 
con la Ley Orgánica de Régimen Municipal, sólo pueden tener un plazo máximo de 20 años;139 y 
las concesiones para el aprovechamiento de las aguas, conforme a la Ley de Aguas deben tener una 
duración máxima de 20 años.140 Asimismo, las concesiones de obras y servicios públicos previstas 
en la Ley Orgánica sobre Promoción de la Inversión Privada bajo el Régimen de Concesiones,141 
deben tener una duración máxima de 50 años. Por último, en cuanto a las concesiones mineras, la 
duración de las mismas de acuerdo a la Ley de Minas, es de 20 años prorrogable (art 25).142  

Por otra parte, el artículo 129 de la Constitución exige la inclusión en los contratos que celebre 
la República (contratos de interés público nacional celebrados por la República), de una cláusula de 
protección ambiental143 en los siguientes términos: 

En los contratos que la República celebre con personas naturales o jurídicas, nacionales o ex-
tranjeras, o en los permisos que se otorguen, que afecten los recursos naturales, se considerará in-
cluida aún cuando no estuviere expresa, la obligación de conservar el equilibrio ecológico de per-
mitir el acceso a la tecnología y la transferencia de la misma en condiciones mutuamente conveni-
das y de restablecer el ambiente a su estado natural si éste resultara alterado, en lo términos que fije 
la ley. 

Se debe destacar de esta norma, que se trata de una cláusula de protección ambiental consti-
tucionalmente obligatoria sólo respecto de los contratos de interés público nacional, que celebre la 
República. En consecuencia, puede considerarse que no es obligatoria en los contratos de interés 
público estadal ni municipal, que celebren, por ejemplo, los Estados y Municipios; así como tam-
poco sería constitucionalmente obligatoria en los contratos de interés público nacional que celebren 
otras personas jurídicas estatales distintas a la República, como los institutos autónomos o empre-
sas del Estado nacionales. 

5.  La aprobación legislativa en materia de contratos públicos 

En cuanto a la aprobación legislativa de los contratos de interés público nacional, la Consti-
tución de 1999, a propuesta nuestra144, cambió radicalmente la previsión del artículo 126 de la 

                                           

139  Véase Ley Orgánica del Poder Público Municipal (Gaceta Oficial Nº 6.015 Extra. de 28-12-2010); 

140  Véase Ley de Aguas (Gaceta Oficial Nº 38.595 de 02-01-2007. 

141  Véase Ley Orgánica sobre promoción de la inversión privada bajo el régimen de concesiones, en Gaceta Oficial 
Extra. Nº 5.394 de 25-10-1999 

142  Véase Ley de Minas, Decreto-Ley N° 295 (Gaceta Oficial Extra. Nº 5.382 de 28-09-1999) 

143  Véase, en general, Alberto Blanco-Uribe Quintero, “La tutela ambiental como derecho-deber del Constituyente. 
Base constitucional y principios rectores del derecho ambiental”, en Revista de Derecho Constitucional, Nº 6 
(enero-diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 2002, pp. 31-64. 

144 Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea nacional Constituyente), Tomo II, 
op. cit., pp. 175 a 177. 
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Constitución de 1961, que materialmente sometía todos los contratos de interés público nacional a 
la aprobación legislativa, salvo las excepciones (contratos normales en el desarrollo de la Adminis-
tración Pública y aquellos para los cuales la ley no establecía la aprobación legislativa) lo que ter-
minó convirtiéndose en la regla. Por ello, el artículo 150 de la Constitución de 1999, siguiendo la 
orientación mencionada de la práctica legislativa e interpretativa, ahora se limita a señalar que “la 
celebración de los contratos de interés público nacional requerirá la aprobación de la Asamblea Na-
cional sólo en los casos que determine la ley”. En consecuencia, sólo cuando mediante ley se deter-
mine expresamente que un contrato de interés público nacional debe someterse a la aprobación de 
la Asamblea, ello se convierte en un requisito de eficacia del contrato (art. 182,9). Es el caso, por 
ejemplo, de los contratos para la formación de empresas mixtas para la explotación petrolera,145 que 
es una industria que fue nacionalizada desde 1975.  

Sin embargo, la Constitución exige la aprobación obligatoria por parte de la Asamblea Na-
cional, (art. 150; 187,9) solo respecto de los contratos de interés público (no sólo nacional, sino 
estadal o municipal) que se celebren con Estados o entidades oficiales extranjeras o con sociedades 
no domiciliadas en Venezuela, así como respecto de los traspasos de esos contratos a dichas enti-
dades. 

6.  El régimen legal de los contratos públicos 

En 2008 se sancionó por primera vez en el país, una Ley de Contrataciones Públicas, la cual 
ha sido reformada en 2010.146 La misma, sin embargo, y a pesar de su denominación no regula uni-
versalmente la “contratación pública”, es decir, toda la actividad contractual del Estado (los contra-
tos del Estado o los contratos públicos) a cargo de las personas jurídicas estatales, tal y como suce-
de, por ejemplo, en términos generales, en España, sucesivamente con la Ley de Contratos del Es-
tado (1965), la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (1995) o la Ley de Contratos del 
Sector Público (2007); y en Colombia, con la Ley de Contratos del Estado (1993).  

La Ley, en efecto, no se configuró como cuerpo normativo general, destinado a regular todos 
los contratos del Estado celebrados por todas las personas jurídicas estatales, sino que se ha limita-
do su alcance, y está destinada, básicamente, a regular el procedimiento de selección de contratistas 
(licitación) y sólo respecto de ciertos (no todos) los contratos públicos. Por ello, la única Ley pre-
cedente que se derogó expresamente con la nueva Ley fue la vieja Ley de Licitaciones,147 por lo 
que en su parte medular, sigue siendo un cuerpo normativo destinado a regular el régimen de selec-
ción de contratistas (arts. 36 a 92) en ciertos contratos públicos. Sin embargo, a las tradicionales 
previsiones de la Ley de Licitaciones sobre selección de contratistas, la nueva Ley agregó, un nue-
vo Título general sobre la “Contratación” (art. 93 a 131), con normas que deben regir respecto de 
todos los contratos del Estado que caen dentro del ámbito de aplicación que son solamente los des-

                                           

145  Véase Ley Orgánica de Hidrocarburos (Gaceta Oficial Nº 38.493 de 4-8-2006) 

146  Véase Ley de Contrataciones Públicas, Decreto Ley Nº 5.929 de 11-03-2008 en Gaceta Oficial Nº 38895 de 25-
03-2008. Véase el texto de la reforma de 2010 en Gaceta Oficial Nº 39.503 de 6-9-2010. 

147  Decreto Ley Nº 1555 de fecha 13 de noviembre de 2001, Gaceta Oficial Nº 5556 de 13-11-2001. Véase sobre 
dicha Ley los comentarios que hicimos en Allan R. Brewer-Carías, “El régimen de selección de contratistas en la 
Administración Pública y la Ley de Licitaciones” en Revista de Derecho Público, Nº 42, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas, abril-junio 1990, pp. 5-25. 
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tinados a la “adquisición de bienes, prestación de servicios y ejecución de obras” (art. 1), suscritos 
por personas jurídicas estadales, a las cuales la Ley ha agregado a los Consejos Comunales.   Pero 
incluso, respecto de los contratos sometidos a la normativa legal, la propia Ley excluye a aquellos 
celebrados “en el marco del cumplimiento de acuerdos internacionales de cooperación entre la Re-
pública Bolivariana de Venezuela y otros Estados, incluyendo la contratación con empresas mixtas 
constituidas en el marco de estos convenios” (art. 4); y respecto de las previsiones específicas en 
materia de “selección de contratistas,” la ley excluye a los contratos para la prestación de servicios 
profesionales y laborales; para la prestación de servicios financieros; para la adquisición y arren-
damiento de bienes inmuebles; para la adquisición de obras artísticas, literarias o científicas; para 
“las alianzas comerciales y estratégicas” para la adquisición de bienes y prestación de servicios 
entre personas naturales o jurídicas y los órganos o entes contratantes; para los servicios básicos 
indispensables para el funcionamiento del órgano o ente contratante; y para la adquisición de bie-
nes, la prestación de servicios y la ejecución de obras, encomendadas a los órganos o entes de la 
administración pública (art. 5). 

Con estas exclusiones y ámbito reducido, se trata en todo caso, como se dijo, de una Ley re-
guladora básicamente del proceso de selección de contratistas, con normas generales respecto, entre 
otros aspectos,  los poderes de la Administración para controlar los contratos (art. 95), en especial, 
respecto de los contratos de obra (arts. 112-115); los poderes de modificación de los contratos y el 
régimen de variación de precios y ajustes contractuales (arts 106-111); el régimen de la nulidad de 
los mismos (art. 99), las garantías de cumplimiento, (arts. 99-102), y el régimen de los anticipos 
(arts. 103-105); el régimen de los pagos  (arts 116-119), el régimen de la terminación de los contra-
tos (arts. 120-127), y las causas de rescisión unilateral de los contratos (arts. 127-129); y finalmen-
te, el régimen sancionatorio (arts. 130-131).  

VI.  EL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 

La más importante de las garantías constitucionales, además del acceso a la justicia y el de-
recho a la tutela judicial efectiva, es que la justicia y en general, la función jurisdiccional se ejerza 
e imparta de acuerdo con las normas establecidas en la Constitución y las leyes, es decir, en el cur-
so de un debido proceso, cuyos principios conforme se establece expresamente en la misma Consti-
tución, se aplican no sólo en las actuaciones judiciales sino administrativas. Ello tiene, en conse-
cuencia, una importante repercusión en relación con la potestad sancionadora de la Administración, 
la cual necesariamente está sometida a las garantías del debido proceso. 

Estas garantías al debido proceso148, además, se han regulado detalladamente en el artículo 
49, y han sido analizadas extensamente por el Tribunal Supremo de Justicia, calificándoselas como 
una “garantía suprema dentro de un Estado de Derecho”149, de manera que “cualquiera sea la vía 

                                           

148  Véase en general, Antonieta Garrido de Cárdenas, “La naturaleza del debido proceso en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela de 1999”, en Revista de Derecho Constitucional, Nº 5 (julio-diciembre), Edi-
torial Sherwood, Caracas, 2001, pp. 89-116; Antonieta Garrido de Cárdenas, “El debido proceso como derecho 
fundamental en la Constitución de 1999 y sus medios de protección”, en Bases y principios del sistema constitu-
cional venezolano (Ponencias del VII Congreso Venezolano de Derecho Constitucional realizado en San Cristó-

bal del 21 al 23 de Noviembre de 2001), Volumen I, pp. 127-144. 

149  Véase sentencia Nº 123 de la Sala Constitucional (Caso: Sergio J. Meléndez) de 17 de marzo de 2000, en Revista 
de Derecho Público, Nº 81, (enero-marzo), Editorial Jurídica Venezolana, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
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escogida para la defensa de los derechos o intereses legítimos, las leyes procesales deben garantizar 
la existencia de un procedimiento que asegure el derecho de defensa de la parte y la posibilidad de 
una tutela judicial efectiva”150. 

En particular, en relación con el procedimiento sancionatorio, la jurisprudencia ha precisado 
las siguientes garantías derivadas del debido proceso: el derecho a que la decisión se adopte por el 
órgano competente (en materia judicial, el Juez natural: numeral 4 del artículo 49); el derecho a la 
presunción de inocencia (numeral 2 del artículo 49); el derecho a la defensa y a ser informado de 
los cargos formulados (numeral 1 del artículo 49); el derecho a ser oído (numeral 3 del artículo 49); 
el derecho a un procedimiento sin dilaciones indebidas (numeral 8 del artículo 49); el derecho a 
utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa (numeral 1 del artículo 49); el derecho a 
no confesarse culpable y no declarar contra sí misma (numeral 5 del artículo 49); y el derecho a la 
tutela efectiva de los derechos e intereses del procesado (artículo 26 de la Constitución)151. 

Aplicados los principios del artículo 49 de la Constitución a los procedimientos administrati-
vos sancionatorios, resulta entonces el siguiente régimen: 

El ordinal 1º del artículo 49 comienza por establecer no sólo el derecho a la defensa, sino a la 
asistencia jurídica (de abogado) los que considera como derechos inviolables en todo estado y 
grado de la investigación y del procedimiento. Adicionalmente, precisa que toda persona tiene 
derecho a ser notificada de los cargos por los cuales se la investiga, de acceder a las pruebas y de 
disponer del tiempo y de los medios adecuados para ejercer su defensa. 

En particular, en relación con el derecho a la defensa el mismo ha sido amplio y tradicional-
mente analizado por la jurisprudencia destacándose, por ejemplo, que 

En cuanto al procedimiento de determinación e imposición de sanciones por ilícitos tributa-
rios, el derecho a la defensa se concreta en el derecho de los sujetos pasivos de la relación tributaria 
a ser debidamente notificados de cualquier acto administrativo que afecten sus derechos subjetivos 
o sus intereses particulares legítimos y directos; en la oportunidad que tiene el administrado para 
formular los descargos que le permita desvirtuar lo imputado por la Administración en el acta fiscal 
debidamente notificada; en el derecho del contribuyente o responsable para promover y controlar, 
en tiempo oportuno, la producción de cualquier prueba razonable y legalmente pertinente, antes de 
que la Administración adopte la decisión final sobre el fondo del asunto debatido; en el derecho a 
tener el libre acceso al expediente administrativo; en el derecho a conocer oportunamente las razo-
nes de hecho y de derecho que fundamentan el acto administrativo determinativo o sancionatorio, 
lo cual le permitirá accionar ante los organismos competentes; y en poder impugnar en la vía admi-
nistrativa o judicial un acto administrativo emitido por la Administración tributaria, que afecte, en 
cualquier forma, sus derechos como contribuyente o responsables152. 

                                                                       

2000, p. 143. 

150  Véase sentencia de la sala Constitucional Nº 97 de 15 de marzo de 2000 (Caso: Agropecuaria Los Tres Rebeldes 
en Revista de Derecho Público, Nº 81, (enero-marzo), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, p. 148. 

151  Véase sentencia Nº 224 de 24-02-2000, idem, pp. 136 y ss. 

152  Véase la sentencia Nº 3682 de 19 de diciembre de 1999, de la Sala Político Administrativa de la antigua Corte 
Suprema de Justicia en Revista de Derecho Público, Nº 79-80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1999. 
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Por otra parte, ha sido por la prevalencia del derecho a la defensa que la Sala Constitucional, 
siguiendo la doctrina constitucional establecida por la antigua Corte Suprema de Justicia153, ha 
desaplicado normas que consagran el principio solve et repete, como condición para acceder a la 
justicia contencioso-administrativa, por considerarlo inconstitucional154. 

En la Constitución de 1999, además, en forma explícita se estableció el principio de que 
“Toda persona se presume inocente mientras no se pruebe lo contrario” (ordinal 2º del artículo 49), 
conforme al cual “una persona acusada de una infracción, no puede ser considerada culpable hasta 
que así lo declare una decisión condenatoria precedida de un procedimiento suficiente para procu-
rar su dimanación. El particular tiene entonces derecho a ser presumido inocente, lo que equivale a 
que su eventual condena sea precedida por “una actividad probatoria suficiente con la participación 
del acusado y con una adecuado razonamiento del nexo causal entre la norma y la situación concre-
ta, sin que base la mera sospecha o conjetura”155. 

El ordinal 3º del artículo 49, regula además, el derecho de toda persona a ser oída en cual-
quier clase de proceso, con las debidas garantías y dentro del plazo razonable determinado legal-
mente, por el órgano administrativo competente e imparcial establecido con anterioridad. Este de-
recho comprende por supuesto, el derecho de formular alegatos y presentar pruebas en el procedi-
miento. 

De acuerdo con el mismo artículo 49,1 de la Constitución, como parte del debido procedi-
miento se establece la garantía fundamental en materia probatoria, conforme a la cual se consideran 
como nulas las pruebas obtenidas mediante violación del debido proceso.  

El mismo artículo 49,1 de la Constitución, también como manifestación del derecho a la de-
fensa consagra el derecho de toda persona declarada culpable a recurrir de la decisión sancionato-
ria, con lo que se regula el derecho a la doble instancia que consiste en la efectiva posibilidad de 
revisión de las decisiones dictadas con ocasión de un procedimiento, esto es, de someter una la 
decisión al conocimiento posterior de un órgano de mayor jerarquía en la pirámide organizativa de 
la Administración. Con esta disposición, adquiere rango constitucional el derecho al recurso jerár-
quico en los procedimientos administrativos.  

El ordinal 6º del artículo 49 recoge el principio tradicional de que ninguna persona puede ser 
sancionada por actos u omisiones que no fueren previstos como delitos, faltas o infracciones en 
leyes preexistentes; principio que por supuesto es aplicable a los procedimientos sancionatorios.  

Además, en materia sancionatoria también tiene rango constitucional el principio non bis in 
idem que recoge el ordinal 7º del artículo 49 de la Constitución, al establecer que ninguna persona 
puede ser sometida a un procedimiento sancionatorio por los mismos hechos en virtud de los cuales 

                                           

153  Véase en Allan R. Brewer-Carías, La justicia contencioso-administrativa, Tomo VII, Instituciones Políticas y 
Constitucionales, cit., pp. 196 y ss. 

154  Véase la sentencia de la Sala Constitucional Nº 321 de 22 de febrero de 2002 (Caso: Papeles Nacionales Flamin-
go, C.A. vs. Dirección de Hacienda del Municipio Guacara del Estado Carabobo) en Revista de Derecho Públi-
co, Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2002. 

155  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo Nº 315 de 19 de marzo de 2001, en Revista 
de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2001, pp. 103 y ss. 
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hubiese sido sancionado anteriormente. 

VII.  LA DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA 

La discrecionalidad se da, como lo ha señalado la jurisprudencia venezolana, cuando el or-
denamiento jurídico le otorga al funcionario cierta libertad para elegir entre uno y otro curso de 
acción, para hacer una u otra cosa, o hacerla de una u otra manera, apreciando la oportunidad o 
conveniencia de la medida a tomarse156. En los casos de ejercicio de poderes discrecionales, es la 
ley la que permite a la Administración apreciar la oportunidad o conveniencia del acto según los 
intereses públicos, sin predeterminar cuál es la situación de hecho. En esos casos, la Administra-
ción tiene la elección, sea de las circunstancias ante las cuales dictará el acto, sea del acto que se 
dictará ante una situación de hecho, por lo que es posible afirmar que "la potestad discrecional es 
más una libertad de elección entre alternativas igualmente justas"157. 

Por ello, en algunas de las leyes de procedimientos administrativos se ha regulado el ejerci-
cio de la potestad discrecional, entendida como la posibilidad que da la ley al funcionario de adop-
tar decisiones según su apreciación de la oportunidad y conveniencia, pudiendo normalmente adop-
tar varias decisiones que de acuerdo a la apreciación de los hechos y a la finalidad de la norma, 
todas, si se aplican, podrían ser igualmente justas. 

En todo caso, si algo ha caracterizado al derecho administrativo en las últimas décadas en to-
dos los países iberoamericanos, es el proceso de redefinición del ámbito de la discrecionalidad y de 
limitación de la misma. Este puede decirse que es el signo común del derecho administrativo y, en 
particular, de las leyes de procedimiento administrativo. 

El esfuerzo de la doctrina y de la jurisprudencia de las últimas décadas ha consistido, enton-
ces, en deslastrar a los funcionarios de ciertas áreas de actuación que antes se consideraban como 
parte del poder discrecional y que, progresivamente, se han ido eliminando de dicho ámbito, como 
es el caso de la utilización de "conceptos jurídicos indeterminados" en la atribución de competen-
cias. Como lo precisó la Sala Político-Administrativa de la antigua Corte Suprema de Justicia de 
Venezuela, al distinguir los conceptos jurídicos indeterminados, de las llamadas potestades discre-
cionales: “Mientras éstas dejan al funcionario la posibilidad de escoger según su criterio una entre 
varias soluciones justas, no sucede lo mismo cuando se trata de la aplicación de un concepto jurídi-
co indeterminado. Se caracterizan estos últimos por ser conceptos que resulta difícil delimitar con 
precisión en su enunciado, pero cuya aplicación no admite sino una sola solución justa y correcta, 
que no es otra que aquélla que se conforme con el espíritu, propósito y razón de la norma. La apli-
cación del concepto jurídico indeterminado por la Administración Pública constituye una actividad 
reglada y por consiguiente sujeta al control de legalidad por parte del órgano jurisdiccional compe-

                                           

156  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Los límites a la actividad discrecional de las autoridades administrativas”, » en 
Ponencias Venezolanas al VII Congreso Internacional de Derecho Comparado (Uppsala, agosto 1966), publica-
ciones del Instituto de Derecho Privado, Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1966, 
pp. 255-279; en Revista de la Facultad de Derecho, N° 2, Universidad Católica Andrés Bello, Caracas 1966, pp. 
9-35; y en Jurisprudencia de la Corte Suprema 1930-1974 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo I: El Or-
denamiento Constitucional y Funcional del Estado, Caracas 1975, pp. 15-41. 

157  Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 1-6-2001. 
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tente”158.  

Por otra parte, en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos debe destacarse el es-
fuerzo por establecer límites a la discrecionalidad, en el artículo 12 al disponer que “Aún cuando 
una disposición legal o reglamentaria deje alguna medida o providencia a juicio de la autoridad 
competente, dicha medida o providencia deberá mantener la debida proporcionalidad y adecuación 
con el supuesto de hecho y con los fines de la norma, y cumplir los trámites, requisitos y formali-
dades necesarios para su validez y eficacia”. 

En todo caso, con enunciados de esta naturaleza en una ley de procedimiento administrativo, 
sin duda el juez contencioso administrativo dispone de efectivas herramientas para controlar la 
legalidad de la actuación de la Administración, más allá de los aspectos formales de tal actuación. 

VIII.  EL CONTROL JUDICIAL DE LA ADMINISTRACIÓN: CONTENCIOSO-
ADMINISTRATIVO Y OTROS MODOS DE CONTROL DE LA ADMINISTRA-
CIÓN, EN ESPECIAL LOS ARBITRAJES 

1.  El control judicial de la constitucionalidad y legalidad de los actos estatales 

Conforme al sistema establecido en la Constitución venezolana, todos los actos estatales es-
tán sometidos al derecho y todos son controlables judicialmente por razones de constitucionalidad 
o de legalidad. Aquí está la consecuencia de la consagración del  principio de la legalidad y la ga-
rantía del Estado de derecho.  

Este sistema de control judicial de las actuaciones del Estado puede decirse además, que es 
de carácter universal y cerrado, en el sentido que ninguno de los actos estatales puede escapar al 
control del Tribunal Supremo de Justicia y de los demás Tribunales que controlan la constituciona-
lidad y la legalidad de los mismos; control que se ejerce, en general, además de a través de la Juris-
dicción Ordinaria, a través de la Jurisdicción Constitucional, de la Jurisdicción Contencioso Admi-
nistrativa y de la Jurisdicción Contencioso Electoral.159  

En efecto, los actos estatales dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitución, es 
decir, las leyes, los actos parlamentarios sin forma de ley, los actos ejecutivos de rango y valor de 
ley (decretos-leyes), y los actos de gobierno están sometidos exclusivamente al control de la consti-
tucionalidad que está a cargo de la Jurisdicción Constitucional que corresponde a la Sala Constitu-
cional del Tribunal Supremo de Justicia.  

En cuanto a las sentencias, estas están sometidas al control judicial ordinario mediante las 
apelaciones y, en materia de legalidad, al recurso de extraordinario de casación ante las Salas de 
Casación Civil, de Casación Social y de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia.  

Y en cuanto a los actos administrativos, al ser de carácter sublegal, como ya se ha dicho, es-
tán sometidos al control judicial tanto por parte de la Jurisdicción Contencioso-Administrativo 

                                           

158  Véase sentencia Nº 100 de 19-05-83 en Revista de de Derecho Público, Nº 34, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 1988, p. 69. 

159. Véase Allan R. Brewer-Carías, Justicia contencioso administrativa, Tomo VII, Instituciones Políticas y Constitu-
cionales, Universidad Católica del Táchira, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas–San Cristóbal, 1997. 
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como de la Jurisdicción Contencioso Electoral. La primera la integran la Sala Político-
Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia y los demás tribunales que se han establecido por 
la ley; y la segunda, la integra básicamente la Sala Electoral del mismo Tribunal Supremo de Justi-
cia, a los efectos específicos del control de legalidad e inconstitucionalidad de los actos administra-
tivos dictados por los órganos que ejercen el Poder Electoral (Consejo Nacional Electoral, sus Co-
misiones y órganos subalternos).  

Lo importante a señalar sobre este control contencioso administrativo es que el mismo se 
realiza en relación con todos los actos administrativos, pudiendo los tribunales competentes decla-
rar su nulidad, así sean actos administrativos emanados no sólo de los órganos de la Administración 
Pública, sino de los órganos legislativos, de los tribunales, e incluso de entidades privadas. 

2.  La jurisdicción contencioso administrativa 

La jurisdicción contencioso-administrativa, por otra parte, se constitucionalizó en Venezuela 
desde 1961, en una norma que ahora está contenida en el artículo 259 de la Constitución de 
1999160, cuyo texto es el siguiente: 

La jurisdicción contencioso-administrativa corresponde al Tribunal Supremo de Justicia y a 
los demás tribunales que determina la ley. Los órganos de la jurisdicción contencioso-
administrativa son competentes para anular los actos administrativos generales o individuales 
contrarios a derecho, incluso por desviación de poder; condenar al pago de sumas de dinero y 
a la reparación de daños y perjuicios originados en responsabilidad de la Administración; 
conocer de reclamos por la prestación de servicios públicos y disponer lo necesario para el 
restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la actividad adminis-
trativa. 

Ha sido precisamente con base en esta norma constitucional que la jurisprudencia de la anti-
gua Corte Suprema de Justicia fue elaborando las bases del sistema contencioso administrativo en 
el país,161 las cuales desarrolladas por la doctrina nacional,162 condujeron en 1976 a la sanción de la 

                                           

160. Véase en general Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Procesos y procedi-
mientos constitucionales y contencioso-administrativos, Editorial Jurídica venezolana, Caracas 2004. 

161. En cuanto a la jurisprudencia, véase en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia de la Corte Suprema 1930-74 y 
Estudios de Derecho Administrativo, Tomo V, La Jurisdicción Contencioso-Administrativa, Vol. 1 y 2, Instituto 
de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1978; Allan R. Brewer-
Carías y Luis Ortiz Álvarez, Las grandes decisiones de la jurisprudencia Contencioso-Administrativa, Caracas, 
1996; y Luis Ortiz-Alvarez, Jurisprudencia de medidas cautelares en el contencioso-administrativo (1980-1994), 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1995. 

162. Véase Allan R. Brewer-Carías, Estado de Derecho y Control Judicial, Madrid, 1985, pp. 281 y ss; Allan 
R.Brewer-Carías, Contencioso Administrativo, Tomo VII, Instituciones Políticas y Constitucionales, Caracas-San 
Cristóbal, 1997; Antonio Canova González, Reflexiones para la reforma del sistema contencioso administrativo 
venezolano, Editorial Sherwood, Caracas, 1998; Víctor Hernández-Mendible, Tutela judicial cautelar en el con-
tencioso administrativo, Vadell Hermanos editores, Caracas, 1998. Véase además, las siguientes obras colectivas: 
El Control Jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, Instituto de Derecho Público, Facultad de Cien-
cias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1979; Contencioso Administrativo en Vene-
zuela, Editorial Jurídica Venezolana, tercera edición, Caracas, 1993; Derecho Procesal Administrativo, Vadell 
Hermanos editores, Caracas, 1997; 8ª Jornadas “J.M. Domínguez Escovar” (Enero 1983), Tendencias de la ju-
risprudencia venezolana en materia contencioso-administrativa, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, 
U.C.V., Corte Suprema de Justicia; Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Tip. Pregón, Caracas, 1983; 
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Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia,163 en cuyas normas se reguló el procedimiento con-
tencioso- administrativo ante la sala Político Administrativa de dicha Corte. En las Disposiciones 
Transitorias de esa Ley, además, se reguló la organización de la jurisdicción contencioso- adminis-
trativo, con indicación de los diversos tribunales que la integraban, además de la Sala Político Ad-
ministrativa de la antigua Corte Suprema: la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo (en 
2004 se creó una Corte Segunda) y ocho Tribunales Superiores Contencioso-Administrativos ubi-
cados en las diversas regiones del país. 

En mayo de 2004 se sancionó la nueva Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia,164 en 
la cual y a pesar de las imperfecciones de sus nuevas Disposiciones Transitorias que afectaron la 
base legal fundamental de la organización de la Jurisdicción, se volvieron a regular los principios 
del procedimiento contencioso administrativo (Arts. 18 a 21) siguiendo literalmente lo que estable-
cía la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema; conservándose además, la organización de la 
Jurisdicción transitoriamente hasta que se dictase la Ley especializada sobre lo contencioso admi-
nistrativo. 

Esa ley especializada que se dictó en 2010, es la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencio-
so Administrativa,165 en la cual, conforme a la orientación constitucional, se configura a la jurisdic-
ción contencioso administrativa como una jurisdicción especial integrada al Poder Judicial. En 
Venezuela, por tanto, el derecho administrativo no construyó con base en la distinción entre las 
competencias de la jurisdicción judicial y una jurisdicción administrativa, que siguiendo la orienta-
ción del derecho administrativo francés, se siguió por ejemplo en Colombia. En  Venezuela, al con-
trario, la tradición ha sido la existencia de una competencia especializada de determinados tribuna-
les para conocer de litigios en los cuales interviene la Administración, pero integrados en el Poder 
Judicial.166 En esos tribunales, por otra parte, se materializa el derecho de las personas a la tutela 
judicial efectiva167 frente a las acciones de la Administración, a través del desarrollo de un conjunto 

                                                                       

Contencioso Administrativo, I Jornadas de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer-Carías, Funeda, Ca-
racas, 1995; XVIII Jornadas “J.M. Domínguez Escovar, Avances jurisprudenciales del contencioso-
administrativo en Venezuela, 2 Tomos, Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Diario de Tribunales Edi-
tores, S.R.L. Barquisimeto, 1993.  

163. Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia del 30 de julio de 1976 en Gaceta Oficial Nº 1.893, Extraordinaria 
del 30-07-76. Véase Allan R. Brewer-Carías y Josefina Calcaño de Temeltas, Ley Orgánica de la Corte Suprema 
de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1989. 

164. Véase la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (LOTSJ), Gaceta Oficial, Nº 37942 de 20-05-2004. 
Véase Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2004. 

165  Véase la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (Gaceta Oficial 39.451 de 22-6-2010). 
Véase sobre la ley, Allan R. Brewer-Carías y Víctor Hernández Mendible, Ley de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010.  

166 Martín Pérez Guevara, "Prólogo", en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia de la Corte Suprema 1930-74 y 
Estudios de Derecho Administrativo, Tomo II. Ordenamiento Orgánico y Tributario del Estado, Instituto de Dere-
cho Público, Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1976, pp. 1-10. 

167  Véase en general, Ingrid Cancelado Ruíz, “La tutela judicial efectiva y la ejecución de sentencias condenatorias de 
la Administración Pública a la luz de la Constitución de 1999”, en Revista de Derecho Constitucional, Nº 4 (ene-
ro-junio), Editorial Sherwood, Caracas, 2001, pp. 75-139; Rafael G. Prado Moncada, “De nuevo sobre el derecho 
a la tutela judicial efectiva (Avances normativos a raíz de la Constitución de 1999)”, en Revista de Derecho Ad-
ministrativo, Nº 9 (mayo-agosto), Editorial Sherwood, Caracas, 2000, pp. 93-119. 
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de procesos contencioso administrativos.  

3.  Los diversos procesos contencioso administrativos en la Ley de 2010  

De acuerdo con la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en efecto, el 
sistema de los procesos contencioso administrativos resulta directamente del conjunto de atribucio-
nes que se asignan en la misma a los diversos órganos de la Jurisdicción Contencioso Administrati-
va, que son la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo, en su cúspide de la organización 
judicial contencioso administrativa, y en orden descendente, los Juzgados Nacionales de la Juris-
dicción Contencioso Administrativa, los Juzgados Superiores Estadales de la Jurisdicción Conten-
cioso Administrativos y los Juzgados Municipales de la Jurisdicción Contencioso Administrativos. 

Las competencias judiciales establecidas en los artículos 23, 24, 25 y 26, dan origen a los si-
guientes procesos contencioso administrativos: (i) el proceso contencioso administrativo de las 
demandas patrimoniales;168 (ii) el proceso contencioso administrativo de las demandas contra las 
vías de hecho;169 (III) el proceso contencioso administrativo en materia de prestación servicios pú-
blicos;170 (iv) el proceso contencioso administrativo de anulación de actos administrativos;171 (v) el 
proceso contencioso administrativo contra las carencias administrativas; (vi) el proceso contencio-
so administrativo de las controversias administrativas; y (vii) el proceso contencioso administrativo 
de la interpretación de las leyes. 

Debe señalarse además, que en la Ley Orgánica se atribuyó competencia en el artículo 24.6 a 
los Juzgados Nacionales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa para conocer de “los juicios 
de expropiación intentados por la República, en primera instancia,” con la apelación para ante la 
Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo, y cuyo procedimiento se regula en la Ley de 
Expropiación por causa de utilidad pública o social de 2002.172  

A.  Los procesos contencioso administrativos de las demandas patrimoniales 

En primer lugar, están los procesos contencioso administrativos de las demandas patrimonia-
les contra entes públicos o que estos puedan intentar, a cuyo efecto, el artículo 23 atribuye a la Sala 
Político Administrativa del Tribunal Supremo, competencia para conocer de:   

1.  Las demandas que se ejerzan contra la República, los estados, los municipios, o algún 

                                           

168      Véase Miguel Ángel Torrealba Sánchez, “Las demandas de contenido patrimonial en la Ley Orgánica de la Juris-
dicción Contencioso Administrativa,”en Comentarios a la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Adminis-
trativa, Vol, II, FUNEDA, Caracas, 2011, pp. 299-340.  

169      Véase Miguel Ángel Torrealba Sánchez, La vía de hecho en Venezuela, FUNEDA, Caracas, 2011. 

170    Véase Jorge Kiriakidis, “Notas en torno al Procedimiento Breve en la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa,” Comentarios a la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, Vol, II, FUNE-
DA, Caracas, 2011, pp. 167-193. 

171    Véase en general la obra colectiva, Comentarios a la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 
Vol, I y II, FUNEDA, Caracas, 2010 y 2011, respectivamente. 

172  Véase en Gaceta Oficial Nº 37.475 de 01-07-02. Véanse los comentarios sobre esta ley en Allan R. Brewer-
Carías, Gustavo Linares Benzo, Dolores Aguerrevere Valero y Caterina Balasso Tejera, Ley De Expropiación Por 
Causa De Utilidad Pública O Interés Social, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2002.  
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instituto autónomo, ente público, empresa, o cualquier otra forma de asociación, en la cual la 
República, los estados, los municipios u otros de los entes mencionados tengan participación 
decisiva, si su cuantía excede de setenta mil unidades tributarias (70.000 U.T.), cuando su 
conocimiento no esté atribuido a otro tribunal en razón de su especialidad. 

2.  Las demandas que ejerzan la República, los estados, los municipios, o algún instituto 
autónomo, ente público, empresa, o cualquier otra forma de asociación, en la cual la Repú-
blica, los estados, los municipios o cualquiera de los entes mencionados tengan participación 
decisiva, si su cuantía excede de setenta mil unidades tributarias (70.000 U.T.), cuando su 
conocimiento no esté atribuido a otro tribunal en razón de su especialidad. 

10. Las demandas que se interpongan con motivo de la adquisición, goce, ejercicio o pérdida 
de la nacionalidad o de los derechos que de ella derivan. 

11. Las demandas que se ejerzan con ocasión del uso del espectro radioeléctrico. 

12. Las demandas que le atribuyan la Constitución de la República o las leyes especiales, o 
que le correspondan conforme a éstas, en su condición de máxima instancia de la Jurisdic-
ción Contencioso Administrativa. 

13. Las demás demandas derivadas de la actividad administrativa desplegada por las altas au-
toridades de los órganos que ejercen el Poder Público, no atribuidas a otro tribunal. 

23. Conocer y decidir las pretensiones, acciones o recursos interpuestos, en el caso de retiro, 
permanencia, estabilidad o conceptos derivados de empleo público del personal con grado de 
oficiales de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana. 

Por su parte el artículo 24 de la Ley Orgánica asigna a los Juzgados Nacionales de la Juris-
dicción Contencioso Administrativa, competencia para conocer de: 

1.  Las demandas que se ejerzan contra la República, los estados, los municipios, o algún 
instituto autónomo, ente público, empresa o cualquier otra forma de asociación, en la cual la 
República, los estados, los municipios u otros de los entes mencionados tengan participación 
decisiva, si su cuantía excede de treinta mil unidades tributarias (30.000 U.T.) y no supera 
setenta mil unidades tributarias (70.000 U.T.), cuando su conocimiento no esté atribuido ex-
presamente a otro tribunal, en razón de su especialidad. 

2.  Las demandas que ejerzan la República, los estados, los municipios, o algún instituto 
autónomo, ente público, empresa o cualquier otra forma de asociación, en la cual la Repúbli-
ca, los estados, los municipios u otros de los entes mencionados tengan participación decisi-
va, si su cuantía excede de las treinta mil unidades tributarias (30.000 U.T.) y no supera se-
tenta mil unidades tributarias (70.000 U.T.), cuando su conocimiento no esté atribuido a otro 
tribunal en razón de su especialidad. 

8.  Las demandas derivadas de la actividad administrativa contraria al ordenamiento jurí-
dico desplegada por las autoridades de los órganos que ejercen el Poder Público, cuyo con-
trol no haya sido atribuido a la Sala Político-Administrativa o a los Juzgados Superiores Es-
tadales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

Conforme al artículo 25 de la Ley Orgánica, a los Juzgados Superiores Estadales de la Juris-
dicción Contencioso Administrativa se les asigna competencia para conocer de: 

1.  Las demandas que se ejerzan contra la República, los estados, los municipios, o algún 
instituto autónomo, ente público, empresa o cualquier otra forma de asociación, en la cual la 
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República, los estados, los municipios u otros de los entes mencionados tengan participación 
decisiva, si su cuantía no excede de treinta mil unidades tributarias (30.000 U.T.), cuando su 
conocimiento no esté atribuido a otro tribunal en razón de su especialidad. 

2.  Las demandas que ejerzan la República, los estados, los municipios, o algún instituto 
autónomo, ente público, empresa o cualquier otra forma de asociación, en la cual la Repúbli-
ca, los estados, los municipios u otros de los entes mencionados tengan participación decisi-
va, si su cuantía no excede de treinta mil unidades tributarias (30.000 U.T.), cuando su cono-
cimiento no esté atribuido a otro tribunal en razón de su especialidad. 

8.  Las demandas derivadas de la actividad administrativa contraria al ordenamiento jurí-
dico de los órganos del Poder Público estadal, municipal o local. 

Una de las innovaciones de la Ley Orgánica de 2010 en la conformación del proceso conten-
cioso administrativo de las demandas de contenido patrimonial, como antes se ha dicho, como lo 
propusimos en 2004,173 fue haber eliminado la referencia a demandas que pudieran derivarse de 
“contratos administrativos,” que en el pasado había condicionado la distribución de competencias 
judiciales en la materia, atribuyéndose a los órganos de la misma todas las cuestiones concernientes 
a los contratos de la Administración, cualquiera que sea su naturaleza, según la cuantía. La Ley 
2010, por tanto, ha regulado la competencia en materia de demandas de contenido patrimonial, 
independientemente de que sean derivadas de responsabilidad contractual o extracontractual, y la 
misma ha sido sólo distribuida entre los diversos Juzgados según la cuantía. Por tanto, conflictos 
derivados de la ejecución de contratos del Estado, contratos públicos o contratos administrativos 
corresponden según la cuantía a los diversos tribunales de la jurisdicción. 

B.  Los procesos contencioso administrativos de las demandas contra las vías de hecho 

administrativas 

En segundo lugar, está el proceso contencioso administrativo de las demandas contra las vías 
de hecho administrativas, a cuyo efecto, el artículo 23.4 asigna a la Sala Político Administrativa del 
Tribunal Supremo, competencia para conocer de “las reclamaciones contra las vías de hecho atri-
buidas a las altas autoridades antes enumeradas.” 

Por su parte el artículo 24.4 de la Ley Orgánica asigna a los Juzgados Nacionales de la Juris-
dicción Contencioso Administrativa, competencia para conocer de “Las reclamaciones contra las 
vías de hecho atribuidas a las autoridades a las que se refiere el numeral anterior.” 

Y conforme al artículo 25.5 de la Ley Orgánica, a los Juzgados Superiores Estadales de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa se les asigna competencia para conocer de “las reclama-
ciones contra las vías de hecho atribuidas a autoridades estadales o municipales de su jurisdicción.”  

C. Los procesos contencioso administrativos de las demandas relativas a los servicios 

públicos 

En tercer lugar, está el proceso contencioso administrativo de las demandas de los servicios 
públicos a las cuales se refiere el artículo 259 de la Constitución. Conforme al cual la Ley Orgáni-

                                           

173  Véase Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 2004, p. 219. 
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ca, que creó como innovación fundamental en la organización de la Jurisdicción Contencioso Ad-
ministrativa a los Juzgados de Municipio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, de carác-
ter unipersonal (art. 21), les asignó la específica competencia de conocer de las demandas que in-
terpongan los usuarios o usuarias o las organizaciones públicas o privadas que los representen, por 
la prestación de servicios públicos (art. 21,1).174  

Debe destacarse que en realidad, la única innovación de la Constitución de 1999 en materia 
contencioso administrativa en relación con lo que estaba regulado en la Constitución de 1961 (Art. 
206), fue el agregado, en el artículo 259, dentro de las competencias de los órganos de la jurisdic-
ción contencioso administrativa, del conocimiento de los “reclamos por la prestación de servicios 
públicos.” La LOTSJ de 2004 no reguló el procedimiento en este caso, y se limitó a establecer la 
competencia de la Sala Político Administrativa para conocer y decidir, en segunda instancia, las 
apelaciones y demás acciones o recursos contra las sentencias dictadas por los Tribunales Conten-
cioso Administrativos, cuando su conocimiento no estuviere atribuido a otro tribunal, que decidan 
sobre las acciones de reclamos por la prestación de servicios públicos nacionales (Art. 5, 37). 

La LOJCA 2010 ahora ha atribuido a los órganos de la Jurisdicción competencia en materia 
de reclamos por la prestación de los servicios públicos y el restablecimiento de las situaciones jurí-
dicas subjetivas lesionadas por los prestadores de los mismos (art. 9,5), atribuyendo ahora el cono-
cimiento de la materia exclusivamente a los Juzgados de Municipio de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, como competencia única, conocer de “las demandas que interpongan los usuarios o 
usuarias o las organizaciones públicas o privadas que los representen, por la prestación de servicios 
públicos” (art. 26,1).  

D.  Los procesos contencioso administrativos de anulación de los actos administrativos 

En cuarto lugar está el proceso contencioso administrativo de anulación, a cuyo efecto el ar-
tículo 23 asigna a la Sala Político Administrativa, competencia para conocer de:   

5.  Las demandas de nulidad contra los actos administrativos de efectos generales o parti-
culares dictados por el Presidente o Presidenta de la República, el Vicepresidente Ejecutivo 
o Vicepresidenta Ejecutiva de la República, los Ministros o Ministras, así como por las 
máximas autoridades de los demás organismos de rango constitucional, si su competencia no 
está atribuida a otro tribunal. 

6.  Las demandas de nulidad que se ejerzan contra un acto administrativo de efectos parti-
culares y al mismo tiempo el acto normativo sub-legal que le sirve de fundamento, siempre 
que el conocimiento de este último corresponda a la Sala Político-Administrativa. 

El artículo 24 de la Ley, por su parte, asigna competencia a los Juzgados Nacionales de la Ju-
risdicción Contencioso Administrativa para conocer de: 

5.  Las demandas de nulidad de los actos administrativos de efectos generales o particula-
res dictados por autoridades distintas a las mencionadas en el numeral 5 del artículo 23 de 
esta Ley y en el numeral 3 del artículo 25 de esta Ley, cuyo conocimiento no esté atribuido a 

                                           

174   Se dispuso sin embargo en la Disposición Transitoria Sexta de la Ley Orgánica, que hasta tanto entren en funcio-
namiento estos Juzgados de Municipio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, los Juzgados de Municipio 
existentes son los que deben conocer de esta competencia 
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otro tribunal en razón de la materia. 

El artículo 25 de la Ley Orgánica, además, asigna a los Juzgados Superiores Estadales de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa competencia para conocer de: 

3.  Las demandas de nulidad contra los actos administrativos de efectos generales o parti-
culares, dictados por las autoridades estadales o municipales de su jurisdicción, con excep-
ción de las acciones de nulidad ejercidas contra las decisiones administrativas dictadas por la 
Administración del trabajo en materia de inamovilidad, con ocasión de una relación laboral 
regulada por la Ley Orgánica del Trabajo. 

6.  Las demandas de nulidad contra los actos administrativos de efectos particulares con-
cernientes a la función pública, conforme a lo dispuesto en la ley. 

En  cuanto al procedimiento en los casos de demandas de nulidad de los actos administrati-
vos, deben destacarse varios aspectos específicos que resultan de las disposiciones de la Ley Orgá-
nica de 2010.  

En primer lugar está el tema de la legitimación activa en los procesos de nulidad de los actos 
administrativos respecto de los cuales la Ley Orgánica de 2010 omitió toda regulación, lo que im-
plica que el interés para recurrir debe estar condicionado básicamente por los efectos producidos 
por los actos impugnados. En cuanto a los actos administrativos de efectos generales, la legitima-
ción para impugnarlos y para hacerse parte en los juicios, en nuestro criterio debe corresponder a 
cualquiera que alegue un simple interés en la anulación o en el mantenimiento del acto impugnado, 
por lo que consideramos que el carácter popular de la acción contra los actos administrativos de 
efectos generales no ha variado.  

En cuanto a la impugnación de los actos administrativos de efectos particulares, debe recor-
darse que tradicionalmente se había establecido para la admisibilidad de las acciones, que el recu-
rrente tuviese un interés personal, legítimo y directo175 en la impugnación. Se consideraba, así, que 
tratándose de actos individuales o de efectos particulares, en principio, en el proceso sólo podían 
“actuar los sujetos a quienes directamente afecta el acto administrativo,"176 es decir, "los que tuvie-
ran un interés legítimo en su anulación."177 Esta noción de interés personal, legítimo y directo, fue 
precisada con acuciosidad por la Corte Primera de lo Contencioso- Administrativa en su sentencia 
del 13 de octubre de 1988 (Caso: Cememosa), al clarificar que por interés legítimo “debe entender-
se como la existencia de una tutela legal sobre la pretensión del actor;” que el interés sea personal 
“alude a la de que el actor haga valer en su nombre o en el de un sujeto o comunidad a los cuales 
representa, su pretensión; “y que el interés sea directo, se refiere a “que el efecto del acto recaiga 
sobre el actor” y que “el acto esté destinado al actor.” En fin la exigencia apunta a que “el impug-
nante sea el afectado, el que recibe los efectos inmediatos de la decisión sobre su esfera de inter-

                                           

175  Véase Allan R. Brewer-Carías, "Aspectos de la legitimación activa en los recursos contencioso-administrativos 
contra los actos administrativos de efectos particulares", en Revista de Derecho Público, Nº 16, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 1983, pp. 227-233. 

176 Véase en Gaceta Forense, Nº 27, pp. 127-132. Véase además en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia de la 
Corte Suprema, Tomo V, Vol. I, cit., p. 293. 

177 Véase Gaceta Oficial Nº 14.72 Extra, de 11-06-71. 
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eses."178 

Esta exigencia, sin embargo, comenzó a variar en 2000, mediante sentencia de la Sala Políti-
co Administrativa del Tribunal Supremo, en efecto, Nº 873 de 13 de abril de 2000 (Caso: Banco 
FIVENEZ vs. Junta de Emergencia Financiera), en la cual consideró que con la Constitución de 
1999, había “quedado tácitamente derogado el criterio legitimador exigido en la Ley Orgánica de la 
Corte Suprema de Justicia, pues dicho criterio resulta incompatible con los principios que establece 
la nueva Constitución (Disposición Derogatoria única de la Constitución de 1999), al menos en lo 
que respecta a la exigencia de que el interés legitimador sea personal y directo.” La Sala concluyó 
entonces indicando que “el interés para recurrir que exige la nueva Constitución, obviamente, sigue 
siendo “legítimo”, ya que el ordenamiento jurídico no puede proteger intereses ilegítimos.“ Sin 
embargo, por lo que respecta al interés directo, la Sala lo consideró sin aplicación por lo que el 
recurrente en estos procesos de nulidad, “cuando el particular pueda obtener de la impugnación del 
acto administrativo una ventaja o evitar un perjuicio, aunque no exista una relación inmediata entre 
la situación derivada o creada por el acto administrativo” debe admitirse la impugnación al ser “ti-
tular de un ‘interés indirecto’, lo cual lo legitima para ejercer el recurso contencioso administrati-
vo.” Consideró la Sala, en consecuencia, que es suficiente para impugnar tanto actos de efectos 
particulares como actos de efectos generales, “que se tenga un interés conforme con el ordenamien-
to jurídico, aunque dicho interés no sea personal y directo.” Además, señaló la Sala que  en lo que 
respecta a la exigencia de que el interés sea “personal,” que “la nueva Constitución permite el acce-
so a la justicia para la defensa de los intereses “difusos” y “colectivos,” concluyendo entonces que 
“el concepto de interés previsto en la nueva Constitución abarca los intereses estrictamente perso-
nales así como los intereses comunes de cuya satisfacción depende la de todos y cada uno de los 
que componen la sociedad.” Terminó la Sala Político Administrativa aclarando que, en todo caso, 
“no puede confundirse la legitimación por simple interés legítimo que exige la nueva Constitución 
con la denominada acción popular” en cuyo caso “al particular deberá admitírsele la interposición 
del recurso con independencia de que pueda ostentar un derecho o interés lesionado.”179 

Pero a pesar de este criterio jurisprudencial de 2000, la Ley Orgánica de 2004 repitió en su 
texto la norma de la derogada Ley Orgánica de 1976 (norma que había sido considerada tácitamen-
te derogada por la Constitución por la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo), exi-
giéndose el interés personal, legítimo y directo como condición de legitimidad para interponer el 
recurso contencioso de anulación contra los actos administrativos de efectos particulares (Art. 21, 
párrafo 9º); razón por la cual continuó siendo, hasta 2010, la condición básica de la legitimación 
para intentar demandas de nulidad de actos administrativos de efectos particulares o para hacerse 
parte en los juicios.  A partir de 2010, sin embargo, como se dijo, ni la Ley Orgánica de la Jurisdic-
ción Contencioso Administrativa, ni la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 2010 
establecen condición alguna de interés del recurrente para intentar acciones contencioso adminis-
trativas contra actos de efectos particulares, por lo que será la jurisprudencia la que irá delineando 
la legitimación. 

                                           

178 Véase Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 445 ss.  

179 Véase en Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002, pp. 582-583 
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Otro aspecto que debe mencionarse en relación con el proceso contencioso de anulación de 
los actos administrativos, tal como se regula en los artículos 76 a 96 de la Ley Orgánica de 2010, es 
que las normas de procedimiento que en ellos se establece solo se refieren a las demandas en las 
cuales sólo se solicite la nulidad de un acto administrativo. Sin embargo, en muchos casos, la de-
manda de nulidad de los actos administrativos no se agota con la sola pretensión de anulación de 
los mismos, sino que la demanda de anulación puede estar acompañada de otras pretensiones pro-
cesales de contenido patrimonial conforme se establece en el artículo 259 de la Constitución. En 
estos últimos casos, sin embargo, la Ley Orgánica no estableció procedimiento específico, por lo 
que además de aplicarse el procedimiento previsto para las demandas de nulidad, con las notifica-
ciones y emplazamientos, en nuestro criterio debe efectuarse la citación del ente demandado, por 
ejemplo, en cabeza del Procurador General, como representante de la República.  

Debe mencionarse que con la Ley Orgánica, como se ha dicho, quedó totalmente rota la tra-
dicional dicotomía del contencioso de anulación, por un lado, y del contencioso de los derechos, 
por el otro,180 de manera que en el contencioso de los actos administrativos, además de la anulación 
del acto, la pretensión del recurrente y la decisión del juez puede ser de condena a la Administra-
ción al pago de sumas de dinero, de reparación de daños y perjuicios y de restablecimiento de las 
situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por el acto anulado. Esas pretensiones pueden tener su 
origen básicamente en la responsabilidad de la Administración derivada del acto administrativo 
ilegal. Para estos fines, en todo caso, la legitimación del recurrente tiene que ser algo más que “el 
simple interés legítimo” del cual hablaba la Sala Político Administrativa, como antes se ha dicho, y 
tendrá que ser propia de además, un interés personal y directo, cuando no un derecho subjetivo.181   

Por último, en esta materia de los procesos contencioso administrativos de anulación, debe 
mencionarse que conforme al artículo 8 de la Ley Orgánica de 2010, además de los actos adminis-
trativos de efectos generales y particulares, también pueden ser objeto de control judicial las “ac-
tuaciones bilaterales,” lo que apunta, sin duda, a los contratos públicos. Esto se había establecido 
en la derogada Ley Orgánica de 2004, que expresamente preveía la posibilidad de la impugnación 
por ilegalidad o inconstitucionalidad de los contratos o acuerdos celebrados por la Administración 
cuando afectasen los intereses particulares o generales, legítimos, directos, colectivos o difusos de 
los ciudadanos, atribuyéndose la legitimidad a personas extrañas a la relación contractual (Art. 21, 
párrafo 2º). La Ley Orgánica de 2010, sin embargo, en esta materia, tampoco reguló procedimiento 
contencioso específico alguno. 

E.  Los procesos contencioso administrativos contra las carencias administrativas 

El quinto lugar, está el proceso contencioso administrativo que regula la Ley Orgánica es el 
establecido contra la carencia administrativa, a cuyo efecto, el artículo 23 asigna a la Sala Político 
Administrativa, competencia para conocer de:   

                                           

180 Véanse los comentarios de A. Moles Caubet sobre lo que llamó "el contencioso mixto", en '"Rasgos generales de 
la jurisdicción contencioso administrativa" en Instituto de Derecho Público, El control jurisdiccional de los Pode-
res Públicos en Venezuela, Caracas, 1979, pp. 67-77; Nelson Rodríguez García, El sistema contencioso-
administrativo venezolano y la jurisdicción contencioso-administrativa, Valencia, 1982, pp. 76-77. 

181 Idem, pp. 74-75. 
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3.  La abstención o la negativa del Presidente o Presidenta de la República, del Vicepresi-
dente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva de la República, de los Ministros o Ministras, así 
como de las máximas autoridades de los demás órganos de rango constitucional, a cumplir 
los actos a que estén obligados por las leyes. 

Por su parte el artículo 24 de la Ley Orgánica le asigna a los Juzgados Nacionales de la Ju-
risdicción Contencioso Administrativa, competencia para conocer de: 

3.  La abstención o la negativa de las autoridades distintas a las mencionadas en el nume-
ral 3 del artículo 23 de esta Ley y en el numeral 4 del artículo 25 de esta Ley. 

Y conforme al artículo 25 de la Ley Orgánica, los Juzgados Superiores Estadales de la Juris-
dicción Contencioso Administrativa son competentes para conocer de: 

4.  La abstención o la negativa de las autoridades estadales o municipales a cumplir los 
actos a que estén obligadas por las leyes. 

F.  Los procesos contencioso administrativos de las controversias administrativas 

El sexto proceso contencioso administrativo previsto en la Ley es el proceso contencioso 
administrativo de las controversias administrativas, a cuyo efecto, el artículo 23 asigna a la Sala 
Político Administrativa, competencia para conocer de:   

7.  Las controversias administrativas entre la República, los estados, los municipios u otro 
ente público, cuando la otra parte sea una de esas mismas entidades, a menos que se trate de 
controversias entre municipios de un mismo estado. 

8.  Las controversias administrativas entre autoridades de un mismo órgano o ente, o entre 
distintos órganos o entes que ejerzan el Poder Público, que se susciten por el ejercicio de una 
competencia atribuida por la ley. 

Y conforme al artículo 25 de la Ley Orgánica, los Juzgados Superiores Estadales de la Juris-
dicción Contencioso Administrativa son competentes para conocer de: 

9.  Las controversias administrativas entre municipios de un mismo estado por el ejercicio 
de una competencia directa e inmediata en ejecución de la ley. 

G.  Los procesos contencioso administrativos de interpretación de las leyes 

El séptimo proceso contencioso administrativo es el de interpretación de las leyes, a cuyo 
efecto el  artículo 23.21 asigna a la Sala Político Administrativa, con exclusividad, competencia 
para conocer de “los recursos de interpretación de leyes de contenido administrativo.” 

Se precisó, en esta forma, frente a la competencia general de todas las Salas para interpretar 
las leyes, que lo que corresponde a la Sala Político Administrativa en exclusividad es sólo la inter-
pretación de las leyes de “contenido administrativo.”  

3.  Acciones y demandas contencioso administrativas y los procedimientos  

A los efectos del desarrollo de estos procesos, conforme a la Ley Orgánica, se han puesto a 
disposición de que quienes ejerzan los puedan iniciar, como lo hemos señalado en otro lugar,182 las 

                                           

182  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Introducción General al Régimen de la Jurisdicción Contencioso Administrativa,” 
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siguientes siete de acciones contencioso-administrativos: en primer lugar, las demandas de conteni-
do patrimonial contra los entes públicos; en segundo lugar, las demandas en relación con la presta-
ción de servicios públicos; en tercer lugar, las contra las vías de hecho administrativas; en cuarto 
lugar, las demandas contra las conductas omisivas de la Administración; en quinto lugar, las de-
mandas de nulidad de los actos administrativos; en sexto lugar, las demandas de interpretación de 
leyes administrativas, y en séptimo lugar, las demandas para la solución de las controversias admi-
nistrativas. 

Por otra parte, la Ley Orgánica de 2010 estableció en relación a todos estos procesos, un con-
junto de normas procesales comunes a todas las demandas, dividiendo arbitrariamente los procedi-
mientos que deben seguirse en los procesos, sólo en tres tipos:  

Primero, el procedimiento aplicable al proceso contencioso administrativo de las demandas 
de contenido patrimonial;  

Segundo, un procedimiento denominado “breve,” aplicable (i) al proceso contencioso admi-
nistrativos de las demandas de contenido no patrimonial o indemnizatorio y en especial, las ejerci-
das con ocasión de la omisión, demora o deficiente prestación a los servicios públicos; (ii) al proce-
so contencioso administrativos de las demandas contra las vías de hecho; y (iii) al proceso conten-
cioso administrativos de las demandas contra la abstención o carencia de la Administración; y  

Tercero, un procedimiento común aplicable (i) el proceso contencioso administrativos anula-
ción de los actos administrativos; (ii) al proceso contencioso administrativos para la interpretación 
de leyes;  y (iii) al proceso contencioso administrativos para la solución de controversias adminis-
trativas. 

Esta división de los procedimientos contencioso administrativos, como hemos dicho, fue 
hecha en forma arbitraria, sin explicación alguna de la agrupación de procesos, mezclando así en un 
procedimiento, procesos que nada tienen en común. No se entiende, por ejemplo, porqué a los pro-
cesos contencioso administrativos contra la carencia o abstención administrativas no se aplicó, por 
ejemplo, el mismo procedimiento establecido para los procesos contencioso administrativos de 
anulación de actos administrativos; o porqué a los procesos contencioso administrativos de deman-
das contra vías de hecho, no se aplicó el mismo procedimiento establecido para los procesos con-
tencioso administrativos de las demandas de contenido patrimonial. 

4.  La protección contencioso administrativa de los intereses colectivos y difusos  

Una de las innovaciones importantes en materia de tutela judicial efectiva frente a la Admi-
nistración fue la consagración del derecho de acceso a la justicia con expresa mención de la protec-
ción judicial de los intereses colectivos y difusos,183 y no sólo de los intereses subjetivos y particu-

                                                                       

en Allan R. Brewer-Carías y Víctor Hernández Mendible, Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Adminis-
trativa, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010, pp. 9-151.Véase además, Allan R. Brewer-Carías, "Los di-
versos tipos de acciones y recursos contencioso-administrativos en Venezuela", en Revista de Derecho Público, 
Nº 25, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1986, pp. 6 ss. 

183  Véase en general, José L. Villegas Moreno, “Los intereses difusos y colectivos en la Constitución de 1999”, en 
Revista de Derecho Constitucional, Nº 2 (enero-junio). Editorial Sherwood, Caracas, 2000, pp. 253-269; Ana E. 
Araujo García, “El principio de la tutela judicial efectiva y los intereses colectivos y difusos”, en El Derecho Pú-
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lares. Los intereses difusos han sido caracterizados por la Sala Constitucional del Tribunal Supre-
mo como los que conciernen a la calidad de la vida (condiciones básicas de existencia) de toda la 
comunidad o sociedad, que se difunden entre todos los individuos de la comunidad. Este derecho o 
interés difuso, ha agregado la Sala Constitucional, “debido a que la lesión que lo infringe es general 
(a la población o a extensos sectores de ella), vincula a personas que no se conocen entre sí, que 
individualmente pueden carecer de nexo o relaciones jurídicas entre ellas, que en principio son 
indeterminadas, unidas sólo por la misma situación de daño o peligro en que se encuentran como 
miembros de una sociedad, y por el derecho que en todos nace de que se les proteja la calidad de la 
vida, tutelada por la Constitución”. Por tanto, es la afectación o lesión común de la calidad de vida, 
que atañe a cualquier componente de la población o de la sociedad como tal, independientemente 
de las relaciones jurídicas que puedan tener con otros de esos indeterminados miembros, lo que lo 
caracteriza. 

Los daños al ambiente o a los consumidores, son así, por ejemplo, daños que afectan inter-
eses difusos, así ocurra en una determinada localidad, pues tienen efectos expansivos que perjudi-
can a los habitantes de grandes sectores del país y hasta del mundo, y responden a la prestación 
indeterminada de protección al ambiente o de los consumidores. Esa lesión a la población, que 
afecta con mayor o menor grado a todo el mundo, que es captado por la sociedad conforme al grado 
de conciencia del grupo social, es diferente a la lesión que se localiza concretamente en un grupo, 
determinable como tal, aunque no cuantificado o individualizado, como serían los habitantes de una 
zona del país afectados por una construcción ilegal que genera problemas de servicios públicos en 
la zona. Estos intereses concretos, focalizados, son en cambio, los colectivos, referidos a un sector 
poblacional determinado (aunque no cuantificado) e identificable, aunque individualmente, dentro 
del conjunto de personas existe o puede existir un vínculo jurídico que los une entre ellos. De ello 
dedujo la Sala Constitucional que “Son los difusos los de mayor cobertura, donde el bien lesionado 
es más generalizado, ya que atañe a la población en extenso, y que al contrario de los derechos e 
intereses colectivos, surgen de una prestación de objeto indeterminado; mientras que en los colecti-
vos, la prestación puede ser concreta, pero exigible por personas no individualizables”. Los inter-
eses difusos por ejemplo, se refieren a los daños al ambiente; en cambio, es un interés colectivo “El 
interés de los vecinos de una urbanización, o un barrio, que se ve desmejorado en sus servicios 
públicos por una construcción, por ejemplo, también responde a un bien jurídico suprapersonal, 
pero es determinable, localizable en grupos específicos, y ese es el interés que permite la acción 
colectiva”184. 

                                                                       

blico a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, Tomo III, Instituto de 
Derecho Público, Universidad Central de Venezuela, Editorial Civitas, Madrid 2003, pp. 2703-2717; Ana Elvira 
Araujo, “El principio de la tutela judicial efectiva y los intereses colectivos y difusos”, Revista de derecho del Tri-
bunal Supremo de Justicia, Nº 4, Caracas, 2002, pp. 1 a 29; Mariolga Quintero Tirado, “Aspectos de una tutela 
judicial ambiental efectiva”, en Nuevos estudios de derecho procesal, Libro Homenaje a José Andrés Fuenmayor, 
Vol. II, Tribunal Supremo de Justicia, Colección Libros Homenaje, Nº 8, Caracas, 2002 pp. 189 a 236; Flor M. 
Ávila Hernández, “La tutela de los intereses colectivos y difusos en la Constitución venezolana de 1999”, en El 
Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, Tomo III, 
op. cit., pp.  2719-2742. 

184 Véase sentencia de la Sala Constitucional Nº 656 de 30-06-2000, Caso: Defensor del Pueblo vs. Comisión Legis-
lativa Nacional. Citada en la sentencia de la Sala Constitucional Nº 279 de 19-2-2002 (Caso: Ministerio Publico 
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Si bien la Constitución atribuye expresamente al Defensor del Pueblo la atribución de ampa-
rar y proteger los derechos e intereses legítimos, colectivos y difusos de las personas contra las 
arbitrariedades, desviaciones de poder y errores cometidos en la prestación de los servicios públi-
cos, interponiendo cuando fuere procedente las acciones necesarias para exigir al Estado el resar-
cimiento a los administrados de los daños y perjuicios que les sean ocasionados con motivo del 
funcionamiento de los servicios públicos (art. 281,2), la legitimación activa para proteger esos de-
rechos e intereses colectivos y difusos no está reservada en exclusiva a dicho funcionario.  

Cualquier persona legitimada para intentar una acción contencioso-administrativa puede in-
vocar la representación de intereses difusos o colectivos, siempre que “el que acciona lo haga en 
base no sólo a su derecho o interés individual, sino en función del derecho o interés común o de 
incidencia colectiva”; que “la razón de la demanda (o del amparo interpuesto) sea la lesión general 
a la calidad de vida de todos los habitantes del país o de sectores de él, ya que la situación jurídica 
de todos los componentes de la sociedad o de sus grupos o sectores, ha quedado lesionada al des-
mejorarse su calidad común de vida”; y “que exista un vínculo, así no sea jurídico, entre quien de-
manda en interés general de la sociedad o de un sector de ella (interés social común), nacido del 
daño o peligro en que se encuentra la colectividad (como tal)185. 

5.  El recurso al arbitraje en materia de contratos públicos 

La Constitución, por otra parte, en su artículo 258 remite a la Ley para promover el arbitraje, 
la conciliación, la mediación y cualesquiera otros medios alternativos para la solución de conflic-
tos.186 En lo que se refiere al arbitraje, en materia administrativa ello está aceptado, tal como se 
regula en el ámbito interno en la Ley de Arbitraje Comercial,187 y en el ámbito internacional, siem-
pre que conforme a la naturaleza del objeto del contrato, por ejemplo por su carácter comercial, 
pueda establecerse la cláusula arbitral conforme al artículo 151 de la Constitución,188 conforme se 
ha analizado anteriormente. 

IX.  OTRAS TECNICAS DE CONTROL DE LA ADMINISTRACIÓN 

Además del control judicial de la Administración Pública, la Constitución establece el con-
trol parlamentario y el control fiscal.  

                                                                       

vs. Colegio de Médicos del Distrito Capital) como Caso: Dilia Parra Guillén, en Revista de Derecho Público, Nº 
89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2002. 

185 Véase sentencia Nº 1048 de 17-08-2000 (Caso: William Ojeda vs. Consejo Nacional Electoral), en Revista de 
Derecho Público, Nº 83, (julio-septiembre), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, pp. 325 y ss. 

186  Sobre el arbitraje como medio alternativo de justicia véase la sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo Nº 186 de 14-02-2001, en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Cara-
cas, 2001, pp. 253 y ss. 

187  Artículo 4 de la Ley de Arbitraje Comercial (Gaceta Oficial Nº 36. 430 de 07-04-1998. Véase, Allan R. Brewer-
Carías, “El arbitraje y los contratos de interés nacional,”en Seminario sobre la Ley de Arbitraje Comercial, Aca-
demia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 1999, pp. 169-186.  

188  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Algunos comentarios a la Ley de Promoción y Protección de Inversions: Contra-
tos Públicos y Jurisdicción,” en Irene valera (Coord.), Arbitraje comercial interno e internacional. Reflexiones 
teóricas y experiencias prácticas, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 1999, pp. 279-288.  
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1.  El control político sobre la Administración 

En cuanto al primero, se atribuye a la Asamblea Nacional y a sus Comisiones, a cuyo efecto, 
el artículo 222 de la Constitución, dispone que la Asamblea Nacional puede ejercer su función de 
control mediante los siguientes mecanismos: las interpelaciones, las investigaciones, las preguntas, 
las autorizaciones y las aprobaciones parlamentarias previstas en la Constitución y en la ley y cual-
quier otro mecanismo que establezcan las leyes y su reglamento.  En ejercicio del control parlamen-
tario, la Asamblea pueda declarar la responsabilidad política de los funcionarios públicos189 y soli-
citar al Poder Ciudadano que intente las acciones a que haya lugar para hacer efectiva tal responsa-
bilidad.  

Por otra parte, tanto la Asamblea como sus Comisiones pueden realizar las investigaciones 
que juzguen convenientes en las materias de su competencia, de conformidad con el reglamento 
(art. 223).  

Por último, debe destacarse que conforme al artículo 224, el ejercicio de la facultad de inves-
tigación no afecta las atribuciones de los demás poderes públicos. Sin embargo, en cuanto a los 
jueces, estos están obligados a evacuar las pruebas para las cuales reciban comisión de la Asamblea 
Nacional y de sus Comisiones.190  

De acuerdo con el artículo 223 de la Constitución, todos los funcionarios públicos están obli-
gados, bajo las sanciones que establezcan las leyes, a comparecer ante dichas Comisiones y a sumi-
nistrarles las informaciones y documentos que requieran para el cumplimiento de sus funciones. 
Esta obligación comprende también a los particulares; quedando a salvo los derechos y garantías que 
la Constitución consagra.  

A los efectos de asegurar la aplicación de esta norma constitucional en 2001 se dictó la Ley 
Sobre el Régimen para la Comparecencia de Funcionarios y Funcionarias Públicos y los o las Parti-
culares ante la Asamblea Nacional o sus Comisiones191, con el objeto, precisamente, de establecer 
las normas que rigen la comparecencia de funcionarios públicos y los particulares ante la Asamblea 
Nacional o sus Comisiones, así como las sanciones por el incumplimiento a las mismas. Dicha Ley 
dispone que la Asamblea Nacional, o sus Comisiones, en el ejercicio de sus atribuciones constitu-
cionales puede acordar, conforme a su Reglamento, la comparecencia ante la plenaria, o ante sus 
Comisiones, de todos los funcionarios públicos, así como de los particulares “preservando los dere-
chos fundamentales, garantías y principios constitucionales, a los fines del cumplimiento efectivo 
de las funciones de control y de investigación parlamentaria que sobre el Gobierno nacional, esta-
dal y municipal, y sobre la administración descentralizada, le correspondan” (art. 3).  

                                           

189 Véase sobre esto Allan R. Brewer-Carías “Aspectos del control político sobre la Administración Pública” en 
Revista de Control Fiscal, Nº 101, Contraloría General de la República, Caracas, 1981, pp. 107 a 130. 

190 Véase Allan R. Brewer-Carías, “Los poderes de investigación de los cuerpos legislativos y sus limitaciones, con 
particular referencia a los asuntos secretos”, Revista de Derecho Público, Nº 10, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 1982, pp. 25 a 42. 

191  Véase Ley Sobre el Régimen para la Comparecencia de Funcionarios y Funcionarias Públicos y los o las Particu-
lares ante la Asamblea Nacional o sus Comisiones (Ley Nº 30), en Gaceta Oficial Nº 37.252 del 2 de agosto de 
2001. 
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Cuando con motivo de la comparecencia de un funcionario público, persona natural o repre-
sentantes de personas jurídicas, se determinen fundados indicios que hagan presumir la existencia 
de ilícitos administrativos que comprometan el patrimonio público, conforme se establece en el 
artículo 19 de la Ley, “las actuaciones de la Asamblea Nacional o de la Comisión respectiva consti-
tuyen medios de prueba vinculantes, para que la Contraloría General de la República abra la averi-
guación correspondiente sobre la responsabilidad administrativa de las personas involucradas”. Si 
en esos casos se determinan fundados indicios de la comisión de ilícitos penales, también dispone el 
artículo 20 de la Ley que “las Actas de las comparecencias constituyen actuaciones preliminares simi-
lares a las exigidas en la fase preparatoria del juicio penal” las cuales adminiculadas deben ser pasa-
das al Ministerio Público para que ejerza la acción correspondiente contra las personas involucradas. 

2.  El control fiscal de la Administración 

Pero además del control parlamentario, la Administración Pública está sometida al control 
fiscal por parte de la Contraloría General de la República que es uno de los órganos del Poder Ciu-
dadano; y que conforme al artículo 287 de la Constitución, es el órgano de control, vigilancia y 
fiscalización de los ingresos, gastos, bienes públicos y bienes nacionales, así como de las operacio-
nes relativas a los mismos. Goza de autonomía funcional, administrativa y organizativa, y orienta 
su actuación a las funciones de inspección de los organismos y entidades sujetas a su control192. En 
2001 se ha sancionado la Ley Nº 59, sobre Ley Orgánica de la Contraloría General de la República 
y del Sistema Nacional de Control Fiscal193.  

Entre las atribuciones de la Contraloría General de la República, conforme al artículo 289 de 
la Constitución, además de la ya señalada, están las de controlar la deuda pública, inspeccionar y 
fiscalizar los órganos, entidades y personas jurídicas del sector público sometidos a su control; 
practicar fiscalizaciones, disponer el inicio de investigaciones sobre irregularidades contra el pa-
trimonio público, así como dictar las medidas, imponer los reparos y aplicar las sanciones adminis-
trativas a que haya lugar de conformidad con la ley; instar al Fiscal General de la República a que 
ejerzan las acciones judiciales a que hubiere lugar con motivo de las infracciones y delitos cometidos 
contra el patrimonio público y de los cuales tenga conocimiento en el ejercicio de sus atribuciones; y 
ejercer el control de gestión y evaluar el cumplimiento y resultado de las decisiones y políticas 
públicas de los órganos, entidades y personas jurídicas del sector público sujetos a su control, rela-
cionadas con sus ingresos, gastos y bienes. 

A los efectos de desarrollar estos principios constitucionales relativos al sistema nacional de 
control fiscal (art. 290), se ha sancionado la Ley Orgánica de la Contraloría General de la Repúbli-
ca y del Sistema Nacional de Control Fiscal194, la cual en su artículo 9, sujeta a sus disposiciones y 
al control, vigilancia y fiscalización de la Contraloría General de la República, a todos los órganos y 
entidades del Estado, en los tres niveles territoriales.  

                                           

192  Véase José Ignacio, Hernández G., “La Contraloría General de la República”, Revista de Derecho Público, Nº 83 
(julio-septiembre), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, pp. 21-38. 

193  Gaceta Oficial Nº 37.347 del 17 de diciembre de 2001. 

194  Gaceta Oficial N° 37.347 del 17 de Diciembre de 2001. 
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X.  LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

Uno de los principios de rango constitucional más importantes en relación con el derecho 
administrativo en Venezuela, es el de la responsabilidad administrativa, tanto de los funcionarios 
como de la Administración Pública, es decir, de las personas jurídicas estatales de cuyos órganos 
administrativos aquéllos son titulares. 

1. La responsabilidad de los funcionarios públicos 

En efecto, un principio fundamental que rige para todos los órganos del Estado, es decir, que 
ejercen el Poder Público, y por supuesto, para la Administración Pública, es el regulado en el artí-
culo 139 de la Constitución, que recoge otra norma tradicional de nuestro constitucionalismo, y es 
el principio de la responsabilidad individual de los funcionarios públicos en el ejercicio del Poder 
Público195. Dispone dicha norma que “El ejercicio del Poder Público acarrea responsabilidad indi-
vidual por abuso o desviación de poder o por violación de esta Constitución o de la Ley”. Esta 
norma recoge el principio del artículo 121 de la Constitución de 1961, pero agregando a la ahora la 
“desviación de poder” dentro de los supuestos que generan responsabilidad del funcionario; vicio 
de los actos administrativos que reafirma su rango constitucional.  

En consecuencia, la responsabilidad de los funcionarios que causen daños al ejercer el Poder 
Público, se puede originar cuando ello ocurra por abuso de poder, es decir, por el llamado vicio en 
la causa de los actos estatales (falso supuesto, por ejemplo); por desviación de poder, que es el 
vicio en la finalidad del acto estatal, al usarse el poder conferido para perseguir fines distintos a los 
establecidos en la norma atributiva de competencia; y en general, por violación de la Constitución o 
de la Ley, es decir, en general, por contrariedad al derecho. 

La Constitución, por otra parte, y también siguiendo una larga tradición de nuestro constitu-
cionalismo, reitera el principio de la responsabilidad de los funcionarios públicos pero en particu-
lar, respecto de los actos que dicten, ordenen o ejecuten, que violen o menoscaben los derechos 
garantizados constitucionalmente; responsabilidad que puede ser civil, penal y administrativa, sin 
que pueda servirles de excusa órdenes superiores que reciba el funcionario. (art. 25). Este mismo 
principio lo repite el artículo 8 de la Ley Orgánica de la Administración Pública, en relación con 
los funcionarios de la misma. 

En estos casos, y sin perjuicio del derecho de acceso a la justicia establecido en la Constitu-
ción (art. 26) y la ley, los particulares cuyos derechos humanos hayan sido violados o menoscaba-
dos por un acto u orden de un funcionario público pueden, directamente o a través de su represen-
tante, acudir ante el Ministerio Público para que éste ejerza las acciones a que hubiere lugar para 
hacer efectiva “la responsabilidad civil, laboral, militar, penal, administrativa o disciplinaria” en 
que hubiere incurrido dicho funcionario. Igualmente, pueden acudir ante la Defensoría del Pueblo 

                                           

195  Véase en general, Jesús Caballero Ortiz, “Consideraciones fundamentales sobre la responsabilidad administrativa 
en Francia y en España y su recepción en la Constitución venezolana de 1999”, en  Estudios de Derecho Público: 
Libro Homenaje a Humberto J. La Roche Rincón, Volumen II. Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2001, pp. 
255-271; Luis A. Ortiz-Álvarez, “La responsabilidad patrimonial del Estado y de los funcionarios públicos en la 
Constitución de 1999”, en Estudios  de Derecho Administrativo: Libro Homenaje a la Universidad Central de 
Venezuela, Volumen II. Imprenta Nacional, Caracas, 2001, pp. 149-208. 
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para que ésta inste al Ministerio Público a ejercer dichas acciones y, además, para que la Defensoría 
del Pueblo solicite ante el Consejo Moral Republicano que adopte las medidas a que hubiere lugar con 
respecto a tales funcionarios, de conformidad con la ley. 

A los efectos, incluso, de la posibilidad de exigencia de responsabilidad, la Ley Orgánica es-
tablece el principio de rendición de cuentas, al disponer su artículo 14 que las autoridades y fun-
cionarios de la Administración Pública deben “rendir cuentas de los cargos que desempeñen en los 
términos y condiciones que determine la ley.” 

2.  La responsabilidad patrimonial de la Administración 

Por otra parte, una de las innovaciones importantes de la Constitución de 1999 en materia de 
régimen general del ejercicio del Poder Público, es la previsión expresa del principio de la respon-
sabilidad patrimonial del Estado; es decir, de las personas jurídicas estatales, básicamente la que 
resultan de la distribución vertical del Poder Público (Repúblicas, Estados y de Municipios), por 
los daños y perjuicios que causen los funcionarios en ejercicio de sus funciones. 

En la Constitución de 1961 el principio de la responsabilidad del Estado, por supuesto, que 
se deducía de la previsión del artículo 47 de que establecía que las personas no podían pretender 
que los entes estatales los indemnizaren sino por daños causados por “autoridades legítimas en 
ejercicio de su función pública”; y del artículo 206, que regulaba la jurisdicción contencioso admi-
nistrativa (equivalente al artículo 259 de la Constitución de 1999), al atribuirle a los tribunales de 
dicha jurisdicción, competencia para dictar sentencias de condena “al pago de sumas de dinero y a 
la reparación de daños y perjuicios originados en responsabilidad de la Administración”. 

A propuesta nuestra196 se incluyó en la nueva Constitución una norma expresa en la materia, 
con el siguiente texto: 

Artículo 140: El Estado responderá patrimonialmente por los daños que sufran los particula-
res en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión sea imputable al funciona-
miento de la Administración Pública. 

La expresión “funcionamiento de la Administración Pública”, de carácter muy genérico, 
permite que la responsabilidad del Estado se origine cuando la lesión se derive del funcionamiento 
normal o anormal de los servicios públicos a cargo del Estado o en general, de la actividad adminis-
trativa realizada por la Administración Pública, como estructura orgánica.197 

                                           

196 Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea nacional Constituyente), Tomo II, 
Fundación de Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1999, pp. 184 y ss. 

197 Véase en general, Luis Ortiz Álvarez, La Responsabilidad Patrimonial de la Administración Pública, Caracas, 
1995; Margarita Escudero León, “Reflexiones sobre la ejecución de sentencias que condenan al Estado al pago de 
sumas de dinero”, en El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. 
Brewer-Carías, Tomo II, Instituto de Derecho Público, UCV, Civitas Ediciones, Madrid, 2003, pp. 2310-2329; 
María E. Soto, “Régimen constitucional de la responsabilidad extracontractual de la Administración Pública”, en 
Revista LEX NOVA del Colegio de Abogados del Estado Zulia, Nº 239, Maracaibo, 2001, pp. 49-72; Luis A. Or-
tiz-Álvarez, “La responsabilidad patrimonial del Estado y de los funcionarios públicos en la Constitución de 
1999”, en Estudios  de Derecho Administrativo: Libro Homenaje a la Universidad Central de Venezuela, Volu-
men II, Imprenta Nacional, Caracas, 2001, pp. 149-208; Ana C. Núñez Machado, “La nueva Constitución y la 
responsabilidad patrimonial del Estado”, en Comentarios a la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
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Se observa, ante todo, que conforme a este artículo, la responsabilidad es del “Estado”, es decir, 
de las personas jurídicas estatales en particular, de la República, de los Estados y de los Municipios en 
sus respectivos niveles territoriales, por el funcionamiento de sus Administraciones Públicas. 

Ahora bien, en cuanto a la expresión “Administración Pública” utilizada en este artículo, en 
todo caso, debe interpretarse conforme se utiliza la expresión en el Título IV de la Constitución, 
donde está ubicada, abarcando no sólo la Administración Pública conformada por los órganos que 
ejercen el Poder Ejecutivo, en los y tres niveles político territoriales, sino la conformada por los 
órganos que ejercen el Poder Ciudadano y el Poder Electoral, así como la Administración Pública 
que constituye la Dirección Ejecutiva de la Magistratura del Tribunal Supremo de Justicia y las 
unidades administrativas de la Asamblea Nacional. 

La redacción de la norma, sin embargo, podría plantear dudas sobre su aplicación a los casos 
de responsabilidad del Estado legislador, causada, por ejemplo, al sancionar una ley, la cual sin 
embargo, deriva de los principios generales del derecho público198. En cuanto a la responsabilidad 
del Estado por actos judiciales o de los jueces, ésta, sin embargo, sí está regulada expresamente en 
los artículos 49,8 y 255 de la Constitución. 

El principio de la responsabilidad patrimonial del Estado, por la actividad de la Administra-
ción Pública, por otra parte, lo reitera el artículo 13 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca, el cual aún cuando en forma impropia se dispone que la responsabilidad patrimonial sería de la 
“Administración Pública”, cuando esta en realidad no es sujeto de derecho ni persona jurídica. La 
norma, en efecto, señala: 

La Administración Pública será responsable ante las personas por la gestión de sus respecti-
vos órganos, de conformidad con la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 
y la ley, sin perjuicio de la responsabilidad de cualquier índole que corresponda a los funcio-
narios por su actuación. 

La Administración Pública responderá patrimonialmente por los daños que sufran las personas, 
siempre que la lesión sea imputable a su funcionamiento. 

La “Administración Pública,” en efecto, no puede ser responsable pues no es un sujeto de de-
recho; la responsabilidad es de las personas jurídicas estatales político-territoriales (República, 
Estado, Municipios, Distritos Metropolitana), o descentralizadas (p.e., institutos autónomos) que la 
Constitución comprende en la expresión “Estado.” 

                                                                       

zuela”, Vadell Hermanos Editores, Caracas, 2000, pp. 35-64; Abdón Sánchez Noguera, “La responsabilidad del 
Estado por el ejercicio de la función jurisdiccional en la Constitución venezolana de 1999”, en Revista Tachirense 
de Derecho, Nº 12 (enero-diciembre). Universidad Católica del Táchira, San Cristóbal, 2000, pp. 55-74; Luis Or-
tiz-Álvarez, “La responsabilidad patrimonial del Estado y de los funcionarios públicos en la Constitución de 
1999”, en Revista de Derecho Constitucional, Nº 1 (septiembre-diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 1999, 
pp. 267-312; Ana C. Núñez Machado, “Reflexiones sobre la interpretación constitucional y el artículo 140 de la 
Constitución sobre responsabilidad patrimonial del Estado”, en Revista de Derecho Administrativo, Nº 15 (mayo-
diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 2002, pp. 207-222; Alfonso Rivas Quintero, Derecho Constitucional, 
Paredes Editores, Valencia-Venezuela, 2002, pp. 276 y ss. 

198  Véase Carlos A. Urdaneta Sandoval, “El Estado venezolano y el fundamento de su responsabilidad patrimonial 
extracontractual por el ejercicio de la función legislativa a la luz de la Constitución de 1999”, en Revista de Dere-
cho Constitucional, Nº 5 (julio-diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 2001, pp. 247-301; 
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La Sala Constitucional ha sentado criterio de que la Constitución de 1999 establece un régi-
men amplio, integral y objetivo de la responsabilidad patrimonial del Estado que se erige en garan-
tía de los particulares frente a las actuaciones dañosas de la Administración, mucho más amplio del 
establecido en la Constitución de 1961, del cual “no cabe duda que dicha responsabilidad debe ser 
apreciada de manera objetiva descartándose la culpa del funcionario como fundamento único del 
sistema indemnizatorio”. En consecuencia, la Sala apartándose del criterio restringido que había 
sido establecido por la Sala Político Administrativa199, resolvió que “la responsabilidad patrimonial 
del Estado no debe ser considerada como una garantía en favor de los entes públicos; por el contra-
rio, su consagración constitucional exige que la misma sea interpretada por los jueces en sentido 
amplio y progresista como una garantía patrimonial del administrado frente a las actuaciones de la 
Administración generadoras de daño.”200 

XI.  EL SERVICIO PÚBLICO Y LOS MERCADOS DE INTERÉS GENERAL (LIBERA-
LIZACIÓN, PRIVATIZACIÓN Y REGULACIÓN) Y SU RÉGIMEN DE COMPE-
TENCIA 

1.  Principios constitucionales del sistema económico 

Siguiendo, en cierta forma, las orientaciones de la Constitución de 1961, en materia de Cons-
titución Económica201 la Constitución de 1999 estableció un sistema económico de economía mixta 
y social de mercado202 que se fundamenta en la libertad económica, pero que debe desenvolverse 
conforme a principios de justicia social, que requieren de la intervención del Estado.203 

En esa orientación, precisamente se inscribe el contenido del artículo 299, al prescribir que el 
régimen socioeconómico de la República se fundamenta en los siguientes principios: justicia social, 
democratización, eficiencia, libre competencia, protección del ambiente, productividad y solidari-

                                           

199  Véase la sentencia Nº 943 de 15-05-2001. 

200  Véase la sentencia Nº 2818 de 19-11-2002 (Caso: Ramón Oscar Carmona Vásquez,  en Revista de Derecho Pú-
blico, Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002, pp. 113 y ss. 

201 Véase Allan R. Brewer-Carías, “Reflexiones sobre la Constitución Económica” en Estudios sobre la Constitución 
Española. Homenaje al Profesor Eduardo García de Enterría, Madrid 1991, pp. 3839 a 3853; Ignacio de León, 
“A cinco años de la Constitución Económica de 1999. Un balance de la gestión,” Jesús María Casal, Alfredo 
Arismendi y Carlos Luis Carrillo Artiles (Coord.), Tendencias Actuales del Derecho Constitucional. Homenaje a 
Jesús María Casal Montbrun, Tomo II, Universidad Central de Venezuela/Universidad Católica Andrés Bello, 
Caracas, 2008, pp. 379-406. 

202 Véase lo que expusimos ante la Asamblea, en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo III, op. cit., 
pp. 15 a 52. 

203  Véase en general, Henrique Meier, “La Constitución económica,” en Revista de Derecho Corporativo, Vol. 1, Nº 
1. Caracas, 2001, pp. 9-74; Dagmar Albornoz, “Constitución económica, régimen tributario y tutela judicial efec-
tiva,” en Revista de Derecho Constitucional, Nº 5 (julio-diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 2001, pp. 7-20; 
Ana C. Núñez Machado, “Los principios económicos de la Constitución de 1999,” en Revista de Derecho Consti-
tucional, Nº 6 (enero-diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 2002, pp. 129-140; Claudia Briceño Aranguren y 
Ana C. Núñez Machado, “Aspectos económicos de la nueva Constitución,” en Comentarios a la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela, Vadell Hermanos, Editores, Caracas, 2000, pp. 177 ss., Jesús Ollarves 
Irazábal, “La vigencia constitucional de los Derechos Económicos y Sociales en Venezuela,” Libro Homenaje a 
Enrique Tejera París, Temas sobre la Constitución de 1999, Centro de Investigaciones Jurídicas (CEIN), Caracas, 
2001, pp. 159 a 192; Rafael Ortiz Ortiz, “Derechos fundamentales y las actividades económicas de interés gene-
ral,” en Revista de Derecho, Nº 22, Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2006, pp. 123-202. 
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dad, a los fines de asegurar el desarrollo humano integral y una existencia digna y provechosa para 
la colectividad. 

El sistema económico, por tanto, se fundamenta en la libertad económica, la iniciativa privada y la 
libre competencia, pero con la participación del Estado como promotor del desarrollo económico, regu-
lador de la actividad económica, y planificador con la participación de la sociedad civil. Este sistema 
de economía mixta como lo ha sido precisado por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, en 
sentencia N° 117 de 6 de febrero de 2001, está basado en la idea de que la Constitución:  

propugna una serie de valores normativos superiores del régimen económico, consagrando 
como tales la libertad de empresa en el marco de una economía de mercado y fundamental-
mente el del Estado Social de Derecho (Welfare State, Estado de Bienestar o Estado Social-
demócrata), esto es un Estado social opuesto al autoritarismo. Los valores aludidos se des-
arrollan mediante el concepto de libertad de empresa, que encierra, tanto la noción de un de-
recho subjetivo “a dedicarse libremente a la actividad económica de su preferencia,” como 
un principio de ordenación económica dentro del cual se manifiesta la voluntad de la empre-
sa de decidir sobre sus objetivos. En este contexto, los Poderes Públicos, cumplen un rol de 
intervención, la cual puede ser directa (a través de empresas) o indirecta (como ente regula-
dor del mercado). 204 

Ello, según el criterio de la misma Sala Constitucional, “permiten determinar el grado de 
flexibilidad de nuestra Constitución Económica dentro de la economía de mercado, el cual puede 
tener como contenido la economía social de mercado o la economía dirigida o controlada de mer-
cado, adaptándose de esta forma, a las necesidades de su tiempo...”; de lo que concluyó la Sala 
señalando que se patentiza “el carácter mixto de la economía venezolana,” esto es, “un sistema 
socioeconómico intermedio entre la economía de libre mercado (en el que el Estado funge como 
simple programador de la economía, dependiendo ésta de la oferta y la demanda de bienes y servi-
cios) y la economía interventora (en la que el Estado interviene activamente como el “empresario 
mayor”).”  

Ello se desprende, por otra parte, del propio texto de la Constitución, que promueve expre-
samente, “la actividad económica conjunta del Estado y de la iniciativa privada en la persecución y 
concreción de los valores supremos consagrados en la Constitución,”205 garantizando tanto la liber-
tad económica o el derecho de las personas al libre ejercicio de las actividades económicas de su 
preferencia (art. 112), como la propiedad privada (art. 115), y en particular, prohibiendo la confis-
cación (art. 116) y regulando la expropiación (art. 115), garantizando el pago de una justa y opor-
tuna compensación.206 

2. La actividad administrativa y su incidencia en la esfera de los administrados 

La actividad administrativa, por esencia, incide en la esfera jurídica de los administrados, y 
en materia económica, en la libertad económica. En este campo, como en todo el del derecho admi-

                                           

204  Véase en Revista de Derecho Público, N° 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, pp. 212-218. 

205  Idem. Véase sobre dicha sentencia, José Ignacio Hernández, “Constitución económica y privatización (Comenta-
rios a la sentencia de la Sala Constitucional del 6 de febrero de 2001),” en Revista de Derecho Constitucional, Nº 
5, julio-diciembre-2001, Editorial Sherwood, Caracas, 2002, pp. 327-342. 

206  
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nistrativo, éste, además de regular a la Administración Pública como complejo orgánico, el ejerci-
cio de la función administrativa y la propia actividad administrativa del Estado, regula también las 
relaciones entre las personas jurídicas estatales como sujetos de derecho actuando a través de los 
órganos de la Administración Pública, y los administrados, como consecuencia de la gestión del 
interés público que, en concreto, aquéllas tienen que asumir. 

En estas relaciones está otro de los elementos claves del derecho administrativo contemporá-
neo: el necesario equilibrio, en un régimen democrático, que tiene que establecerse entre los pode-
res y prerrogativas de los órganos de la Administración Pública y los derechos de los particulares o 
administrados, lo cual plantea unas especiales exigencias en un régimen de derechos y garantías 
ciudadanas. 

En esta forma, ante el elenco de derechos y garantías que declara la Constitución, correspon-
de a la legislación propia del derecho administrativo su regulación, actualización, limitación y pro-
tección concretas, y con ello la de las diversas formas de la actividad administrativa, que corres-
ponden a las clásicas formas o cometidos de: policía, fomento, servicio público, control y gestión 
de los asuntos públicos. 

La primera, la actividad de policía, quizás la más clásica de las actividades administrativas, 
siempre resulta en definitiva en una limitación a los derechos constitucionales; la segunda, la acti-
vidad de fomento, se manifiesta en la política el estímulo al desarrollo pleno de los mismos dere-
chos ciudadanos, con particulares connotaciones en el ámbito económico; la tercera, la actividad de 
servicio público, en esencia es la obligación prestacional impuesta al Estado consecuencia directa 
de derechos ciudadanos previstos constitucional o legalmente; la cuarta, la actividad de control, 
corresponde a todas las acciones del Estado de control de la actuación tanto de los órganos de la 
Administración Pública como de los propios administrados en relación con sus actividades regula-
das; y la quinta forma de la actividad administrativa, la de gestión del interés general, que puede 
manifestarse, entre otros, en el campo de la economía cuando el Estado gestiona incluso directa-
mente actividades dentro del sistema de economía mixta establecido en la Constitución. 

En esta forma, la actividad administrativa, materialmente hablando, no puede concebirse sin 
su incidencia directa en la esfera jurídica de los particulares, pues en definitiva, aquella se concreta 
en una regulación, limitación, estímulo, satisfacción, control o protección de los derechos y garan-
tías constitucionales. 

La materia administrativa, por tanto, está conformada por todas aquellas regulaciones que 
permiten al Estado actuar en concreto, realizando cometidos y prestaciones, y que a la vez se confi-
guran como limitaciones a los derechos y garantías constitucionalmente permitidas, por lo que bien 
podría decirse que el derecho administrativo, materialmente hablando, es el derecho de las limita-
ciones y regulaciones al ejercicio de esos derechos. 

3.  El régimen de los servicios públicos 

Ahora bien, en particular en relación con los servicios públicos, a pesar de las sucesivas cri-
sis que ha tenido en la historia del derecho administrativo, esa noción continúa siendo clave para 
nuestra disciplina. Incluso, su carácter escurridizo y multivalente no puede impedir que se pueda 
definir el concepto como referido a las actividades prestacionales que debe asumir el Estado, ten-
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dientes a satisfacer necesidades generales o colectivas, en cumplimiento de una obligación consti-
tucional o legal y en relación con las cuales, los particulares no tienen derecho a desarrollarlas “li-
bremente.”207 

De esta definición resulta lo siguiente: 

En primer lugar, que se trata siempre de una actividad, es decir, de un conjunto de operacio-
nes y tareas a cargo de un sujeto de derecho, consistente en dar o hacer algo a favor de otros, en 
suma, de prestar. Se trata, por tanto, de una actividad prestacional; pero no de cualquier tipo de 
prestación sino de una que es de interés de todos, de interés público o colectivo por lo que los suje-
tos a los cuales se destina son todos, es decir, al público en general. 

En segundo lugar, esa actividad prestacional corresponde cumplirla obligatoriamente al Es-
tado, es decir, a los entes públicos, por estar así establecido en la Constitución o en una Ley. Por 
tanto, no toda actividad prestacional de interés público que realicen los entes públicos puede consi-
derarse como un servicio público, sino sólo aquellas que éstos asumen en cumplimiento de una 
obligación constitucional o legal, lo que implica la regularidad y continuidad. 

En tercer lugar, tratándose de una actividad prestacional que corresponde como obligación 
al Estado, de acuerdo al principio de alteridad, los particulares, es decir, el público en general, tie-
nen un correlativo derecho constitucional o legal a recibir la prestación, el cual, como todo dere-
cho, debe ser esencialmente justiciable y protegible. 

En cuarto lugar, desde el momento en el cual una actividad se configura como servicio pú-
blico a cargo de los entes públicos, la misma queda sustraída de las que pueden ser desarrolladas 
libremente por los particulares. No es que necesariamente la actividad queda excluida del ámbito 
de la libertad económica de los particulares, sino que en relación con ella, ésta no puede desarro-
llarse libremente. 

Es decir, la libertad económica, como derecho de toda persona de “dedicarse libremente a la 
actividad económica de su preferencia” (art. 112 de la Constitución), está limitada, constitucional o 
legalmente, en una proporción inversa al grado de asunción de la actividad por parte del Estado.   

En todo caso, la idea clave a los efectos de la conceptualización jurídica del servicio público, 
es la existencia de una obligación constitucional o legal a cargo del Estado para la realización de la 
actividad prestacional. Ello contribuye a deslindar a los servicios públicos de las actividades pres-
tacionales que el Estado realiza por ejemplo, como mero empresario, que no se ejecutan en virtud 
del cumplimiento de obligación constitucional o legal algunas, y respecto de las cuales existe el 
derecho de los particulares a desarrollarlas libremente. 

                                           

207  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Comentarios sobre la noción del servicio público como actividad prestacional del 
Estado y sus consecuencias” en Revista de Derecho Público, N° 6, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
abril-junio 1981, pp. 65-71 “El régimen constitucional de los servicios públicos» en El nuevo servicio público. 
Actividades reservadas y regulación de actividades de interés general (electricidad, gas, telecomunicaciones y 

radiodifusión) VI Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer-Carías, Caracas 

2002, Fundación de Estudios de Derecho Administrativo, Caracas 2003, pp. 19-49; José Ignacio Hernández G., 
“Un ensayo sobre el concepto de servicio público en el derecho venezolano”, Revista de Derecho Público, Nº 89-
92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2002, pp. 47-75. 
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En consecuencia, la declaración de una actividad como servicio público que, por tanto, se 
cumple por el Estado en ejecución de una obligación constitucional o legal, da origen a dos conse-
cuencias fundamentales en relación con los particulares y el mercado:  

Por una parte, que con motivo de la obligación jurídica del Estado surge una relación jurídi-
ca, en cuyo otro extremo está como correlativo a la obligación, un derecho de los administrados a 
percibir la prestación de tales servicios públicos; y por otra parte, que la presencia del Estado como 
prestador de servicios públicos restringe, a la vez, la libertad económica de los administrados. 

El servicio público así entendido, se presenta entonces siempre, como una restricción a la li-
bertad económica de los particulares. Por ello es que la creación de un servicio público, es decir, el 
establecimiento de la obligación prestacional a cargo del Estado, sólo puede tener su origen direc-
tamente en la Constitución o en la ley, pues sólo en esos textos, conforme al principio de la reserva 
legal previsto en la propia Constitución (art. 112), es que puede limitarse o restringirse la libertad 
económica. 

Esta consecuencia de la noción de servicio público es la más importante desde el punto de 
vista jurídico; que cuando una actividad prestacional se erige en servicio público, es decir, se im-
pone obligatoriamente al Estado, sea a la República, a los Estados o a los Municipios, se restringe 
automáticamente la libertad económica de los particulares en el sentido de que no pueden, libre-
mente, ejercer dicha actividad.  

Es evidente, por supuesto, que el ámbito de esta restricción no es uniforme, pues depende de 
la regulación concreta que se establezca en la Constitución o en la ley. Las normas pueden estable-
cer una variada gama de restricciones a la libertad económica que pueden ir desde la exclusión total 
de la actividad económica de los particulares en el ámbito de la actividad prestacional, por ejemplo, 
cuando el Estado se la reserva con carácter de exclusividad; hasta la previsión de una concurrencia 
casi sin restricciones, entre la actividad pública y la actividad privada, pasando por los supuestos en 
los cuales, a pesar de que el Estado se reserve el servicio, los particulares pueden prestarlo median-
te concesión. 

Por tanto, según la intensidad de la restricción a la libertad económica que acarrea la consi-
deración de una actividad como servicio público, se pueden distinguir tres grandes categorías de 
servicios públicos: los servicios públicos exclusivos y excluyentes; los servicios públicos exclusi-
vos, pero concedibles; los servicios públicos concurrentes. 

La primera categoría de servicios públicos abarca aquellos reservados al Estado en forma ab-
soluta, de manera que los particulares no pueden, en forma alguna, prestarlos. La Constitución, en 
general, salvo en relación con los servicios públicos vinculados a la seguridad de la Nación y a los 
fines del Estado, no establece directamente ningún servicio público de esta naturaleza, pero permite 
que la ley los pueda establecer en determinados supuestos. En efecto, el artículo 302 de la Constitu-
ción establece expresamente la posibilidad que tiene el Estado de reservarse, mediante Ley Orgánica, 
y por razones de conveniencia nacional, “industrias, explotaciones, servicios y bienes de interés pú-
blico”. 

De acuerdo a este artículo, por tanto, mediante ley orgánica podría establecerse un servicio 
público para ser prestado en forma exclusiva por el Estado, excluyendo a los particulares del ámbi-
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to del mismo. Una reserva de este tipo tendría por efecto fundamental establecer una exclusión a la 
libertad económica de los administrados, la cual no podría desarrollarse, en forma alguna, respecto 
del servicio reservado. En estos casos, la reserva de servicios provocaría el establecimiento de un 
monopolio de derecho a favor del Estado, configurándose el supuesto del artículo 302 de la Consti-
tución como una excepción a la prohibición de los monopolios que regula el artículo 113 de la pro-
pia Constitución. En el ordenamiento jurídico actual no existe ningún servicio público de esta natu-
raleza. 

Una segunda categoría de servicios públicos estaría configurada por aquellos que aún siendo 
atribuidos en forma obligatoria y exclusiva al Estado, es decir, a la República, a los Estados o a los 
Municipios, y estando reservados a los entes públicos, ello no se ha hecho en forma excluyente, por 
lo que mediante concesión podría permitirse a los particulares la prestación de los mismos en de-
terminadas condiciones. La Constitución ha regulado, en muchas normas esta categoría de servicios 
públicos, como servicios públicos exclusivos y no excluyentes, por tanto, concedibles, a cuyo efecto 
ha regulado en general, en el artículo 113 que cuando se trate de “prestación de servicios de naturale-
za pública con exclusividad o sin ella, el Estado podrá otorgar concesiones por tiempo determina-
do, asegurando siempre la existencia de contraprestaciones o contrapartidas adecuadas al interés 
público.”  

Esta norma establece, por tanto, que cuando se trate de una actividad declarada como servi-
cio público exclusivo del Estado, pero no excluyente, sea que se vaya a prestar en forma exclusiva 
o no, el Estado puede otorgar concesiones por tiempo determinado. Por supuesto, corresponde a la 
Ley la determinación del carácter exclusivo del servicio que permita, sin embargo, que su presta-
ción se pueda conceder a los particulares. 

La consecuencia de ello es que en virtud de la reserva, los particulares no tendrían libertad 
económica respecto de las actividades que configuran estos servicios, es decir, en esos supuestos, 
los particulares no tienen derecho a realizar las actividades económicas que los configuran. Pueden, 
sí, obtener ese derecho mediante un acto administrativo bilateral, que es la concesión de servicio 
público, a través de la cual se transfiere a los particulares un derecho que antes no tenían y que se 
constituye por dicho acto. 

En relación con estos servicios, y con excepción de los de carácter municipal (abastecimiento 
de aguas,208 recolección de desechos sólidos, transporte público de pasajeros) o de prestación local,209 
puede decirse que en Venezuela se ha venido produciendo un proceso de liberalización, de manera 
que el régimen de concesión no encuentra ahora regulación sino excepcionalmente, por ejemplo, en 
materia de transporte, como el ferroviario210 o de instalaciones portuarias.211 En materia de telecomu-
nicaciones, en cambio, puede decirse que la actividad económica se liberalizó, correspondiendo al 

                                           

208  Ley Orgánica para la Prestación de los Servicios de Agua Potable y de Saneamiento (Ley Nº 75), Gaceta Oficial  
Nº 5.568 Extraordinario de 31-12-2001. 

209  Por ejemplo, la Ley de Armonización y Coordinación de Competencias de los Poderes Públicos Nacional y Muni-
cipal para la Prestación de los Servicios de Distribución de Gas con fines domésticos y de Electricidad (Decreto-
Ley Nº 1.507) Gaceta Oficial  Nº 37.319 de 07-11-2001 

210  Ley Orgánica del Transporte Ferroviario Nacional (Gaceta Oficial N° 5.889 Extra. de 31-7-2008. 

211  Véase Ley General de Puertos (Gaceta Oficial Nº 39.140 de 17-03-2009) 
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Estado la regulación del servicio a través del ente regulador como es la Comisión Nacional de Tele-
comunicaciones creada en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones.212 En sentido similar, el servicio 
eléctrico también se ha liberalizado conforme a la Ley Orgánica del Servicio Eléctrico,213 correspon-
diendo a la Comisión Nacional de Energía, como ente regulador, el control de las actividades particu-
lares en ese campo.  En ambos casos, sujetas a la obtención de autorizaciones, permisos y licencias. 

Un tercer tipo de servicio público está configurado por aquellas actividades prestacionales 
también impuestas obligatoriamente al Estado, pero respecto de las cuales el ordenamiento consti-
tucional también consagra un derecho de los particulares a prestarlos, como sucede, por ejemplo, 
en materia de servicios educativos y de atención a la salud. En estos casos, el establecimiento de 
una actividad como servicio público lo que produce, como consecuencia, es una limitación a la 
libertad económica de los particulares, que requieren para ello, por ejemplo, de un registro ante la 
autoridad pública. No se trata por tanto, de que la actividad económica se excluya del ámbito de los 
particulares, como sucede en los casos anteriores, sino de una limitación a su ejercicio. Por ello, en 
estos casos, el derecho de los particulares a prestar los servicios está establecido directamente en el 
ordenamiento jurídico, y lo único que en éste se establece son los mecanismos de control, para 
asegurar que los servicios se presten en forma adecuada al interés general envuelto.  

4.  La nacionalización de actividades económicas 

Conforme al sistema económico establecido en la Constitución, de economía mixta, el ámbi-
to de lo público y de lo privado es correlativo, pudiendo variar conforme las políticas gubernamen-
tales, siempre resguardando el núcleo esencial de los derechos. Pero en Venezuela,  en forma dia-
metralmente distinta a la tendencia contemporánea de reducción de las actividades públicas direc-
tas, al contrario, en la primera década del siglo XXI en Venezuela lo que se ha visto ha sido una 
tendencia diametralmente opuesta, signada por la expansión del sector público y la asunción forzo-
sa y en algunos casos, mediante la  nacionalización, de actividades económicas. 

La Constitución de 1999, en efecto, había establecido en el régimen de intervención del Es-
tado en la economía, el régimen de la creación de empresas estatales (Art. 300); el régimen de la 
nacionalización petrolera y el régimen de la reserva de actividades económicas al Estado.214 

Sobre estos últimos aspectos, el artículo 302 de la Constitución, luego de intensos debates215 
estableció que “el Estado se reserva, mediante la ley orgánica respectiva y por razones de conve-
niencia nacional, la actividad petrolera”. En esta forma, la reserva de la industria petrolera que se 
había efectuado mediante la Ley Orgánica que reserva al Estado la Industria y el Comercio de los 
Hidrocarburos de 1975,216 adquirió rango constitucional en el texto de 1999, pero conforme lo esta-

                                           

212  Véase Ley Orgánica de Telecomunicaciones (Gaceta Oficial Nº 39.610 de 7-2-2011 

213  Véase Ley Orgánica de Reorganización del Sector Eléctrico (Gaceta Oficial Nº 39.494 de 24-8-2010. 

214  Véase en general, Víctor Rafael Hernández-Mendible, José Ignacio Hernández G, Allan R. Brewer-Carías y José 
Araujo-Juárez, Nacionalización, Libertad de Empresa y Asociaciones Mixtas, Editorial Jurídica Venezolana, Ca-
racas, 2008 

215 Véase Gaceta Constituyente (Diario de Debates), Noviembre 1999-Enero 2000, Sesión de 14-11-99, Nº 44, pp. 3 
ss. Véase nuestro voto salvado en primera discusión en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo III, 
op. cit., pp. 209 y 210. 

216 Véase nuestros comentarios sobre ese proceso en Allan R. Brewer-Carías, “Aspectos organizativos de la industria 
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blezca la ley orgánica respectiva, la cual puede ser modificada. La reserva, por tanto, puede consi-
derarse que no es ni rígida ni absoluta, sino flexible, conforme lo establezca la ley orgánica respec-
tiva.217 

En particular, en todo caso, en la Constitución (Art. 303) se estableció expresamente que por 
razones de soberanía económica, política y de estrategia nacional “el Estado conservará la totalidad 
de las acciones de Petróleos de Venezuela, S.A”., o del ente creado para el manejo de la industria 
petrolera, exceptuando la de las filiales, asociaciones estratégicas, empresas y cualquier otra que se 
haya constituido o se constituya como consecuencia del desarrollo de negocios de Petróleos de 
Venezuela, S.A. En esta forma, lo que de acuerdo con la Constitución debe permanecer como pro-
piedad de la República (no del Estado) son las acciones de PDVSA, es decir, del holding de la in-
dustria petrolera, pero no de las filiales, las cuales son, en realidad, las que realizan las actividades 
económicas en la industria. En todo caso, mediante la Ley Orgánica de Hidrocarburos de 2001, 
reformada en 2006,218 se ratificó la nacionalización de la industria petrolera previéndose sin embar-
go el régimen necesario para el establecimiento de empresas mixtas, con capital mayoritario del 
Estado, para la explotación petrolera. En 2007, dicho régimen fue forzosamente impuesto a los 
Convenios de Asociación que venían ejecutándose desde los años noventa para la explotación pe-
trolera, con participación de empresas extranjeras, a los cuales se obligó a transformarse en empre-
sas mixtas.219   

El mismo artículo 302 de la Constitución, también establece que el Estado se puede reservar, 
mediante ley orgánica, y por razones de conveniencia nacional, industrias, explotaciones, servicios 
y bienes de interés público y de carácter estratégico. En este caso, distinto al de la industria petrolera 
ya reservada desde 1975, se trata de una previsión que sigue la orientación del artículo 97 de la Cons-
titución de 1961, y que se refiere tanto a otras actividades ya reservadas en el pasado (por ejemplo la 
industria del mineral de hierro), como a la posibilidad, en el futuro, que se pueda dictar una reserva de 
actividades económicas de interés público o de carácter estratégico.220 Ha sido precisamente el caso 
de la reserva al Estado de la industria del cemento, la industria siderúrgica y las actividades y servi-

                                                                       

petrolera nacionalizada,” en Archivo de Derecho Público y Ciencias de la Administración, Instituto de Derecho 
Público UCV, Vol. III, Tomo I, Caracas 1981, pp. 407 a 492. 

217  Así se reguló, en la Ley Orgánica de Hidrocarburos de 2001, reformada en 2006, Gaceta Oficial Nº 38.493 de 4-
8-2006, mediante la cual se derogó la Ley de Nacionalización Petrolera de 1975.  

218   Véase Ley Orgánica de Hidrocarburos (Gaceta Oficial Nº 38.493 de 4-8-2006);  

219  Véase en general, Ley de Regularización de la Participación Privada en las Actividades Primarias Previstas en el 
Decreto Nº 1.510 con Fuerza de Ley Orgánica de Hidrocarburos (Gaceta Oficial n° 38.419 de 18-4-2006); Ley de 
Migración a Empresas Mixtas de los Convenios de Asociación de la Faja Petrolífera del Orinoco; así como de los 
Convenios de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas (Decreto Ley Nº 5.200) (Gaceta Oficial n° 38.632 
de 26-02-2007); Ley sobre los Efectos del Proceso de Migración a Empresas Mixtas de los Convenios de Asocia-
ción de la Faja Petrolífera del Orinoco; así como de los Convenios de Exploración a Riesgo y Ganancias Compar-
tidas (Gaceta Oficial Nº 38.785 del 08-10-2007). Véase sobre este proceso en Allan R. Brewer-Carías, “La estati-
zación de los convenios de asociación que permitían la participación del capital privado en las actividades prima-
rias de hidrocarburos sucritos antes de 2002, mediante su terminación anticipada y unilateral y la confiscación de 
los bienes afectos a los mismos”, en Víctor Hernández Mendible (Coordinador), Nacionalización, Libertad de 
Empresa y Asociaciones Mixtas, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2008, pp. 123-188 

220 Véase nuestro voto salvado en primera discusión en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo III, op. 
cit. pp. 210 y 211. 



 81 

cios conexos con los hidrocarburos.221 

5.  La estatización de actividades económicas y el “sistema económico comunal” 

Por otra parte, en cuanto al régimen de las regulaciones legales a las actividades económicas, 
la expansión del sector público ha llevado al ahogamiento progresivo del sector privado, por las 
regulaciones draconianas que progresivamente se han venido estableciendo, con regímenes sancio-
natorios que ha autorizado a la Administración a ocupar y apropiarse de industrias y servicios, in-
cluso sin compensación, configurándose como confiscaciones administrativas.  

En 2007, muchas de estas acciones se pretendió que fueran constitucionalizadas, mediante 
una propuesta de reforma constitucional que sin embargo, fue rechazada en referendo realizado en 
diciembre de 2007.222 Sin embargo, en evidente fraude a la voluntad popular y a la propia Constitu-
ción, ese rechazo popular no sólo no ha impedido que las reformas se haya implementado inconsti-
tucionalmente en diversos aspectos mediante leyes, como ocurrió en materia económica, inicial-
mente mediante el Decreto Ley Nº 6.130 de 2008, contentivo de la Ley para el Fomento y Desarro-
llo de la Economía Popular,223 la cual se ha derogado en 2010 mediante la Ley Orgánica del Siste-
ma Económico Comunal (LOSEC),224 en la cual se ha establecido materialmente una nueva “Cons-
titución Económica” para el país, en paralelo a la prevista en la Constitución, pero que cambia de 
raíz el sistema constitucional al pretender establecer un sistema económico comunista, denominado 
Sistema Económico Comunal. 

En efecto, el 21 de diciembre de 2010, la Asamblea Nacional junto con otras leyes relativas 
al Poder Popular y al Estado Comunal, como antes se ha dicho, sancionó la Ley Orgánica del Sis-
tema Económico Comunal,225 buscando sustituir el sistema económico de economía mixta consa-
grado en la Constitución de 1999, por un sistema económico socialista o comunista, por el cual 

                                           

221  Véase Ley Orgánica de Ordenación de las Empresas Productoras de Cemento, Decreto Ley Nº6.091, Gaceta 
Oficial Nº 5.886 Extra. de de 18-6-2008); Ley Orgánica de Ordenación de las Empresas que Desarrollan Activi-
dades en el Sector Siderúrgico en la Región de Guayana, Decreto Ley Nº 6.058 Gaceta Oficial Nº 38.928 de 12-5- 
2008; Ley Orgánica que reserva al Estado bienes y servicios conexos a las actividades primarias de Hidrocarbu-
ros, Gaceta Oficial Nº 39.173 de 7-5-2009.  

222  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La reforma constitucional en Venezuela de 2007 y su rechazo por el poder consti-
tuyente originario,” en José Ma. Serna de la Garza (Coord.), Procesos Constituyentes contemporáneos en América 
latina. Tendencias y perspectivas, Universidad Nacional Autónoma de México, México 2009, pp. 407-449; “La 
proyectada reforma constitucional de 2007, rechazada por el poder constituyente originario,” en Anuario de Dere-
cho Público 2007, Año 1, Instituto de Estudios de Derecho Público de la Universidad Monteávila, Caracas 2008, 
pp. 17-65; “La reforma constitucional en Venezuela de 2007 y su rechazo por el poder constituyente originario,” 
en Revista Peruana de Derecho Público, Año8, Nº 15, Lima, Julio-Diciembre 2007, pp. 13-53. 

223  Véase en Gaceta Oficial Nº 5.890 Extra. de 31-07-2008. 

224  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21-12-2010. 

225  Véase Ley Orgánica del Sistema Económico Comunal (Gaceta Oficial N° 6.011 Extra. de 21-12-2010). Véase, 
Allan R. Brewer-Carías, “Introducción General al Régimen del Poder Popular y del Estado Comunal (O de cómo 
en el siglo XXI, en Venezuela se decreta, al margen de la Constitución, un Estado de Comunas y de Consejos 
Comunales, y se establece una sociedad socialista y un sistema económico comunista, por los cuales nadie ha vo-
tado)," en Allan R. Brewer-Carías, Claudia Nikken, Luis A. Herrera Orellana, Jesús María Alvarado Andrade, Jo-
sé Ignacio Hernández y Adriana Vigilanza, Leyes Orgánicas sobre el Poder Popular y el Estado Comunal (Los 
consejos comunales, las comunas, la sociedad socialista y el sistema económico comunal), Editorial Jurídica Ve-
nezolana, Caracas 2011,  pp. 9-182. 
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nadie ha votado y, al contrario, ha sido rechazado popularmente,226 concebido, tal como se lo define 
en el artículo 2, como:  

“el conjunto de relaciones sociales de producción, distribución, intercambio y consumo de 
bienes y servicios, así como de saberes y conocimientos, desarrolladas por las instancias del 
Poder Popular, el Poder Público o por acuerdo entre ambos, a través de organizaciones socio 
productivas bajo formas de propiedad social comunal.”  

Se trata, por tanto, de un sistema económico que se debe desarrollar exclusivamente “a través 
de organizaciones socio-productivas bajo formas de propiedad social comunal” que conforme a la 
Ley son solamente las empresas del Estado Comunal creadas por las instancias del Poder Público; 
las empresas públicas creadas por los órganos que ejercen del Poder Público; las unidades produc-
tivas familiares; o los grupos de trueque, donde está excluida toda iniciativa privada y la propiedad 
privada de los medios de producción y comercialización de bienes y servicios.  

Es en consecuencia, un sistema económico socialista que se ha implantado mediante ley, vio-
lentando completamente el sistema de economía mixta que garantiza la Constitución donde se esta-
blece, al contrario, como se dijo, como uno de los principios fundamentales del sistema constitu-
cional, tanto la libertad económica como el derecho de propiedad privada.  

En la Ley Orgánica del Sistema Económico Comunal se regula, por tanto, un sistema econó-
mico que cambia la estructura el Estado y cuya aprobación solo hubiera podido ser posible a través 
de la convocatoria de una Asamblea Constituyente (ni siquiera mediante reforma o enmienda cons-
titucional), de un sistema de economía mixta a un sistema económico estatista o controlado por el 
Estado, mezclado con previsiones propias de sociedades primitivas y lugareñas que en el mundo 
globalizado de hoy ya simplemente no existen, que presuponen la miseria como forma de vida, para 
regular y justificar el “trueque” como sistema, pensando quizás en sociedades agrícolas o recolecto-
ras; y para crear una moneda al margen de la de curso legal que es el Bolívar, llamando así como 
“moneda comunal,” como medio de intercambio de bienes y servicios, a los viejos “vales” de las 
haciendas de hace más de un siglo, donde el campesino estaba confinado al ámbito geográfico de la 
economía que controlaba estrictamente el hacendado.  

Por ello es que este sistema económico comunal se lo concibe como la “herramienta funda-
mental para construcción de la nueva sociedad,” que supuestamente debe regirse sólo “por los prin-
cipios y valores socialistas” que en esta Ley Orgánica, sin fundamento histórico alguno, se declara 
que supuestamente se inspira en la “doctrina de Simón Bolívar” (Art. 5). 

A tal efecto, reducida la propiedad privada a la mínima expresión, en la Ley se define la 
“propiedad social” como:  

“El derecho que tiene la sociedad de poseer medios y factores de producción o entidades con 
posibilidades de convertirse en tales, esenciales para el desarrollo de una vida plena o la pro-
ducción de obras, bienes o servicios, que por condición y naturaleza propia son del dominio 
del Estado; bien sea por su condición estratégica para la soberanía y el desarrollo humano in-

                                           

226  El rechazo popular se efectuó mediante el referendo de diciembre de 2007 en el cual se rechazó la reforma consti-
tucional en la cual se proponía su creación; y en las elecciones parlamentarias de septiembre de 2010, en la cual el 
Pueblo mayoritariamente voló contra el Presidente y sus políticas socialistas.  
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tegral nacional, o porque su aprovechamiento garantiza el bienestar general, la satisfacción 
de las necesidades humanas, el desarrollo humano integral y el logro de la suprema felicidad 
social” (Art. 6.15). 

Con ello se reafirma que el sistema económico comunal que se regula, está basado exclusi-
vamente en la propiedad pública, del Estado (dominio del Estado), sobre los medios de producción, 
de manera que en la práctica, no se trata de ningún derecho que sea “de la sociedad,” sino del apa-
rato Estatal, cuyo desarrollo, regido por un sistema de planificación centralizada, elimina toda po-
sibilidad de libertad económica e iniciativa privada, y convierte a las “organizaciones socio produc-
tivas” en meros apéndices del aparato estatal.  

El sistema omni-comprensivo que se regula, al contrario está basado en la “propiedad social 
comunal” y que debe ser desarrollada tanto por el Estado Constitucional (los órganos del Poder 
Público) como por el Estado Comunal (instancias del Poder Popular), como se dijo, exclusivamente 
a través de “organizaciones socio-productivas bajo formas de propiedad comunal.” 

Este sistema económico comunal como se dijo, se había comenzado a regular ilegalmente, al 
margen de la Constitución, violentándola, tiene por finalidad, entre otras, impulsar dicho sistema “a 
través de un modelo de gestión sustentable y sostenible para el fortalecimiento del desarrollo endó-
geno (Art. 3.2); “fomentar el sistema económico comunal en el marco del modelo productivo socia-
lista, a través de diversas formas de organización socio productiva, comunitaria y comunal en todo 
el territorio nacional (Art. 3.3); e “incentivar en las comunidades y las comunas los valores y prin-
cipios socialistas para la educación, el trabajo, la investigación, el intercambio de saberes y cono-
cimientos, así como la solidaridad, como medios para alcanzar el bien común.(Art. 3.8). 

En este contexto socialista, la Ley Orgánica definió el “modelo productivo socialista” como 
el:  

“modelo de producción basado en la propiedad social, orientado hacia la eliminación de la 
división social del trabajo propio del modelo capitalista. El modelo de producción socialista 
está dirigido a la satisfacción de necesidades crecientes de la población, a través de nuevas 
formas de generación y apropiación así como de la reinversión social del excedente.” (Art. 
6.12). 

Se trata en consecuencia, de una Ley mediante la cual se pretende, además, cambiar el siste-
ma capitalista y sustituirlo a la fuerza por un sistema socialista, imponiendo un sistema comunis-
ta.227  

Para ello, y como mecanismo para eliminar toda forma de generar riqueza y con ello, de tra-

                                           

227  Para lo cual sus redactores, basándose quizás en algún “Manual” vetusto de revoluciones comunistas fracasadas, 
parafrasearon en la Ley, lo que Carlos Marx y Federico Engels escribieron hace más de 150 años, en 1845 y 1846, 
sobre la sociedad comunista, en el conocido libro La Ideología Alemana, al referirse a la sociedad primitiva de la 
época, en muchas partes aún esclavista y en todas, preindustrial, afirmando que la propiedad es “el derecho de su-
poner de la fuerza de trabajo de otros” y declarando que la “división del trabajo y la propiedad privada” eran 
“términos idénticos: uno de ellos, referido a la esclavitud, lo mismo que el otro, referido al producto de és-
ta.”Véase Karl Marx and Frederich Engels, ”The German Ideology,” en Collective Works, Vol. 5, International 
Publishers, New York 1976, p. 47. Véanse además los textos pertinentes en 
http://www.educa.madrid.org/cms_tools/files/0a24636f-764c-4e03-9c1d-
6722e2ee60d7/Texto%20Marx%20y%20Engels.pdf”  
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bajo libre y empleo, la Ley Orgánica de 2010 declaró como pieza esencial del nuevo sistema eco-
nómico comunal, la necesaria “reinversión social del excedente,” como principio esencial que rige 
las organizaciones socio productivas, definida como “el uso de los recursos remanentes provenien-
tes de la actividad económica de las organizaciones socio productivas, en pro de satisfacer las nece-
sidades colectivas de la comunidad o la comuna, y contribuir al desarrollo social integral del país” 
(Art. 6.19). Con este principio, los redactores de la Ley incorporaron a su articulado, otros de los 
pilares del sistema comunista, tal como fue concebido por Marx y Engels, como contrapuesto al 
sistema capitalista, y es la necesaria “reinversión social de excedente” producto de la actividad 
económica. Basada, por tanto, en los principios utópicos comunistas de la “propiedad social de los 
medios de producción,” la “eliminación de la división social del trabajo” y la “reinversión social 
del excedente,” la Ley Orgánica del Sistema Económico Comunal está sin duda concebida para 
implantar en Venezuela el sistema comunista como contrario al sistema capitalista.  

Para ello, Ley Orgánica establece un ámbito omi comprensivo de aplicación, al establecer, 
formalmente, que se aplica, por una parte “a las comunidades organizadas, consejos comunales, 
comunas y todas las instancias y expresiones del Poder Popular, en especial a las organizaciones 
socio productivas que se constituyan dentro del sistema económico comunal,” es decir, a todo el 
ámbito del Estado Comunal; y por la otra, “de igual manera, a los órganos y entes del Poder Públi-
co y las organizaciones del sector privado, en sus relaciones con las instancias del Poder Popular” 
(Art. 3), es decir, a todos los órganos y entes del Estado Constitucional y a todas las instituciones, 
empresas y personas del sector privado. Es decir, es una Ley tendiente a implementar el comunismo 
en todos los órdenes. 

Como antes se ha dicho, de acuerdo con esta Ley Orgánica, las organizaciones socio produc-
tivas son los “actores” fundamentales que se han diseñado para dar soporte al sistema económico 
comunal, pues es a través de ellas que se desarrolla el “modelo productivo socialista” que propug-
na, las cuales se definen como las:  

“unidades de producción constituidas por las instancias del Poder Popular, el Poder Público 
o por acuerdo entre ambos, con objetivos e intereses comunes, orientadas a la satisfacción de 
necesidades colectivas, mediante una economía basada en la producción, transformación, 
distribución, intercambio y consumo de bienes y servicios, así como de saberes y conoci-
mientos, en las cuales el trabajo tiene significado propio, auténtico; sin ningún tipo de dis-
criminación” (Art. 9). 

Esta afirmación legal, que también proviene de los viejos Manuales comunistas basados en 
las apreciaciones de Marx y Engels en las sociedades anteriores a las europeas de mitades del siglo 
XIX sobre el trabajo asalariado, su explotación y carácter esclavista y discriminatorio, particular-
mente en relación con las mujeres,228 lo cual no tiene ninguna relación con la actualidad en ningún 
país occidental. Ahora bien, ese trabajo con sentido “propio y auténtico,” y “sin discriminación,” al 
que se refiere la Ley Orgánica, supuestamente se va a garantizar a través de las organizaciones so-
cio-productivas que se regulan en la ley, mediante las cuales, en forma exclusiva, se desarrollará la 

                                           

228  Al referirse al trabajo en la misma obra la Ideología Alemana, Marx y Engels hablaron de la “explotación del 
hombre por el hombre”: y se refirieron a la “distribución desigual, tanto cuantitativa como cualitativamente, del 
trabajo y de sus productos.” Idem.  
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economía del país, y que conforme al artículo 10 de la Ley Orgánica, son sólo cuatro: primero, las 
empresas del Estado Comunal; segundo, las empresas públicas del Estado Constitucional; tercero, 
las unidades productivas familiares; y cuarto, los grupos de trueque. O sea, que del trabajo en em-
presas privadas en las cuales los trabajadoras tienen herramientas para lograr mejores condiciones 
que ha sido una de las bases del sistema económico del país, se quiere pasar al trabajo exclusiva-
mente en empresas de carácter público, creadas por las instancias del Estado Comunal y por los 
órganos y entes del Estado Constitucional, sometidas todas a una planificación centralizada, en las 
cuales no puede haber movimientos sindicales u organizaciones de trabajadores libres que puedan 
presionar para el logro de mejores condiciones laborales, y donde el “empresario” en definitiva 
resultará ser un burócrata de un régimen autoritario que usa el “excedente” para su propio confort, 
explotando a los asalariados alienados. 

En todo caso, este sistema de economía comunal, en la Ley para el Fomento y Desarrollo de 
la Economía Popular de 2008, se había establecido como un sistema altamente centralizado bajo el 
control del Ejecutivo Nacional, como “órgano rector,” que se ejercía por órgano del Ministerio del 
Poder Popular para las Comunas y Protección Social (Art. 6). La Ley Orgánica del Sistema Eco-
nómico Comunal establece ahora que el Ministerio de las Comunas, “es el órgano coordinador de 
las políticas públicas relacionadas con la promoción, formación, acompañamiento integral y finan-
ciamiento de los proyectos socio productivos, originados del seno de las comunidades, las comunas 
o constituidos por entes del Poder Público conforme a lo establecido en el Plan de Desarrollo Eco-
nómico y Social de la Nación, las disposiciones de la Ley, su Reglamento y demás normativas apli-
cables” (art 7). Sin embargo, de las competencias que se atribuyen, resulta todo un sistema centrali-
zado que conduce el Ejecutivo Nacional. 

Precisamente por ello, el sistema de producción socialista que se regula en la Ley Orgánica, 
es también un sistema económico sometido a una planificación centralizada, conforme a la cual 
está proscrita toda iniciativa privada, controlado además por el Ejecutivo nacional directamente. En 
esta materia, con base en las atribuciones que los artículos 112 y 299 de la Constitución atribuyen 
al Estado en materia de planificación, aún cuando con la especificación de que debe ser democráti-
ca, participativa y de consulta abierta, en 2001 se dictó el Decreto Ley Nº 1.528 de Ley Orgánica 
de Planificación, el cual fue posteriormente modificado por la Ley de la Comisión Central de Plani-
ficación, y posteriormente por la Ley Orgánica de Planificación Popular de 2010, con acentuado 
carácter centralista y nada democrático.229 

XII.  LA FUNCIÓN PÚBLICA 

En la Constitución de 1999 se han establecido los principios fundamentales relativos al ré-
gimen de los funcionarios públicos, a los efectos de guiar el establecimiento más de un Estatuto de 
la función pública que para la carrera administrativa como lo establecía la Constitución de 1961 
(art. 122); a cuyo efecto, la Asamblea Nacional sancionó en 2002 la Ley del Estatuto de la Función 

                                           

229  Véase la Ley Orgánica de Planificación y Popular (Gaceta Oficial N° 6.011 Extra. de de 21-12-2010); y Ley 
Orgánica de Creación de la Comisión Central de Planificación (Gaceta Oficial N° 5.990 Extra. de 29-7-2010) 
Véase los comentarios a esta última en Allan R. Brewer-Carías, “Comentarios sobre la inconstitucional creación 
de la Comisión Central de Planificación, centralizada y obligatoria,” en Revista de Derecho Público,” Nº 110, 
(abril-junio 2007), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 79-89. 
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Pública.230 

Conforme a la Constitución, en dicho Estatuto se establecieron las normas sobre el ingreso, 
ascenso, traslado, suspensión y retiro de los funcionarios de la Administración Pública. La Consti-
tución, además, exigió que en el Estatuto se previera la incorporación de los funcionarios a la segu-
ridad social231. La Constitución, además remitió a la ley para determinar las funciones y requisitos 
que deben cumplir los funcionarios públicos para ejercer sus cargos (art. 144)232. 

En cuanto a los principios constitucionales, debe destacarse que el artículo 145 de la Consti-
tución, dispone en general, que los funcionarios públicos deben estar al servicio del Estado y no de 
parcialidad alguna, precisando, incluso, que su nombramiento y remoción no puede estar determi-
nado por la afiliación u orientación política. 

Ahora bien, en cuanto a los cargos en la Administración Pública, la Constitución estableció, 
con carácter general, que los cargos “son de carrera” (artículo 146), exceptuando los de elección 
popular, los de libre nombramiento y remoción, los contratados, los obreros al servicio de la Admi-
nistración Pública y los demás que determine la Ley. 

La consecuencia del principio de la carrera es que el ingreso de los funcionarios públicos y a 
los cargos de carrera, en principio deben realizarse mediante concurso público, fundamentado en 
principios de honestidad, idoneidad y eficiencia; los cuales lamentablemente no se han implemen-
tado, proliferando los cargos de libre nombramiento y remoción. En cuanto al ascenso, la Constitu-
ción también dispone que debe estar sometido a métodos científicos basados en el sistema de méri-
tos, y el traslado, suspensión y retiro debe ser de acuerdo con el desempeño de los funcionarios. La 
reducción fáctica de los cargos de carrera, en todo caso, hacen inaplicables estas normas. 

En cuanto a las remuneraciones, el artículo 147 establece un principio general de disciplina 
del gasto público, en el sentido de que para la ocupación de cargos públicos de carácter remunerado 
es necesario que sus respectivos emolumentos estén previstos en el presupuesto correspondiente. 
Las escalas de salarios en la Administración Pública, dado su carácter estatutario, se deben estable-
cer reglamentariamente conforme a la ley. 

La Constitución, por otra parte, recogió el principio que estaba en el artículo 229 de la Cons-
titución de 1961, conforme al cual, el Poder Nacional, por ley orgánica, puede establecer límites 
razonables a los emolumentos que devenguen los funcionarios públicos tanto municipales y estada-
les, como nacionales. La materia quedó así consolidada como una competencia del Poder Nacional 
que corresponde a la Asamblea Nacional (y escapa de la competencia de los Consejos Legislati-

                                           

230  Véase Gaceta Oficial N° 37.522 del 6 de septiembre de 2002. Véase en general, Jesús Caballero Ortíz, “Bases 
constitucionales del derecho de la función pública”, Revista de Derecho Constitucional, Nº 5, julio-diciembre-
2001, Editorial Sherwood, Caracas, 2002, pp. 21 a 46. 

231 Véase nuestra propuesta en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional 
Constituyente), Tomo II, op. cit. p. 182. Véase en general Allan R. Brewer-Carías, El Estatuto del funcionario 
público en la Ley de Carrera Administrativa, Caracas, 1971. 

232  En general, sobre el régimen constitucional de los funcionarios públicos, véase Antonio de Pedro Fernández, 
“Algunas consideraciones sobre la función pública  en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela”, 
en Estudios de Derecho Administrativo: Libro Homenaje a la Universidad Central de Venezuela, Volumen I, Im-
prenta Nacional, Caracas, 2001, pp. 307-342. 
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vos)233, y en ejecución de dicha norma en 2002, con reforma en 2011, se dictó la Ley Orgánica de 
Emolumentos, Pensiones y Jubilaciones de los Altos Funcionarios y Altas Funcionarias del Poder 
Público.234 Además, la Constitución previó que la ley nacional también debe establecer el régimen 
de las jubilaciones y pensiones de los funcionarios públicos nacionales, estadales y municipales, 
siguiendo la orientación que se había establecido en la Enmienda Nº 2 de la Constitución de 1961, 
sancionada en 1983. En esta forma, en cuanto al régimen de remuneraciones y pensiones, el Poder 
Nacional tiene competencias expresas para su regulación respecto de los tres niveles territoriales. 

La Constitución estableció, además, algunos principios relativos a incompatibilidades res-
pecto de los funcionarios públicos. Así, conforme al artículo 148, y siguiendo la orientación del 
artículo 123 de la Constitución de 1961, nadie puede desempeñar a la vez más de un destino públi-
co remunerado, a menos que se trata de los cargos académicos, accidentales, asistenciales o docen-
tes que determine la ley. Se eliminó de las excepciones la referencia a los cargos edilicios y electo-
rales que establecía el texto de 1961 (art. 123). 

En todo caso, la aceptación de un segundo destino que no sea de los exceptuados, siempre 
implica la renuncia del primero, salvo cuando se trate de suplentes, mientras no reemplacen defini-
tivamente al principal. 

En cuanto a las jubilaciones o pensiones se estableció en la Constitución que nadie puede 
disfrutar más de una, salvo los casos expresamente determinados en la ley. 

El artículo 145 de la Constitución, por otra parte, estableció el principio de que quien esté al 
servicio de los Municipios, de los Estados, de la República “y demás personas jurídicas de derecho 
público o de derecho privado estatales”, no puede celebrar contrato alguno con ellas, ni por sí ni 
por interpuesta persona, ni en representación de otro, salvo las excepciones que establezca la ley. 
Se destaca, de esta norma, la referencia a la clasificación de las personas jurídicas en el derecho 
público, en sus dos vertientes, que hemos propuesto desde hace años: por una parte, las personas 
jurídicas de derecho público y las personas jurídicas de derecho privado, según la forma de crea-
ción; y por la otra, las personas jurídicas estatales y las personas jurídicas no estatales, según su 
integración o no a la organización general del Estado.235 

XIII.  EL URBANISMO, EL MEDIO AMBIENTE Y LA ORDENACIÓN DEL TERRITO-
RIO  

1.  Los derechos ambientales y la protección del medio ambiente 

En la Constitución de 1999, también constituyó una novedad en cuanto a la regulación de los 

                                           

233  Véase sentencia de la Sala Constitucional Nº 2399 de 29-08-03 (Caso: Interpretación de las normas contenidas 
en los artículos 4 del Régimen Transitorio de Remuneraciones de los más Altos Funcionarios de los Estados y 

Municipios, Comisión Legislativa Nacional de 2000). 

234  Véase Ley Orgánica de Emolumentos, Pensiones y Jubilaciones de los Altos Funcionarios y Altas Funcionarias 
del Poder Público (Gaceta Oficial Nº 39.592 de 12-1-2011). 

235 Véase Allan R. Brewer-Carías, “La distinción entre las personas públicas y las personas privadas y el sentido 
general de la problemática actual de la clasificación de los sujetos de derecho” en Revista de la Facultad de Dere-
cho, Nº 57, UCV, Caracas, 1976, pp. 115 a 135. La distinción se puede apreciar, también, por ejemplo, en el texto 
del artículo 322. 
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derechos constitucionales, el conjunto de normas contenidas en el Capítulo relativo a los derechos 
ambientales236.  

En el mismo, en el artículo 127, se establece que es un derecho y un deber de cada genera-
ción proteger y mantener el ambiente en beneficio de sí misma y del mundo futuro. Además, toda 
persona tiene derecho individual y colectivamente a disfrutar de una vida y de un ambiente seguro, 
sano y ecológicamente equilibrado. La consecuencia de estos derechos es que el Estado debe prote-
ger el ambiente, la diversidad biológica, genética, los procesos ecológicos, los parques nacionales y 
monumentos naturales y demás áreas de especial importancia ecológica. Se agrega, además, que es 
una obligación fundamental del Estado, con la activa participación de la sociedad, garantizar que la 
población se desenvuelva en un ambiente libre de contaminación, en donde el aire, el agua, los 
suelos, las costas, el clima, la capa de ozono, las especies vivas, sean especialmente protegidos, de 
conformidad con la ley. Por último, la Constitución prohíbe además, la patentabilidad del genoma 
de los seres vivos, remitiéndose a la ley que se refiere a los principios bioéticos la regulación de la 
materia.  

El artículo 156 de la Constitución atribuye como competencia exclusiva del Poder Nacional 
“las políticas nacionales y la legislación en materia... (de) ambiente, aguas... y ordenación del terri-
torio” (ord. 23); y “la legislación sobre ordenación urbanística” (ord. 19). Además, la Constitución 
atribuye a los Municipios competencia exclusiva, en cuanto concierne a la vida local, en materia de 
“protección del ambiente y cooperación con el saneamiento ambiental” (art. 178,4).  

En todo caso, la ley fundamental en esta materia la constituye la Ley Orgánica del Ambiente 
de 1976,237 donde se regulan las actividades susceptibles de contaminar el ambiente y el régimen de 
autorizaciones administrativas correspondiente.  

Además, el artículo 178,4 de la Constitución le atribuye en forma exclusiva a los Municipios, 
en cuanto concierne a la vida local, competencias en materia de “protección del ambiente y coope-
ración con el saneamiento ambiental”. El artículo 184 de la Constitución, además, confirma la 
competencia de Estados y Municipios en materia de “servicios ambientales”. 

Debe indicarse además, que el artículo 129 de la Constitución ha elevado a rango constitu-
cional el requisito que hasta ese momento tenía rango reglamentario, de exigir que todas las activi-

                                           

236  Véase en general, Fortunato González Cruz, “El ambiente en la nueva Constitución venezolana”, en El Derecho 
Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, Tomo III, Instituto de 
Derecho Público, UCV, Civitas Ediciones, Madrid, 2003, pp. 2917-2923; Germán Acedo Payáres, “La Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezuela de 1999 y los denominados ‘Derechos Ambientales”, en El Dere-
cho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, Tomo III, Institu-
to de Derecho Público, UCV, Civitas Ediciones, Madrid, 2003, pp. 2925-2978; Alberto Blanco-Uribe Quintero, 
“La tutela ambiental como derecho-deber del Constituyente. Base constitucional y principios rectores del derecho 
ambiental”, en Revista de Derecho Constitucional, Nº 6 (enero-diciembre). Editorial Sherwood, Caracas, 2002, 
pp. 31-64; Alberto Blanco-Uribe Quintero, “El ciudadano frente a la defensa jurídica del ambiente en Venezuela”, 
en El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, Tomo 
III, Instituto de Derecho Público, UCV, Civitas Ediciones, Madrid, 2003, pp. 2995-3008; y Véase Luciano Parejo 
Alfonso, “El derecho al medio ambiente y la actuación de la Administración Pública”, en El Derecho Público a 
comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, Tomo III, Instituto de Derecho 
Público, UCV, Civitas Ediciones, Madrid, 2003, pp. 2979-2994. 

237  Véase la Ley Orgánica del Ambiente en Gaceta Oficial Nº 31.004 de 16-06-1976. 
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dades susceptibles de generar daños a los ecosistemas, deben ser previamente acompañadas de 
estudios de impacto ambiental y socio cultural. El mismo artículo 129 de la Constitución dispone 
además que el Estado debe impedir la entrada al país de desechos tóxicos y peligrosos, así como la 
fabricación y uso de armas nucleares, químicas y biológicas, remitiendo a una ley especial la regu-
lación del uso, manejo, transporte y almacenamiento de las sustancias tóxicas y peligrosas. 

Por otra parte, como ya se ha señalado, el mismo artículo 129 de la Constitución establece 
que en los contratos que la República celebre con personas naturales o jurídicas, nacionales o ex-
tranjeras, o en los permisos que se otorguen, que involucren los recursos naturales, se debe consi-
derar incluida aun cuando no estuviera expresa, la obligación de conservar el equilibrio ecológico, 
de permitir el acceso a la tecnología y la transferencia de la misma en condiciones mutuamente 
convenidas y de restablecer el ambiente a su estado natural si éste resultara alterado, en los térmi-
nos que fije la ley. 

2.  La política de ordenación del territorio y el régimen de la ordenación urbanística 

En cuanto a la política de ordenación del territorio, el artículo 128 de la Constitución impone 
al Estado la obligación de desarrollar una política de ordenación del territorio atendiendo a las rea-
lidades ecológicas, geográficas, poblacionales, sociales, culturales, económicas, políticas, de 
acuerdo con las premisas del desarrollo sustentable, que incluya la información, consulta y partici-
pación ciudadana. Una ley orgánica debe desarrollar los principios y criterios para este ordena-
miento, con lo que se remite a la Ley Orgánica para la Ordenación del Territorio de 1983238. Adi-
cionalmente, el artículo 178 le atribuye expresamente a los Municipios competencia exclusiva, en 
cuanto concierne a la vida local, en materia de “ordenación territorial”, y el artículo 184 confirma 
la competencia de Estados y Municipios en la materia, por ejemplo, al referirse al “mantenimiento 
de áreas industriales”. 

En materia de urbanismo, se trata de una materia de la competencia concurrente de las enti-
dades político territoriales, de manera que el artículo 184 de la Constitución, atribuye competencia 
tanto a los Estados como a los Municipios en materia de “mantenimiento y conservación de áreas 
urbanas”. Además, el Poder Nacional tiene competencia exclusiva para el establecimiento, coordi-
nación y unificación de normas y procedimientos técnicos para obras de ingeniería, de arquitectura y 
de urbanismo y la legislación sobre ordenación urbanística, (art. 156,19). Adicionalmente el Poder 
Municipal tiene competencia exclusiva, en cuanto concierne a la vida local, en materia de ordena-
ción urbanística, parques, jardines, plazas, balnearios, otros sitios de recreación, arquitectura civil, 
nomenclatura y ornato público (art. 178,1). Se trata, por tanto, de una materia de la competencia 
concurrente entre el Poder Nacional, el Poder Estadal y el Poder Municipal, que ha sido regulada 
detalladamente en la Ley Orgánica de Ordenación Urbanística de 1987239, en la cual además del 
sistema de planes, se establece el marco regulatorio del control urbanístico que ejercen las autori-
dades locales mediante el otorgamiento de las constancias de variables urbanas fundamentales, 

                                           

238 Gaceta Oficial Nº Extra. 3.238 de 11-08-1983. Véase además, Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica para la 
Ordenación del Territorio, Caracas, 1983. 

239  Gaceta Oficial Nº 33.868 de 16-12-1987. Véase además, Allan R. Brewer-Carías et al, Ley Orgánica de Ordena-
ción Urbanística, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1988. 
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tanto para las urbanizaciones como para las edificaciones. 

XIV. LOS BIENES PÚBLICOS 

La Constitución de 1999, por primera vez en el constitucionalismo venezolano, declaró como 
del dominio público una serie de bienes, régimen que, con anterioridad, sólo estaba regulado en el 
Código Civil y, más, recientemente en algunas leyes especiales. 

En esta forma, la Constitución declara como bienes del dominio público a los yacimientos 
mineros y de hidrocarburos (Art.12), pero con anterioridad a esta constitucionalización, ya la Ley 
de Minas de 1999 lo había establecido (art.2), así como la Ley Orgánica de Hidrocarburos Gaseo-
sos de 1999 (art. 1).240 La Constitución, por otra parte, también declara que “las costas marinas son 
bienes del dominio público” (art. 12); lo cual se había complementado en la Ley de Conservación y 
Saneamiento de Playas de 2000 (art. 2) y se reguló en la Ley de Zonas Costeras.241 Por otra parte, 
en cuanto a las aguas, el artículo 304 de la Constitución establece que “Todas las aguas son del 
dominio público de la Nación, insustituibles para la vida y el desarrollo…”, lo que también se regu-
ló en la Ley de Aguas.242  

Además, otras normas constitucionales también regulan bienes del dominio público, aun 
cuando sin utilizar este calificativo jurídico: se trata, por ejemplo de las “armas de guerra” respecto 
de las cuales el artículo 324 declara que sólo el Estado puede poseerlas y usarlas, de manera que 
“todas las que existan, se fabriquen o se introduzcan en el país pasarán a ser propiedad de la Re-
pública sin indemnización ni proceso” (art. 324). Por otra parte, el artículo 303 de la Constitución 
dispone que “por razones de soberanía económica, política y de estrategia nacional, el Estado con-
servará la totalidad de las acciones de Petróleos de Venezuela, S.A., o del ente creado para el ma-
nejo de la industria petrolera”, lo que implica una declaratoria indirecta de dominio público de 
dichas acciones societarias, que son inalienables. 

Ahora bien, la declaratoria de todos estos bienes como del dominio público en la propia la 
Constitución, implica limitaciones a la potestad contractual de los entes públicos, particularmente 
por la inalienabilidad de los mismos, lo que implica la prohibición de cualquier contrato de interés 
público que pueda significar la enajenación de estos bienes. 

Sin embargo, la propia Constitución prevé el régimen de concesiones para la explotación de 
los bienes que sean “recursos naturales propiedad de la Nación”, las cuales pueden ser otorgadas 
con exclusividad o sin ella, por tiempo determinado, y asegurando, siempre, la existencia de con-
traprestaciones o contrapartidas adecuadas al interés público” (art. 113). En cuanto a las concesio-
nes mineras, en particular, se dispone en el artículo 156,16 de la Constitución que “el Ejecutivo 
Nacional no podrá otorgar concesiones mineras por tiempo indefinido”243.  

                                           

240  Véase Ley Orgánica de Hidrocarburos Gaseosos, Decreto-Ley N° 310 (Gaceta Oficial N° 36.793 de 23-09-
1999). 

241   Véase Ley de Zonas Costeras, Decreto-Ley Nº 1.468 (Gaceta Oficial Nº 37.349 de 19-12-2001 

242  Véase Ley de Aguas (Gaceta Oficial Nº 38.595 de 02-01-2007); 

243  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Prologo” sobre “El régimen constitucional aplicable a las concesiones de obras y 
servicios públicos”, en Alfredo Romero Mendoza (Coordinador) et al., Régimen Legal de las Concesiones Públi-
cas, Caracas 2000, pp. 9 a 16. 
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Aparte de estas disposiciones constitucionales, por supuesto, los bienes del dominio público 
se han definido tradicionalmente en el Código Civil conforme al criterio de la afectación al uso 
público, como las vías públicas, los ríos, los lagos, el mar y las plazas y fuertes de guerra (Art. 
534). 

Por otra parte, de acuerdo con el artículo 542 del Código Civil se consideran como tierras 
baldías los bienes inmuebles que no tengan dueño, los cuales se configuran como parte del dominio 
privado de los Estados de la Federación. Por ello, el artículo 164,5 de la Constitución ahora le atri-
buye  a los Estados la administración de las tierras baldías, aún cuando “el régimen” de las mismas 
debe ser establecido por ley nacional (art. 156,16). 

Como bienes del dominio privado de los Estados, las tierras baldías pueden ser objeto de 
contratación, en el sentido de que por ejemplo, pueden ser enajenadas o arrendadas, con una sola 
excepción que establece la Constitución y es en relación con las tierras baldías existentes en las 
dependencias federales y en las islas fluviales o lacustres las cuales “no podrán enajenarse y su 
aprovechamiento sólo podrá concederse en forma que no implique, directa ni indirectamente, la 
transferencia de la propiedad de la tierra” (art. 13). Las “dependencias federales” a que alude esta 
norma son las islas marítimas no integradas en el territorio de un Estado de la federación, así como 
las islas que se formen o aparezcan en el mar territorial o en el que cubra la plataforma continental 
(art. 7 y 11). 

Entre los bienes inmuebles de los Municipios, la Constitución define a los ejidos, presumien-
do, además, que son tales, “los terrenos situados dentro del área urbana de las poblaciones del Muni-
cipio, carentes de dueño, sin menoscabo de legítimos derechos de terceros, válidamente constitui-
dos” (art. 181). Los ejidos, a pesar de que conforme al artículo 181 de la Constitución “son inalie-
nables e imprescriptibles”; la misma norma agrega que “sólo podrán enajenarse previo el cumpli-
miento de las formalidades previstas en las ordenanzas municipales y en los supuestos que las 
mismas señalen”. 

En relación con los baldíos y ejidos, por supuesto, también se aplica el régimen de concesio-
nes antes indicado, conforme al mencionado artículo 113 de la Constitución. 
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